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En América Latina están en marcha una serie de cambios políticos y sociales de magni-
tud. Una de sus expresiones han sido los sucesivos cambios gubernamentales que han 
tenido lugar en varios países, con la conquista del gobierno por parte de partidos, movi-
mientos sociales o líderes políticos que se definen como progresistas o de izquierda. Esto 
ha desencadeno diversas transformaciones económicas y políticas, y entre ellas nuevos 
esfuerzos para atacar uno los mayores problemas del continente: la pobreza y la desigual-
dad. Si bien estos cambios son relativamente recientes, en algunos de ellos es posible 
realizar una primera reflexión que permita un balance preliminar.

En este sentido, el presente documento ofrece las principales conclusiones de una in-
vestigación sobre las políticas alternativas de cambio en América Latina, con énfasis en 
los nuevos gobiernos progresistas en América del Sur. El foco está centrado en políticas 
sociales, y especialmente aquellas relacionadas con la pobreza, la inclusión y la equidad 
social.  Se han abordado las persistencias, reacciones y alternativas que se manifiestan en 
ese campo. Esta investigación, realizada con apoyo de OXFAM Gran Bretaña, consideró 
específicamente los casos de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador, y Uruguay. Asi-
mismo, se han incorporado las situaciones en Colombia y Perú, que si bien no integran el 
grupo de gobiernos progresistas, permiten realizar comparaciones frente a las posturas 
que se presentan a sí mismas como alternativas. En la investigación se han considerado 
los remanentes de las reformas neoliberales, las opciones de cambio de los nuevos go-
biernos y la situación actual. El análisis se realizó en las dimensiones económica, social, 
política y ambiental vinculadas a la pobreza y la equidad. 

El presente reporte está destinado especialmente a organizaciones de la sociedad 
civil, y antes que una contribución académica, espera ser una herramienta de utilidad 
en los actuales debates sobre el papel de los gobiernos progresistas y las demandas  
de justicia social.

Los hallazgos de este esfuerzo señalan que en estos nuevos gobiernos han desencadenado 
algunos cambios muy importantes. La problemática de la pobreza y la desigualdad ha pa-
sado a ocupar un lugar central en las políticas públicas, abandonándose un papel pasivo 
donde los gobiernos esperaban soluciones a medida que las economías crecían y tan solo 
era necesario aplicar programas para compensar a los sectores más empobrecidos. En la 
nueva perspectiva se proclama la necesidad de un papel activo del Estado, y nuevos com-
promisos gubernamentales, con atacar la problemática de la pobreza. Las discusiones y 
los debates sobre la pobreza se han vigorizado, y eso es un ingrediente importante para 
buscar nuevas soluciones.

En algunos casos han tenido lugar reducciones en los niveles de pobreza, aunque tam-
bién debe reconocerse que en esa mejoría se mezclan la efectividad de los programas 
gubernamentales con el crecimiento mantenido de las economías nacionales debidos a la 
bonanza en el comercio internacional que se ha registrado en los últimos años (con altos 
precios de los productos agroalimentarios, minerales e hidrocarburos) Si bien las pro-
porciones de pobres mejoran en algunos casos, el porcentaje de pobreza a nivel continen-
tal se mantiene más o menos en los mismos niveles. Asimismo persisten problemas sobre 
el acceso y la calidad de empleo, se mantienen las dificultades para atacar los núcleos 
de la extrema pobreza y la indigencia, y sectores como la población rural, las mujeres 
o jóvenes, enfrentan enormes restricciones. Se suman nuevos factores de riesgo, como 
la inflación o el aumento del costo de los alimentos, que en poco tiempo pueden sumar 
muchos nuevos pobres.

INTRODUCCIÓN



2

Si bien se han iniciado algunos nuevos programas de lucha contra la pobreza, en la mayor 
parte de los casos todavía predominan las estrategias focalizadas, basadas en pagos y 
transferencias de dinero que dependen de exigencias tales como asegurar la cobertura en 
salud a los niños o su asistencia a la escuela. Algunos de estos programas se han ampliado 
enormemente hasta trepar al nivel de millones de beneficiarios, y por lo tanto han gene-
rado efectos positivos muy evidentes. Estos programas han desempeñado por lo tanto un 
importante papel en amortiguar los efectos más negativos, pero de todas maneras repro-
ducen muchos de los problemas de las estrategias implantadas por anteriores gobiernos: 
repiten el énfasis en la focalización, encierran muchos riesgos de ser utilizados para fines 
electorales y no logran influir decididamente en la redistribución de la riqueza.

En otros planos, como los derechos humanos, o las políticas públicas en otras áreas, se 
enfrentan mayores problemas y se observan contrastes importantes. Este es el caso de 
las acciones con los pueblos indígenas, la población rural, o los programas de educación 
media. En políticas sectoriales, como género y ambiente, los contrastes son todavía 
mayores. En algunos casos hay avances, pero en otros se evidencian retrocesos. Inde-
pendientemente de esas diferencias, también es importante reconocer que se observan 
muchos claroscuros en la efectividad en aplicar las políticas públicas, en cómo se las dise-
ña y ejecuta, y en cuál sería el papel de la sociedad civil.

Esta diversidad indica que en realidad estamos ante un conjunto muy diverso y hetero-
doxo de prácticas. Las invocaciones de cambio son similares en casi todos estos gobier-
nos, pero las medidas efectivas y reales son mucho más heterodoxas de lo que usualmente 
se asume, donde conviven muchos remanentes de las viejas ideas, junto a persistentes 
resistencias al cambio. Por lo tanto, desde la perspectiva de la sociedad civil, y en espe-
cial desde la mirada de las organizaciones comprometidas con erradicar la pobreza y 
asegurar la equidad, persiste la necesidad de mantener una mirada independiente, un 
compromiso activo y una mayor capacidad de análisis sobre las situaciones actuales. 
Este cuadro diversificado y heterodoxo obliga a reflexionar todavía más sobre el papel de 
las organizaciones ciudadanas y su compromiso con la justicia social.

La coordinación de este estudio fue realizada por CLAES (Centro Latino Americano de 
Ecología Social), con el apoyo de consultores y colaboradores en Argentina, Chile, Boli-
via, Brasil, Colombia, Perú, Ecuador y Uruguay.  

Las páginas que siguen ofrecen las conclusiones principales desarrolladas por el equi-
po coordinador en CLAES, secciones de apoyo basadas en los aportes de los diferentes 
consultores y los resultados de un taller de consulta realizado en Montevideo (diciembre 
2007; Apéndice 1). En los casos que fuera necesario el equipo de CLAES completó los 
vacíos de información y aportó datos complementarios.

Los participantes en la investigación han sido Elaine Rossetti Behring (Universidad Fe-
deral Rio Janeiro, Brasil), Ivanete Boschetti (Universidad de Brasilia, Brasil), María del 
Carmen Ledo García (Universidad Mayor San Simón, Bolivia), Fabián Acosta (Universi-
dad Nacional de Colombia), Adolfo Figueroa (Pontificia Universidad Católica del Perú), 
Dania Quirola (Altervida, Ecuador). Además participaron con otros aportes María I. 
Fernández Alvarez (Ciel-Piette del CONICET, Argentina), Cecilia Cross (Ciel-Piette del 
CONICET, Argentina), Sergio Lijtenstein (IDES, Uruguay) y Juan C. Prieto (Universidad 
A. Hurtado, Chile). La coordinación del estudio fue realizada por Eduardo Gudynas , 
contando con el apoyo de Carolina Villalba y Paola Visca, del equipo de CLAES en Monte-
video, y Rubén Guevara y Francisco Roque de OXFAM Gran Bretaña. La versión final fue 
revisada por Joachim Becker (Instituto Economía Política, Viena), y por Diana Pombo y 
Eduardo Cáceres (OXFAM Gran Bretaña).

El texto amalgama las distintas visiones de los participantes en un tema por demás 
complejo y que permite muchas aproximaciones. Por lo tanto el contenido no necesa-
riamente refleja unanimidades entre todos los colaboradores y participantes, tampoco 
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necesariamente expresa posiciones institucionales de las organizaciones participantes o 
patrocinantes de la investigación.

El estudio considera las políticas sociales aplicadas en estos países hasta diciembre de 
2007. Se han utilizado los indicadores sistematizados por CEPAL; si bien se han publicado 
recientemente los anuarios dedicados a políticas sociales (por ejemplo, 2006 y 2007), los 
datos originales son de años anteriores. Aunque esto es una limitación en la información 
disponible, reviste la utilidad de ser informaciones sistematizadas y homogeneizadas 
entre los países. Finalmente, algunos aspectos claves ocurridos durante 2008 han sido 
incluidos en el análisis.

Estamos agradecidos a OXFAM Gran Bretaña por el apoyo para realizar este estudio, y a 
todos los participantes por sus aportes y contribuciones. 

Eduardo Gudynas y Rubén Guevara





En los últimos años se han producido cambios importantes en el contexto político conti-
nental, que puede describirse bajo dos aspectos. Por un lado, se observa un cambio de la 
opinión pública frente a ciertas reformas de mercado y sobre sus expectativas referidas a 
la participación del Estado. Bajo este nuevo “humor”, la opinión pública reclama un ma-
yor papel estatal y resiste el reduccionismo de mercado. Por otro lado, se han instalado 
una serie de nuevos gobiernos que se definen como de izquierda o progresistas. La defi-
nición de “izquierda” o “progresista” es todavía ambigua, ya que cobija a regímenes muy 
diferentes tal como se analiza más abajo, pero todos guardan en común una invocación 
a la justicia social, una ruptura con regímenes políticos anteriores, y la proclamación de 
ser parte de un mismo conjunto de gobiernos de renovación. 

La presente sección analiza algunos aspectos básicos de este nuevo grupo de gobiernos 
de izquierda.

Un conjunto diverso

Se consideran o han sido calificados como de izquierda o progresistas, los gobiernos de 
Hugo Chávez (Venezuela), Inacio Lula da Silva (Brasil), Néstor Kirchner (Argentina), Evo 
Morales (Bolivia), Michele Bachelet (Chile), Tabaré Vázquez (Uruguay), Daniel Ortega 
(Nicaragua), Alvaro Colom (Guatemala) y Rafael Correa (Ecuador). El nuevo presidente 
de Paraguay (Fernando Lugo) seguramente se sumará a este grupo.

En este conjunto existen importantes diferencias ideológicas y prácticas entre estos go-
biernos, sus programas, y la forma bajo la cual se ejerce el gobierno. Por ejemplo, en un 
extremo se puede colocar a la coalición de gobierno en Chile, la que ofrece un discurso 
y un programa de acción muy moderado, mientras que en otro extremo se distinguen 
nítidamente las administraciones de Chávez  en Venezuela o Morales en Bolivia, con re-
formas mucho más profundas. Las invocaciones ideológicas bajo las cuales se presentan 
las autodefiniciones de izquierda son muy distintas; por ejemplo, en el caso de Uruguay 
se apela a los programas políticos de la izquierda clásica, pero en Argentina está basada 
en la tradición peronista, la que no se corresponde necesariamente con las corrientes que 
pudieran englobarse bajo el gran rótulo del socialismo. 

Atendiendo a una perspectiva politológica clásica se han distinguido los siguientes 
conjuntos: a) gobiernos de carácter populista pero de nuevo tipo: Chávez en Venezuela, 
Morales en Bolivia, y Correa en Ecuador; b) gobiernos que provienen de viejos partidos 
nacional populares, que incluye al peronismo en la nuevo versión de N. Kirchner en Ar-
gentina; c) gobiernos de izquierda bajo un perfil social demócrata, que corresponde a 
Lula da Silva en Brasil, Ricardo Lagos primero, y Bachelet después en Chile, y Vázquez en 
Uruguay (basado en Lanzaro, 2007). Es importante advertir las novedades en estos go-
biernos, tanto en las nuevas formas que podrían ser calificadas como populistas (aunque 
este concepto se encuentra actualmente bajo un nuevo debate, en tanto es reivindicado en 
base a ciertos aspectos positivos; por ejemplo, Laclau, 2008), como aquellas vinculadas 
con una versión latinoamericana de una socialdemocracia. 

Estos gobiernos también pueden ser clasificados en dos grandes tendencias. Un conjunto 
corresponde a los gobiernos que inician, o intentan, una refundación institucional nacio-
nal, especialmente por medio de reformas constitucionales. Este conjunto integra a Bo-
livia, Ecuador y Venezuela. Una primera reforma constitucional tuvo lugar en Venezuela, 
pero el segundo intento no prosperó. En Bolivia se completó la redacción de un nuevo 

Capítulo 1
 UN NUEVO CONTEXTO POLÍTICO
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texto constitucional, pero la creciente tensión y conflictividad interna no ha permitido 
ponerlo a consideración de la ciudadanía. En Ecuador recientemente finalizó la redac-
ción de una nueva Constitución, aunque también teñida de conflictividad en el tramo 
final, y será puesto a votación próximamente. En estos casos, los gobiernos apuntaron a 
cambios sustanciales en la institucionalidad y ordenamiento normativo dentro de cada 
país, y por lo tanto la reforma constitucional se presentó como prerrequisito para esas 
transformaciones futuras. 

Otro conjunto de países corresponde a aquellos donde no se cuestionó el viejo orden 
político, y los nuevos gobiernos de izquierda se insertaron en la misma tradición política. 
Este grupo incluye a Chile, Brasil y Uruguay. En estos países se mantiene el ordenamien-
to constitucional, y los nuevos gobiernos corresponden a partidos políticos y coaliciones 
que ya venían actuando.

Argentina es un caso intermedio, en tanto existió un fuerte cuestionamiento ciudadano 
al orden político vigente (expresado en la crisis de 2001- 02, bajo el slogan “que se vayan 
todos”), pero finalmente tuvo lugar una restauración y continuidad de muchos de los 
viejos actores partidarios.

En varios países, en esta dinámica de reclamos de refundación del orden político ha 
sido muy importante el papel de movimientos sociales. Esos grupos fueron histórica-
mente excluidos o marginalizados, como es el caso de los pueblos indígenas en Ecuador  
y Bolivia.

Las diferencias entre los países 
también está relacionada con la 
presencia de algunos elementos 
del llamado “estado de bienes-
tar”, tales como una cobertura en 
educación y salud pública, un sis-
tema de jubilaciones y pensiones, 
y mecanismos para amortiguar 
el desempleo. Elementos de ese 
tipo de estado de bienestar han 
estado presentes en Argentina, 
Brasil, Chile y Uruguay (sin olvi-
dar la diferencia que existe entre 
estos casos, y la efectividad de 
esas coberturas). Pero esos ele-
mentos son mucho más débiles, 
o no existen en algunos sectores, 
por ejemplo en Bolivia y Ecua-
dor. Por lo tanto, los puntos de 
partida y la historia sobre la que 
se insertan los gobiernos progre-
sistas es muy diferente; existen 
demandas mucho más agudas 
en casos como Bolivia y Ecua-
dor, que frente a lo observado en  
otros países. 

Estos gobiernos también pueden 
ser analizados desde otro aspec-
to clave referido a la adopción o 
no de políticas económicas con-
vencionales, de estirpe neoclá-
sica, y esencialmente aplicadas 
en los programas de reformas de 

Población total 
(año 2008)
PBI pc 
(dólares a precios constantes de 2000; año 2006)
Posición en el IDH 2007
% población bajo la línea de pobreza
(año 2005)
% población bajo la línea de indigencia
(año 2005)
% de mujeres entre los empleados remunerados 
(sector no agrícola; año 2005)
Superficie de tierras arable 
(año 2005)
Superficie agrícola 
(año 2005)

39.746.000

8.733,4

38
26%

9.1%

45.1%

28.500.000 há

129.355.000 há

Argentina

Población total 
(año 2008)
PBI pc 
(dólares a precios constantes de 2000; año 2006)
Posición en el IDH 2007
% población bajo la línea de pobreza 
(año 2005)
% población bajo la línea de indigencia 
(año 2005)
% de mujeres entre los empleados remunerados 
(sector no agrícola; año 2002)
Superficie de tierras arable 
(año 2005)
Superficie agrícola 
(año 2005)

195.138.000

4.021,3

70
36.3%

10.6%

41%

59.000.000 há

263.600.000 há

Brasil
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mercado de los años anteriores. Tales políticas se aplican ciertamente en Chile, Brasil y 
Uruguay, mientras que existen más cambios en Argentina, Bolivia y Venezuela. Por lo 
tanto, es importante tener presente que el conjunto de los gobiernos progresistas cier-
tamente no es homogéneo, y que por el contrario es muy diverso, y estas diferencias se 
deben tener presentes. 

El papel del Estado frente a la pobreza

Estos nuevos gobiernos de izquierda defienden un nuevo protagonismo del Estado, y en 
especial de los gobiernos centrales. Esta es una de las mayores novedades, y se puede 
caracterizar por los siguientes aspectos: Se admite que la pobreza es un problema, que 
es grave, y que tiene una dinámica propia que exige soluciones específicas, y que no es un 
mero epifenómeno debido a otros procesos (sea en una versión negativa, como efectos 
inescapables de una crisis económica, o en una versión positiva, como costos del creci-
miento económico). Se rompe entonces con un cierto fatalismo de mercado.

Se invocación a un papel activo del Estado para atender el tema de la pobreza; se reconoce 
que el gobierno debe llevar adelante acciones específicas y liderar programas. Pero ade-
más, ese papel es presentado como un eje central y esencial de la identidad de izquierda o 
progresistas. En los discursos se apelan tanto a componentes emocionales como políticos 
para fundamentar esa prioridad.

Se llega así a expresar metas muy ambiciosas frente a los problemas de la pobreza, que 
van desde lanzar programas que se califican como revolucionarios (e.g. Hambre Cero en 
Brasil) a invocar un nuevo papel de alta regulación estatal (e.g. controles de precios para 
la canasta básica en Argentina). En casi todos los casos, las estrategias que plantean los 
diferentes gobiernos se presentan como muy distintas a las de anteriores administra-
ciones, o que radicalmente rompen con ellas (aunque no siempre esto es así). En algunos 
casos las reformas anunciadas o en marcha son profundas y muy amplias, incluyendo 
nuevos textos constitucionales en Bolivia y Ecuador.  

El énfasis en el papel del Estado ofrece algunas ventajas pero también enfrenta proble-
mas y riesgos. Una presencia estatal vigorosa tiene potencialidades de lograr acciones 
de mayor cobertura y profundidad, en dotarlas de un respaldo normativo que evite las 
respuestas circunstanciales, e incluso de atacar la raíz de los problemas sociales. Pero 
también se observan tensiones dadas por la disparidad de criterios sobre la naturaleza 

Principales cambios políticos 2006-2007 
2006 
•  Chile- Elecciones presidenciales. M. Bachelet (15 enero).
•  Perú- Elecciones presidenciales. Alan García. (1 y 2 vuelta, abril y junio)
•  Colombia- Elecciones presidenciales. Re elección de A. Uribe (28 de mayo)
•  Bolivia- Referéndum Autonómico y Asamblea Constituyente (2 julio 2006)
•  México- Elecciones presidenciales. F. Carlderón (2 julio)
•  Brasil- Elecciones presidenciales. Re elección Lula da Silva (1 y 2 vuelta; octubre)
•  Ecuador- Elecciones presidenciales. R. Correa (15 octubre)
•  Nicaragua- Elecciones presidencial. D. Ortega (5 noviembre)
•  Venezuela- Elecciones presidenciales. H. Chávez (3 diciembre)

2007 
•  Ecuador- Consulta popular sobre la Asamblea Constituyente (15 de abril); y elección de los 
    constituyentes (30 de septiembre).
•  Argentina- Elecciones presidenciales. Cristina F. de Kirchner. (28 octubre)
•  Guatemala- Elecciones presidenciales. A. Colom (4 noviembre)
•  Venezuela- Referéndum para ratificar la reforma constitucional. Rechazado. (2 de diciembre).
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de las políticas sociales, así como problemas diversos en el reracionamiento con organi-
zaciones sociales y movimientos populares en temas que van desde la implementación 
concreta de los programas a los debates sobre la esencia de los estilos de desarrollo de-
fendidos por cada gobierno.

Concepciones diversas

La renovación del papel estatal y del discurso político frente a la pobreza, genera una 
discusión sobre qué es la pobreza, y sobre qué se entiende por justicia social. Está en 
marcha una discusión sobre cuál es el contenido y el sentido de la “justicia social”, más 
allá del debate sobre cómo se reparten los costos de mantener una  cobertura social y 
promover la equidad.

Esta discusión incorpora aspectos instrumentales, como pueden ser los debates sobre 
los mecanismos de reparto o asistencia social, o cuestiones más fundamentales, tales 
como por ejemplo, la reforma de los sistemas educativos para atacar la brecha en la for-
mación. Otros aspectos sobre la actual discusión se analizan con más detalles en los 
próximos capítulos.

A su vez, poco a poco, ese debate pone en cuestión asuntos que en muchos aspectos son 
previos a la discusión sobre las políticas sociales, tales como analizar las relaciones 
entre las estrategias de desarrollo y la desigualdad, o la organización económica nacio-
nal y la inequidad. En otras palabras, se pone en discusión las estrategias de desarro-
llo propias de los países, las que también son defendidas actualmente por los nuevos  
gobiernos progresistas.

Vale la pena señalar que no se 
encontró evidencia de que exis-
ta una posición consensuada 
de esta temática dentro de las 
grandes coaliciones de izquierda 
en ninguno de los países conside-
rados. Dentro de ellas los debates 
tienen distintos componentes 
con posturas internas unas más 
conservadoras, otras más nove-
dosas, siempre existe un fuerte 
peso de la historia pasada propia 
de cada país, y además están aco-
tados las estrategias económicas 
actuales.

Política y democracia

Los gobiernos de izquierda han 
contribuido a mantener altos 
niveles de adhesión a la demo-
cracia. El punto es importante 
por los repetidos ataques contra 
muchos gobiernos de izquierda 
al tildarlos de antidemocráticos 
o autoritarios. Entre 50 y 60% 
de los encuestados en América 
Latina se manifiestan a favor de 
la democracia, aunque tan sólo 
el 20% indica tener confianza en 
los partidos políticos. Efectiva-
mente, según datos de Latinoba-

Bolivia
Población total 
(año 2008)
PBI pc 
(dólares a precios constantes de 2000; año 2006)
Posición en el IDH 2007
% población bajo la línea de pobreza 
(año 2005)
% población bajo la línea de indigencia 
(año 2005)
% de mujeres entre los empleados remunerados 
(sector no agrícola; año 2002)

Superficie de tierras arable 
(año 2005)
Superficie agrícola 
(año 2005)

10.028.000
 

1058,9

117
63.9%

34%

36.4%

3.050.000 há

37.768.000 há

Población total 
(año 2008)
PBI pc 
(dólares a precios constantes de 2000; año 2006)
Posición en el IDH 2007
% población bajo la línea de pobreza 
(año 2005)
% población bajo la línea de indigencia 
(año 2005)
% de mujeres entre los empleados remunerados 
(sector no agrícola; año 2005)
Superficie de tierras arable 
(año 2005)
Superficie agrícola 
(año 2005)

13.801.000

1.608,1

89
48.3%

21.2%

42%

1.348.000 há

7.552.000 há

Ecuador



Heterodoxos: políticas sociales y gobiernos progresistas 9

rometro (2007) los latinoamericanos mantienen niveles altos de aceptación del sistema 
democrático. Más del 70% apoyó en 2007 la afirmación que “la democracia puede tener 
problemas pero es el mejor sistema de gobierno”.

Las opiniones varían según los países. Este apoyo a la democracia es más fuerte aún en 
Uruguay (86%) y en Argentina y Venezuela (83%). Sin embargo en Paraguay menos de 
la mitad de la población (49%) apoya la democracia. Para los chilenos, por ejemplo, que-
da mucho por hacer en cuanto a la democracia por lo que consideran que ésta no está  
tan bien. 

El caso opuesto es Venezuela, donde algunos analistas denuncian un gobierno que viola 
los límites al ejercicio de las libertades y a las instituciones políticas. Sin embargo, los 
venezolanos tienen percepciones positivas sobre la democracia; la mayoría declara que 
les gusta la democracia tal cual está en estos momentos y ese apoyo es mucho mayor que 
lo que dicen otros ciudadanos de otros países respecto a su propia democracia.

En general existe un amplio apoyo a la gestión presidencial ya que el 52% de los latinoa-
mericanos aprueban sus respectivos gobiernos, aunque el margen de aprobaciones va 
del 74% en Ecuador al 17% en Paraguay. Esto ofrece un respaldo que legitima aquellos 
esfuerzos que apuntan a atacar los problemas de la pobreza y de actuar sobre la raíz de los 
factores que la desencadenan.

Pero de todos modos, los políticos, y las instituciones están cada vez más desacredita-
dos: en promedio sólo el 30% confía en el poder judicial y en el congreso. No obstante, la 
iglesia y los bomberos aparecen como las dos instituciones con mayor confianza entre 
los latinoamericanos (75%). Pero estos registros arrojan dudas sobre el papel de Estado 
como ejecutor de políticas sociales, y el grado de legitimidad que pueda recoger.

Situaciones internas complejas

Los gobiernos progresistas enfrentan contextos políticos internos muy distintos. En 
unos casos la situación interna es inestable con manifestaciones de polarización (e.g. Bo-
livia y Venezuela), mientras que en otros es muy estable, está consolidada y legitimada, 
pero también sufren de una desmovilización de la militancia ciudadana (Brasil, Uru-
guay). En otros casos, se gobierna bajo sistemas de coalición, como se observa en Chile 
y especialmente en Brasil (donde el Partido de los Trabajadores mantiene alianzas con 
partidos muy diversos, que van desde la izquierda tradicional a la centro derecha). Esto 
introduce mayores matices en la administración estatal. En el caso de Uruguay, la iz-
quierda cuenta con mayoría parlamentaria (correspondiente a la coaliciónpartido Fren-
te Amplio). En Bolivia, el gobierno está en manos de un movimientopartido (MAS), pero 
que ha enfrentado diversos conflictos a nivel parlamentario, sobre todo en el Senado y en 

la Asamblea Constituyente, con 
los gobiernos departamentales 
y grupos políticos y sociales de 
diferentes regiones, derivando 
en una conflictividad interna de 
alto nivel. 

En una forma similar, en Ecua-
dor el gobierno se basa en un 
movimiento muy heterogéneo 
(Alianza País), que incluye a 
viejos actores partidarios como 
a representantes de movi-
mientos sociales. Es así que en 
países como Ecuador, Bolivia y 
Venezuela se suceden reformas 
políticas y campañas electora-

Población total 
(año 2008)
PBI pc 
(dólares a precios constantes de 2000; año 2006)
Posición en el IDH 2007
% población bajo la línea de pobreza 
(año 2005)
% población bajo la línea de indigencia 
(año 2005)
% de mujeres entre los empleados remunerados 
(sector no agrícola; año 2005)
Superficie de tierras arable 
(año 2005)
Superficie agrícola 
(año 2005)

3.342.000
 

6.770,2

46
18.8%

4.1%

48%

1.370.000 há

14.955.000 há

Uruguay
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REBELDIAS Y BATALLAS POPULARES
Claudia Korol

Como resultado de la acumulación de rebeldías, en las batallas populares producidas en estos 
comienzos de siglo, se revalorizó la lucha política, no como gerenciamiento empresarial sino 
como causa colectiva; y se insinuaron distintas maneras de amasar identidad y proyecto, en 
un esfuerzo solidario que al tiempo que sueña el proyecto, intenta construirlo en las prácticas 
cotidianas, modificando las relaciones de opresión y dominación. También en esta etapa se 
multiplicaron las expresiones de sujetos políticos que se organizan para denunciar y enfrentar 
formas de subordinación o exclusión que no dependen solamente de variables económicas, 
como son las demandas ligadas al reconocimiento de la identidad cultural; a la visibilización 
de diversos campos de las percepciones, pensamientos, sentimientos y experiencias de las 
mujeres, de sectores de la diversidad y de la disidencia sexual; a la recuperación de las culturas 
indoamericanas y afrodescendientes, y de aquellas espiritualidades populares que desafían 
la prédica del pensamiento capitalista y patriarcal, el fundamentalismo religioso y la homo-
geneización de las subjetividades alrededor de un patrón cultural burgués, machista, racista, 
homofóbico, xenófobo, colonizador, guerrerista y violento.

“La formación política de los movimientos 
populares latinoamericanos”, 2007.

les asociadas, incluyendo propuestas de reformas constitucionales (incluso referendos 
autonómicos en el caso boliviano), de donde la gestión pública cotidiana queda inmersa 
en debates políticos muchas veces propios de los tiempos electorales. Esto obscurece la 
calidad de la gestión y limita las posibilidades de análisis serios del desempeño de las 
medidas frente a la pobreza, en tanto los comentarios de apoyo o cuestionamiento son 
evaluados como críticas o respaldos de los gobiernos. 

Finalmente, varios de los gobiernos progresistas han apostado por una profundización 
del presidencialismo, y se mantienen o acentúan las críticas a los “partidos políticos” o 
al papel del Congreso. Este hecho es evidente en Ecuador, Bolivia, Brasil y Venezuela, 
aunque se debe a diferentes razones y se expresa de distintos modos. Esta situación en 
parte se debe a la persistencia las denuncias de corrupción.

Por lo tanto, los gobiernos progresistas no solo son diferentes entre sí, sino que sus di-
námicas internas, y el contexto político donde deben actuar también son muy distintos. 
Asimismo, esto determina que no se puedan imponer esquemas de análisis propios del 
contexto político de un país, a la situación de otra nación. Es importante tener presente 
estas diferencias a lo largo del reporte.
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La problemática de la pobreza y la desigualdad se ha mantenido por décadas. La situa-
ción actual refleja tanto la herencia de esa historia pasada como los nuevos contextos 
nacionales e internacionales que se viven en América Latina. En la presente sección se 
analiza las circunstancias actuales en varias dimensiones, tales como las sociales, eco-
nómicas, políticas y ambientales. Si bien existen diferencias entre los países, hay varias 
líneas comunes que deben ser tenidas en cuenta, y que representan cuestiones críticas 
para entender las políticas públicas en el terreno social.

Pobreza persistente y desigualdad creciente

En los últimos veinticinco años el nivel de pobreza, en términos generales, se ha man-
tenido en niveles altos, con una lenta reducción desde inicios del siglo XXI. A lo largo de 
la década de 1990, el porcentaje de personas bajo condiciones de pobreza en América 
Latina osciló alrededor del 43 a 44%, aunque alcanzó el 48% (tabla 2.1). En los últimos 
años, poco a poco, ha descendido a niveles en el orden del 35%. Asimismo, al conside-
rarse el número de personas en condiciones de pobreza e indigencia también tuvieron 
lugar reducciones, pero se mantiene en el orden de los 190 millones de personas (figs. 2.1 
y 2.2). El último informe de CEPAL, “Panorama Social de América Latina 2007” indica 
que la pobreza afecta actualmente  el 35.1% de los latinoamericanos, lo cual equivale a 
190 millones de personas. 

América Latina también aparece además como la segunda región (después de África) que 
padece una mayor desigualdad en el mundo. Si se tiene en cuenta las riquezas naturales 
que posee, su localización geográfica y el relativo alto grado de escolaridad de su pobla-
ción, esta situación es aún más grave. Las sucesivas reformas promovidas por el Banco 
Mundial, el FMI y el BID (por lo general enseguida de una grave crisis) como salidas po-
sibles para superar la desigualdad, la corrupción política y la vulnerabilidad económica, 
no han servido para que disminuya la pobreza y la indigencia en las dos últimas décadas.

La situación que se enfrenta es muy compleja. Por un lado, algunos analistas resaltan 
el logro de que esta es la primera vez desde 1990 (17 años en total) en que la pobreza 
cae por debajo de los 200 millones de personas, y que parece mantenerse un proceso de 
reducción sostenido. Pero por otro lado, otros análisis apuntan que la reducción no lleva 
el ritmo esperado, de donde se afirma que el patrón emergente es uno de persistencia. 
Incluso distintas agencias de Naciones Unidas y el Banco Mundial, concuerdan en que 
los índices de pobreza, pobreza extrema y desigualdad permanecen casi estáticos a lo 
largo del último medio siglo. Esta situación se complica debido a que los países mas po-
bres todavía son muy pobres (Haiti, Nicaragua, Honduras) y algunos países incluso han 
sufrido deterioros en sus niveles de pobreza, aunque después los han revertido (tal como 
sucedió en las crisis económicas en Argentina y Uruguay).

De todos modos, existe un acuerdo en que la pobreza se encuentra en proceso de reduc-
ción, aunque a un ritmo inferior al deseable si se desea cumplir con la primera meta de 
Desarrollo del Milenio. Dicha meta, consiste en el compromiso de los jefes de Estado de 
reducir a la mitad la incidencia de la pobreza extrema, en el plazo que va de 1990 a 2015. 
Las cifras obtenidas hasta 2005 correspondieron a un avance del 51% sobre dicha meta 
en la región. Si bien esto aparece como alentador, sigue siendo insuficiente en términos 
del tiempo transcurrido en relación al plazo total de consecución del objetivo (esto es, 15 
años de un plazo de 25).
 

Capítulo 2
VIEJOS Y NUEVOS TEMAS SOCIALES 
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Más allá de los indicadores continentales, debe reconocer la diversidad de situaciones 
nacionales. Los países con más pobres de Latinoamérica son Bolivia, Guatemala, Hon-
duras, Nicaragua y Paraguay; mientras tanto, entre los que cuentan con menos población 
pobre se encuentran Chile, Costa Rica y Uruguay. Por último, Argentina, Brasil, Colom-
bia, Ecuador, El Salvador, México, Panamá, Perú y Venezuela se encuentran en un nivel 
intermedio de esta escala.
 
Por otro lado, también hay muchos contrastes dentro de los países. Existen marcadas 
diferencias entre grupos sociales y las áreas geográficas al interior de cada país. En este 
sentido, el acceso a los servicios básicos y sobre todo a la salud y la educación varían con-
siderablemente no sólo por el nivel de ingresos, sino también entre regiones, donde se ob-
servan indicadores proporcionalmente peores en el medio rural. Por otro lado, las tasas 
de asistencia escolar y de culminación de la escuela primaria de los pobres son más bajas 
que la de los ricos. Estas desigualdades se acentúan si tomamos en cuenta la pertenencia 
a grupos étnicos o raciales. Por ejemplo, según datos de CEPAL, la amplia mayoría de 
la población indígena latinoamericana sigue siendo analfabeta y los mestizos, negros y 
quilombolas siguen padeciendo mayores tasas de pobreza.

La discusión sobre las distintas definiciones de pobreza escapan al presente análisis, 
pero deben quedar asentado que existen posturas distintas. Las nuevas concepciones 
van más allá del ingreso monetario, incrementando las dimensiones en consideración, 
y sus indicadores no contradicen los actuales resultados, sino que en casi todos los casos 
los acentúan. Asimismo, es importante tener presente que este florido debate en buena 
medida fue promovido por muchos analistas y académicos vinculados a los partidos de 
izquierda, y no son pocos lo que ingresaron a los nuevos gobiernos.

En paralelo también existe un debate sobre la naturaleza y calidad de los indicadores. 
Los indicadores más utilizados en el continente se basan en los estudios de CEPAL, la que 
califica como “pobre” a quienes cuentan con un ingreso en el hogar que está por debajo 
de un umbral o “línea de pobreza” que corresponde al monto de dinero necesario para sa-
tisfacer sus necesidades esenciales. Por lo tanto, es un indicador de tipo monetario y que 
se corresponde con el costo de la canasta de bienes y servicios en un marco conceptual de 
“necesidades básicas” (las que esencialmente son materiales y jerárquicas). Este tipo de 
evaluaciones es objeto de discusión acalorada, en tanto se advierte que la pobreza es un 
proceso que no puede evaluarse únicamente en referencia a los ingresos o la capacidad 
de compra de una canasta. Pero además, tal como se adelantó arriba, se advierte que la 
pobreza es un concepto mucho más amplio, de tipo multidimensional, que se expresa en 
otros varios planos materiales, pero también en las relaciones sociales y en el mundo de 
la afectividad. 
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Se han utilizado aproximaciones complementarias a la del ingreso, como la incidencia 
de las carencias básicas en la población, en la cual se consideran el acceso a vivienda, 
agua potable, saneamiento y educación. Este método toma el nombre de Necesidades 
Básicas Insatisfechas (NBI). En este sentido, datos de CEPAL permiten concluir que la 
asistencia escolar y la disponibilidad de saneamiento cuentan con el mayor acceso en la 
región. No obstante, la falta de conexión a la energía eléctrica y de  agua potable también 
afectan a porcentajes de población relativamente reducida. La carencia más frecuente se 
relaciona con la falta de acceso a la vivienda. Pero incluso esta evaluación es motivo de 
debates, debido a que el concepto de NBI se basa en la idea de unas pocas necesidades, 
que son comunes a todas las personas, y que tienen una estructura jerárquica (por ejem-
plo están primero las de alimentación). Ante esas ideas, se postulan otras que apuntan a 
una diversidad de necesidades, donde aquellas materiales son tan importantes como las 
necesidades de autorrealización o afectivas.

En el caso específico de los países considerados en el presente estudio es evidente 
la diversidad de situaciones. Los niveles más altos de pobreza se observan en Bolivia, 

Figura 2.2. 
VOLÚMEN DE POBLACIÓN

Evolución de la población  
en condiciones de pobreza 

en América Latina y el Caribe. 

Basado en CEPAL (2007c)
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Fuente: CEPAL, sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
(*) Área urbana;  Cifras del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) de Perú, los valores de 2001 y 2004  no son compara-

bles con los de años anteriores debido al cambio del marco muestral de la encuesta de hogares.

Tabla 2.1
POBREZA E INDIGENCIA EN AMÉRICA LATINA.
Porcentajes, años 1998 a 2005.
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lo que tendieron a aumentar desde fines de la década de 1990, mientras que en Brasil 
tienen a disminuir en ese mismo lapso. Las menores niveles de pobreza se observan 
en Chile, mientras que tanto Argentina como Uruguay disfrutaban de bajas pro-
porciones en los noventa, pero sufrieron un incremento durante la crisis económica 
de 2001-02 (alcanzando altos niveles de pobreza en Argentina), para luego volver a 
reducirse. Datos adicionales sobre estos aspectos se brindan en el capítulo 4 sobre las  
respuestas gubernamentales.

Vinculado directamente al problema de la pobreza se observa un mantenimiento o au-
mento de la desigualdad. Por ejemplo, considerando la distribución del ingreso entre los 
hogares, es fuertemente regresiva en casi todos los países. Se observa una alta desigual-
dad en Brasil, Bolivia, Colombia y Chile (en esos países, el 10% de los hogares más ricos, 
toma al menos el 40% del ingreso total). La menor desigualdad se registra en Uruguay. 
Los contrastes son muy fuertes en algunos países, como Colombia, donde el ingreso pro-
medio de los hogares es comparativamente bajo y de todos modos se expresa una fuerte 
concentración del ingreso (tabla 2.2.).

Los mayores niveles de desigual, considerando el índice de Gini, se registraban a inicios 
de la década en Bolivia, Brasil y Colombia, inmediatamente seguidos por Argentina y 
Chile (tabla 2.3). 

El caso de Brasil es ilustrativo: es el país con mayor concentración del ingreso en la re-
gión. El 1% de la población más rica (unas 2 millones de personas) se apropia del 13% del 
ingreso. Este porcentaje es similar al apropiado por el 50% más pobre (unos 80 millones 
de brasileños). El 30% de la población, unas 54 millones de personas, es considerada po-
bre y de ellas, 20 millones son extremadamente pobres. Este nivel de pobreza es mucho 
más grande que los promedios observados en países con ingresos per cápita similares a 
Brasil, donde los porcentajes de pobreza son menores al 10%. De allí que el caso brasileño 
es conocido como “Belindia”, la convivencia de una grande y pobre India con una pequeña 
y rica Bélgica. La inequidad en el Brasil también está presente en áreas rurales, donde un 
pequeño número de latifundistas coexisten con millones de pequeños propietarios, gru-
pos sin tierra y trabajadores rurales que enfrentan condiciones de vida muy precarias. 

Considerando la evolución en los últimos años, la inequidad se ha reducido en Perú, y se 
ha mantenido más o menos dentro de los mismos niveles en otros países, como Ecuador, 
Venezuela y Uruguay. Una vez más, a pesar de la bonanza económica, no existe una rela-
ción directa entre el crecimiento económico y sus efectos sobre la desigualdad. 
 
También existe un contraste marcado en Chile, donde si bien se registra una menor in-
cidencia de la pobreza en comparación con otros países de América Latina, pero a la vez 
muestra una alta desigualdad. Esto indica que los gobiernos chilenos de la Concertación 
por la Democracia han sido más exitosos en asistir a los pobres que en reformas estructu-
rales para generar mayor equidad.

Fig. 2.3. 
EVOLUCIÓN DEL 
PORCENTAJE DE POBLACIÓN 
BAJO LA LÍNEA DE POBREZA. 
Países seleccionados, con datos 
basados en CEPAL.
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Argentina (d) 2005
Bolivia 2002
Brasil 2005
Chile 2003
Colombia 2005
Ecuador (d) 2005 
Uruguay (d) 2005
Venezuela 2005

9,6
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10,1
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País  / Año

Relación del ingreso 
medio per cápita (c)

Ingreso 
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40% 
más pobre

30% 
siguiente

20% anterior 
al 10%

más rico
10% más 

rico D10/D (1 a 4) Q5/Q1

Tabla 2.2
DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO EN LOS HOGARES EN SUR AMÉRICA.

Porcentajes; período 1990 – 2005a.

Tabla 2.3  
ESTRATIFICACIÓN DE PAÍSES EN SUR AMERICA  SEGÚN EL COEFICIENTE DE GINI 

DE LA DISTRIBUCIÓN  DEL INGRESO PERÍODO 1999 A 2005 (a)

Fuente: CEPAL, sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países. 
(a) Hogares del conjunto del país ordenados según su ingreso per cápita; (b) Ingreso promedio mensual de los 
hogares, en múltiplos de la línea de pobreza per cápita; (c) D (1 a 4) representa el 40% de los hogares de menores 
ingresos, en tanto que D10 es el 10% de los hogares de más altos ingresos. La misma notación se usa en el caso de los 
quintiles (Q) que representan grupos de 20% de los hogares.  d Total urbano

Fuente: CEPAL, sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países. 
(a) Los valores límite del Índice de Gini para cada categoría son los mismos que se emplearon en el cap 1 del 
Panorama Social de América Latina 2004. Estos se determinaron empleando el algoritmo de estratificación 
estadística de las k-medias, que busca generar estratos que sean homogéneos en su interior, pero a la vez 
presenten la máxima variabilidad posible entre ellos.  (b) Área urbana 

Muy Alto
0,58 – 1
Alto
0,52 – 0,579

Medio
0,47 – 0,519

Bajo 
0 – 0,469 

Brasil
Bolivia

Colombia
Paraguay

Chile
Perú

Argentina (b)

Ecuador (b)

Venezuela

Uruguay (b)

0,640
0,586
0,572
0,565
0,560
0,545
0,539
0,521
0,498

0,440

Nivel de Desigualdad Alrededor de 1999 Alrededor de 2002 Alrededor de 2005
Brasil

Bolivia
Argentina (b)

Colombia
Chile
Perú 

Ecuador (b)

Venezuela

Uruguay (b)

0,639
0,614
0,578
0,569
0,559
0,525

0,513
0,500

0,455

Bolivia (02)

Brasil
Colombia

Chile 
Argentina (b)

Ecuador (b)

Perú
Venezuela

Uruguay (b)

0,614
0,613
0,584

0,55
0,526

0,513
0,493
0,490
0,451

La pobreza tiene un rostro femenino

La pobreza y la exclusión golpean en especial a la mujeres. Persiste una discriminación 
de género en referencia al trabajo, donde en muchos países se insiste en que la mujer 
debe enfocarse en tareas domésticas y la reproducción, con un rol subordinado frente 
a los varones. De todos modos, las difíciles condiciones de vida hacen que las mujeres 
se vuelquen al mercado de trabajo. Su ingreso se ha centrado en especial en el servicio 
doméstico (un 83% de los puestos de trabajo en ese sector está ocupado por mujeres, 
seguido por el 45% en el comercio, mientras que el promedio laboral general es del 40%; 
Arriagada, 2006b).

Participación en el ingreso total del:
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Esta problemática es más aguda debido al creciente papel de las mujeres como “jefas 
de hogar” y sustento de la familia, y un aumento de familias monoparentales lideradas 
por una mujer. Por ejemplo, en Brasil el Relatório da Comissão Externa da Feminização 
da Pobreza (2004), del Senado de ese país, indica la importancia de las mujeres jefes de 
hogar, tanto en los sectores pobres como no pobres (alcanzando el 32,1% de los hogares), 
El informe además señala que un 87,3% de las mujeres jefas de hogar no tienen pareja. 

La pobreza y exclusión extrema en América Latina tiene el rostro de una mujer indígena o 
negra, jefa de hogar y en muchos casos de origen rural. Persiste una clara discriminación 
salarial, donde las mujeres ganan menos que los varones. Por ejemplo, el ingreso prome-
dio de las mujeres en Chile y Bolivia corresponde a un 61% del recibido por varones, 66% 
en Brasil, 67% en Perú, 72% en Uruguay y 77% en Colombia (arriagda, 2006b).

Segregación racial

La exclusión de origen racial persiste en el continente, tanto frente a los afrodescendien-
tes como con los pueblos indígenas. La pobreza alcanza mayores proporciones en ellos, y 
en especial en sus comunidades rurales. Las opciones educativas, sanitarias y económi-
cas son mucho más limitadas, y se enfrentan trabas que son estructurales para revertir 
esta situación.

Los datos específicos se oscurecen debido a que muchos indicadores no realizan una 
diferenciación adecuada. Pero de todos modos hay suficientes ejemplos para ilustrar la 
gravedad de la situación. En Bolivia, Ecuador, y Perú la incidencia de la desnutrición glo-
bal y crónica en niños indígenas menores de cinco años es algo más del doble que la de no 
indígenas (CEPAL, 2007). La atención sanitaria también está segregada. Por ejemplo, en 
el servicio de salud de la ciudad de Arica, en el norte de Chile, la incidencia de tuberculosis 
es casi seis veces mayor entre los indígenas (esencialmente aymará) en comparación con 
la población no indígena (CEPAL, 2007). Tampoco puede extrañar que los indicadores de 
mortalidad neonatal e infantil sean más alto entre los pueblos indígenas (CEPAL, 2006).

En Brasil, un estudio realizado por Departamento Intersindical de Estatísticas e Es-
tudos Sócio Econômicos demostró que se mantiene la distancia entre blancos y negros 
en sus niveles de empleo y escolaridad.  Solamente un 6.6% de los agrodescendientes 
tienen un curso superior completo; entre los no-negros se eleva a un 20.7 %, según el 
reporte de los Derechos Humanos en Brasil en 2007 (Sydow y Mendonça, 2007).  Las 
mayores distancias se observan en el estado de São Paulo, donde apenas 3,9% de los ne-
gros consiguen completar la enseñanza superior (frente a um 18.9 % entre no negros). 
En cuanto al salario, los trabajadores negros reciben un 51,1% menos que los trabajado-
res blancos (según el IBGE, citado por Sydow y Mendonça, 2007).    
 
La extrema desigualdad económica va de la mano con una extrema desigualdad social.  
Entre las familias indígenas (identificadas como aquellas cuyo lenguaje materno no es el 
castellano), la pobreza es muy alta, alcanzando el 63,8%, frente a 42% para las no indí-
genas; y la pobreza extrema 35,3% frente a 16,6%, respectivamente” (según los datos de 
CEPAL y Banco Mundial). Aunque buena parte de las diferencias se debe a las menores 
acervos que posee, incluso incidiendo en esos aspectos, una familia indígena tiene 11% 
más probabilidades de ser pobre que una no indígena (Francke, 2007).

Los super-excluidos

Hay un grupo que puede calificarse como “super-excluidos” o “recontra-marginados”, 
que constituyen personas que son pobres o indigentes, pero además enfrentan otras 
problemáticas que los dejan atrapados en una exclusión aguda y persistente. Este grupo 
incluye ancianos/as que viven en situación de calle desde hace muchos años, enfermos 
de HIV/SIDA en situación de pobreza extrema, minorías sexuales en situación de indi-
gencia, comunidades caboclas en Brasil, algunos indígenas amazónicos contactados y no 
contactados, etc. 
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La problemática del empleo 

A pesar de las tasas de crecimiento económico en varios países, se mantienen o se han 
agravado los problemas del acceso al empleo. En muchos casos la situación parece disi-
mulada por los indicadores que se utilizan, y por el ingreso al empleo informal, mientras 
que en otros casos los trabajos se han precarizado (especialmente bajo diferentes formas 
de tercerización) (tabla 2.4). 

Esto en buena medida se debe a que varios países han pasado por reformas laborales de 
estirpe neoliberal, caracterizadas por flexibilización y desregulaciones (especialmente 
en Argentina, Perú y Chile; en menor grado en Brasil, Colombia, Bolivia, Ecuador y Para-
guay, y todavía menos en Uruguay; OIT, 2000). Bajo este proceso se favoreció la informa-
lidad, aumentaron los empleos temporales, los salarios cayeron en muchos sectores, se 
redujo cobertura de seguridad social (indemnizaciones por despido, limitaciones en los 
derechos sindicales, debilitamiento de la negociación colectiva, etc.; Arriagada, 2006b). 

En los años recientes, el desempleo ha disminuido, hasta bajar al 8% en 2007 en América 
Latina, en buena parte debido al aumento en el número de puestos de trabajo, y a pesar del 
continuado ingreso de mujeres al mercado laboral. Pero a pesar de estas mejoras el nivel 
de desempleo sigue siendo mayor a los registros de 1990, y el desempleo sigue golpeando 
especialmente a los más pobres (Cecchini y Uthoff, 2008).

El debate sobre la calidad de la inserción laboral está en marcha en varios países conside-
rados en este estudio (por ejemplo Chile y Perú). La persistencia de los problemas con el 
empleo es uno de los factores claves para explicar las resistencias que se enfrentan para 
mejorar las condiciones sociales. Pero también tienen lugar enormes dificultades en la 
calidad del empleo, cobertura social y sanitaria para el trabajar, etc. 

La mejora insuficiente en el bienestar social se explica, en gran parte, por el estancamien-
to en que se encuentran las remuneraciones laborales desde finales de la década de 1980 
y principios de los 90 y por el bajo porcentaje de los trabajadores con plenos derechos 
laborales. Estos años estuvieron marcados por una profunda crisis económica y política, 
pero sobre todo por la introducción de profundas reformas estructurales que liberaliza-
ron drásticamente el mercado laboral, con lo cual las remuneraciones experimentaron 
una profunda caída, diluyendo los avances y ganancias obtenidos por los sectores de 
trabajadores en décadas pasadas.

Estas personas enfrentan situación de pobreza pero además sufren mecanismos de 
marginación esencialmente sociales, incluso desde el seno de las comunidades locales 
donde viven. En algunos casos, esas personas son marginalizadas a tal extremo que 
“desaparecen” de la preocupación pública, volviéndose “invisibles” en los debates sobre 

Superexcluidos: 
minusválido, sin techo, inconsciente en 
una calle de Porto Alegre, Brasil. 
Foto CLAES.
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POLITICAS PUBLICAS PARA AS MULHERES OU POLITICAS DE GENERO?
Lourdes Bandeira

As políticas públicas, no Brasil, no geral, quando são feitas e dirigidas às mulheres não contem-
plam necessariamente a perspectiva de gênero. Políticas públicas de gênero são diferentes de po-
líticas públicas para as mulheres. Estas consideram, inegavelmente, a diversidade dos processos 
de socialização para homens e para mulheres, cujas conseqüências se fazem presentes, ao longo 
da vida, nas relações individual e coletiva.

Já as políticas públicas para as mulheres têm centralidade no feminino enquanto parte da repro-
dução social. Isso implica que não priorizam a importância e o significado que se estabelece no 
relacionamento entre os sexos; ao contrário, a centralidade posta na mulher-família reafirma a 
visão essencialista de que a reprodução e a sexualidade causam a diferença de gênero de modo 
simples e inevitável. Configurase, portanto, numa política pública que enfatiza a responsabi-
lidade feminina pela reprodução social, pela educação dos filhos, pela demanda por creches, 
por saúde e outras necessidades que garantam a manutenção e permanência da família e não 
necessariamente seu empoderamento e autonomia.

Políticas públicas de gênero implicam e envolvem não só a diferenciação dos processos de socia-
lização entre o feminino e o masculino, mas também a natureza dos conflitos e das negociações 
que são produzidos nas relações interpessoais, que se estabelecem entre homens e mulheres e 
internamente entre homens ou entre mulheres. Também envolvem a dimensão da subjetividade 
feminina que passa pela construção da condição de sujeito.

A partir do momento em que os/as agentes públicos não têm clareza em relação a tais pressupos-
tos, voltamse para tratar, por exemplo, a violência e as condições de saúde centradas na mulher, 
exclusivamente, e não na natureza das relações e nos padrões de comportamento entre os sexos, 
o que acaba reduzindo as possibilidades de sua resolução.

As políticas para as mulheres não são excludentes das políticas de gênero, embora tenham uma 
perspectiva restrita, pontual, de menor abrangência, atendendo a demandas das mulheres, mas 
sem instaurar uma possibilidade de ruptura com as visões tradicionais do feminino. 

Em longo prazo as políticas para as mulheres devem se transformar em política de gênero. A 
consolidação de uma perspectiva relacional e crítica pode vir a fundamentar a formulação de 
políticas públicas de gênero.

“Avançar na transversalidade da perspectiva de Gênero 
nas Políticas Públicas”, 2005.

políticas sociales. Las políticas sociales hacia estos grupos se muestran como mucho más 
complejas, y hay mayores resistencias a enfrentar su condición. 

Crecimiento económico y pobreza

En varios países se ha observado un proceso de crecimiento económico (en particular 
en Argentina, Uruguay y Chile bajo gobiernos progresistas, aunque también en Perú y 
Colombia). Este hecho es importante en tanto las visiones convencionales sostienen que 
la receta ideal para reducir la pobreza es simplemente a través del crecimiento econó-
mico impulsado por la inversión extranjera y las exportaciones. Esa meta se logró en 
varios países, pero los indicadores sociales no han mejorado. Un ejemplo notable es 
Perú, que ha mantenido altas tasas de crecimiento económico por más de siete años 
consecutivos, pero sus mejoras en el campo social son muy modestas. De la misma 
manera, Colombia mantiene altos porcentajes de crecimiento pero sus indicadores de  
desigualdad empeoraron.

De esta manera se genera una situación paradojal, donde existen aspectos positivos 
en la “macroeconomía”, pero la cotidianidad de los grupos populares no mejora de la 



Heterodoxos: políticas sociales y gobiernos progresistas 19

misma manera (el contraste entre la bonanza macro y el malestar micro, parafraseando 
al economista peruano Jurgen Schuldt). La eficacia de los instrumentos de las políticas 
sociales quedan en entredicho por esta situación, pues el crecimiento económico esta 
basado en la acumulación de la riqueza en pequeños grupos.

La problemática del empleo 

A pesar de las tasas de crecimiento económico en varios países, se mantienen o se han 
agravado los problemas del acceso al empleo. En muchos casos la situación parece disi-
mulada por los indicadores que se utilizan, y por el ingreso al empleo informal, mientras 
que en otros casos los trabajos se han precarizado (especialmente bajo diferentes formas 
de tercerización) (tabla 2.4). 

Esto en buena medida se debe a que varios países han pasado por reformas laborales de 
estirpe neoliberal, caracterizadas por flexibilización y desregulaciones (especialmente 
en Argentina, Perú y Chile; en menor grado en Brasil, Colombia, Bolivia, Ecuador y Para-
guay, y todavía menos en Uruguay; OIT, 2000). Bajo este proceso se favoreció la informa-
lidad, aumentaron los empleos temporales, los salarios cayeron en muchos sectores, se 
redujo cobertura de seguridad social (indemnizaciones por despido, limitaciones en los 
derechos sindicales, debilitamiento de la negociación colectiva, etc.; Arriagada, 2006b). 
 
En los años recientes, el desempleo ha disminuido, hasta bajar al 8% en 2007 en América 
Latina, en buena parte debido al aumento en el número de puestos de trabajo, y a pesar del 
continuado ingreso de mujeres al mercado laboral. Pero a pesar de estas mejoras el nivel 
de desempleo sigue siendo mayor a los registros de 1990, y el desempleo sigue golpeando 
especialmente a los más pobres (Cecchini y Uthoff, 2008).
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Fig. 2.6
TASAS DE CRECIMIENTO 
ECONÓMICO 2000 a 2007 
en Colombia y Perú
Porcentaje en base a datos 
de CEPAL.

Tabla 2.4
EMPLEO INFORMAL  
EN AMÉRICA LATINA.
Porcentaje de los ocupados 
no-agrícolas. 
Reproducido de Tókman (2007)

Colombia Perú

El debate sobre la calidad de la inserción laboral está en marcha en varios países conside-
rados en este estudio (por ejemplo Chile y Perú). La persistencia de los problemas con el 
empleo es uno de los factores claves para explicar las resistencias que se enfrentan para 
mejorar las condiciones sociales. Pero también tienen lugar enormes dificultades en la 
calidad del empleo, cobertura social y sanitaria para el trabajar, etc. 

La mejora insuficiente en el bienestar social se explica, en gran parte, por el estancamien-
to en que se encuentran las remuneraciones laborales desde finales de la década de 1980 
y principios de los 90 y por el bajo porcentaje de los trabajadores con plenos derechos 
laborales. Estos años estuvieron marcados por una profunda crisis económica y política, 
pero sobre todo por la introducción de profundas reformas estructurales que liberaliza-
ron drásticamente el mercado laboral, con lo cual las remuneraciones experimentaron 
una profunda caída, diluyendo los avances y ganancias obtenidos por los sectores de 
trabajadores en décadas pasadas.

Este estancamiento en el salario no ha podido ser superado hasta ahora, y es por ello que 
la polarización social se ha visto alimentada en la distribución de riqueza y una profun-
dización de las desigualdades. Por ejemplo, si se compara la evolución del salario real 
promedio en Lima (metropolitana) durante los últimos 25 años, se encontrará que el 
nivel actual del salario promedio (al 2006) apenas alcanza sólo la tercera parte de lo que 
se recibía en el año 1980.
 
El abuso sobre el trabajador persiste en varios sitios, tales como pequeñas factorías que 
usan inmigrantes ilegales (por ejemplo peruanos y bolivianos en talleres textiles en 
Buenos Aires), o el caso más dramático del “trabajo esclavo”, que se repite en predios  
rurales de Brasil.

1990 47.5 15.2 3.2 12.0 5.7 26.6
2000 49.7 15.7 3.4 12.3 5.6 27.9
2002 50.2 16.3 3.7 12.6 5.6 28.3
2005 50.3 16.7 3.6 13.1 5.8 27.8

Año
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Tabla 2.5
TASA DE HOMICIDIOS 
EN AMÉRICA LATINA
Tasas cada 100.000 Personas. 
Fuente: BID. 1999-2003. (Datos actua-
lizados PNUD. EL Salvador 2004).

Seguridad social

Los esquemas de seguridad social enfrentan diferentes desafíos para los gobiernos 
progresistas. En primer lugar es necesario recordar que los puntos de partida son muy 
diferentes. Un conjunto de países establecieron sistemas de seguros sociales temprana-
mente en las décadas de 1920 y 1930 (Uruguay, Argentina, Chile, Brasil); le siguieron 
en los años 40 y 50 los países andinos (Perú, Colombia, Bolivia, Ecuador y Venezuela); 
mientras que Paraguay los implementó más recientemente (Mesa-Lago, 2004). Seguida-
mente, estos esquemas fueron reformados durante las décadas de 1980 y 1990, especial-
mente en Chile y Perú, donde prevalecen los sistemas privados. La ola privatizadora en 
la seguridad social también afectó los demás países, y se establecieron fondos privados  
en Argentina y Uruguay bajo un sistema mixto.

Por lo tanto, en países como Bolivia o Paraguay, persisten problemas de cobertura y 
eficiencia de los sistemas. Muchas personas están excluidas y marginadas de estos es-
quemas. Pero en países como Chile o Argentina, la problemática reside en el papel que 
desempeñan los fondos privados de cobertura y su efectividad futura en asegurar las 
jubilaciones. Uruguay enfrenta problemas adicionales por el bajo crecimiento demográ-
fico y el envejecimiento de su población.
 
Una sociedad más violenta

Existe una creciente incidencia de la violencia, con elevadas tasas de criminalidad en 
toda América Latina. En muchos casos ese fenómeno está asociado a complejos proble-
mas de pobreza y exclusión social, que van desde la delincuencia tradicional a los nuevos 
fenómenos de pandillas juveniles en grandes ciudades o la acción de las “maras” cada 
vez más debido al narcotráfico.  La tasa de homicidios ha aumentado considerablemente 
en los últimos 30 años a 27.5 cada 100.000, aunque hay varios países de la región que ya 
han sobrepasado una tasa de 40 homicidios por cada 100.000 habitantes. En el inicio 
de la primera década del siglo XXI triplica la tasa mundial promedio, que es de 8.8 por 
100.000 habitantes. En la mayoría de los países latinoamericanos más del 30% de los 

El Salvador
Guatemala
Colombia
Jamaica
Brasil
Nicaragua
México
Venezuela
Trinidad y Tobago
Rep. Dominicana
Perú
Panamá
Ecuador
Honduras
Argentina
Costa Rica
Paraguay
Uruguay
Chile
Tasa General AL

--
--

20.5
--

11.5
--

18.2
11.7

2.1
--

2.4
2.1
6.4

--
3.9
5.7
5.1
2.6
2.6

150
150

89.5
35

19.7
18.3
17.8
15.2
12.6
11.9
11.5
10.9
10.3

9.4
4.8
5.6

4
4.4

3
16.7

50
35
40
35
27
10
18
33
--

12
5

11
15
41

5
6
4
4
3

27.5

País Inicio 80s Inicio 90s Inicio 00s
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ciudadanos declara haber sido víctima de algún delito, con excepción de Panamá y Uru-
guay donde el porcentaje es menor (véase tabla 2.5).

La violencia y la delincuencia son predominantemente urbanas, y en especial en ciuda-
des grandes y medianas. Las ciudades con tasas superiores a los 100 homicidios por cada 
100.000 habitantes son Recife en Brasil, Medellín en Colombia y Ciudad de Guatemala. 
En los grandes centros urbanos envuelve en una mayor proporción a personas pobres 
o excluidas, especialmente varones jóvenes (15 a 25 años en Brasil), por razones como 
disputas entre ellos, o en hechos con terceros, pero también por la acción policial. Entre-
tanto la población carcelaria aumenta en casi todos los países.

Esto alimenta un debate público observable en varios países alrededor de la violencia 
cotidiana, donde desde tiendas conservadoras se reclama una acción policial más enér-
gica y se alimenta una criminalización contra los sectores empobrecido, mientras que la 
izquierda intenta aborda el problema desde varios frentes.

La problemática en esta violencia urbana es múltiple, pero es clara su relación con la 
pobreza y la exclusión, tanto por las condiciones que la permiten como por mantener 
su reproducción. Pero otros factores, que escapan al presente estudio, son igualmente 
importante, como las redes comerciales ilícitas, la corrupción policial, un sistema carce-
lario inhumano, etc. 

El problema de la violencia impacta especialmente a los jóvenes más pobres, los que no 
logran completar su educación, no encuentran empleos adecuados, y sus identificaciones 
y construcción de identidades se tensiona frente a las aspiraciones de consumo que ilustra 
la publicidad cotidiana, y las opciones de participación que encuentra en bandas, donde 
una y otra vez la violencia se vuelve un método cotidiano de relación (véase por ejem-
plo la revisión de Briceño León, 2002). Persisten situaciones donde la construcción de 
identidades y los futuros posibles son tan estrechos que fácilmente se cae en la violencia 
cotidiana, bajo dinámica que se siguen retroalimentando y que no siempre los gobiernos 
de izquierda logran abordar adecuadamente.
 

Brasil
   Río Janeiro
   Sao Paulo
Colombia 
   Bogotá
   Cali
   Medellín
El Salvador
   San Salvador 
Guatemala

Ciudad de Guatemala
México
   Ciudad de México
Perú
   Lima
Venezuela
   Caracas

23
   63.5
   48.5

61.6
49.2
112
248

  55.6
  95.4

35
101.5
 15.9
 19.6

5
25
16
76

Año Tasa

Tabla 2.6
VIOLENCIA URBANA  
EN  AMÉRICA LATINA
Tasas de Homicidios  
(por  100.000 hab.) 
Fuente: BID  1999 - 2003.
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Migración y remesas

Otra de las consecuencias de la pobreza es la migración. Muchas personas se ven obliga-
das a emigrar, sea a países vecinos, como a países en otros continentes, como único medio 
para salir de la pobreza.  América Latina ha padecido la migración desde hace décadas; 
se estima en unos 25 millones de migrantes latinoamericanos y caribeños en 2005 (más 
del 13% del total de los migrantes internacionales). Considerando los países en el pre-
sente estudio se encuentra que la proporción de migrantes sobre el total de la población, 
muestra los indicadores más altos en Uruguay (8,3 %), Paraguay (6,7 %), Ecuador (4,8 %) 
y Bolivia (4.1 %) (estimaciones para el año 2000; CEPAL, 2006). Los menores registros 
se observan en Argentina (1,4 %) y Brasil (0,4 %).

Los impactos sobre las familias que permanecen en el país de origen son enormes. Asi-
mismo, este drenaje de personas reduce el número de pobres, pero a la vez excluye a acto-
res usualmente más activos y emprendedores para remontar condiciones adversas.

Los migrantes envían dinero bajo la forma de remesas a sus familias en los países de 
origen. América Latina es una de las regiones que más remesas recibe; en 2007 sumaron 
más de US$ 66 000 millones, una cifra que supera las inversiones extranjeras y la ayuda 
oficial al desarrollo, según el BID. 

Estas remesas tienen efectos importantes en la mejora del nivel de vida de las personas 
de los hogares que las reciben y permiten que muchos de ellos salgan de la pobreza. No 
obstante, su efecto en las tasas de pobreza e indigencia de la población en su conjunto, así 
como sobre la distribución del ingreso, es moderado a leve según los países. Según aná-
lisis realizados por CEPAL no aseguran una reducción relevante de la pobreza, aunque 
tiene un efecto levemente mayor en reducir la indigencia. Esto se debe a que el porcentaje 
de hogares pobres que reciben remesas es bajo (de un conjunto de 11 países estudiados 
por CEPAL, en seis de ellos no alcanza el 6%). A su vez, en nueve países, aproximadamen-
te el 50% de las personas que reciben remesas quedarían bajo la línea de pobreza sino 
contaran con esos ingresos extra. 

Finalmente, persiste la cuestión de cómo manejar el dinero de las remesas de manera de 
orientarlo a usos que permitan activar economías locales.
 
Economía y gasto público social

La proporción de gasto público social en América Latina sigue siendo baja, oscilando 
entre el 10% y 20% del PBI en la mayor parte de los países. En los últimos años se ha 
registrado un tímido aumento del gasto social, aunque todavía es menor al ritmo de cre-
cimiento de inicios de la década de 1990, y sigue padeciendo muchos problemas en la 
eficiencia bajo la cual se aplica. 

La tasa media anual de crecimiento del gasto público social bajó de 4.6%, en los primeros 
años de la década de 1990, a aproximadamente un 3% en 2005, según datos de CEPAL. 
Esto representa un descenso menos pronunciado que el del PIB para igual período. Entre 
los años 1998 y 2003, no solo se redujo el crecimiento económico sino que también se 
acentuó su volatilidad en la región. La tasa media anual de crecimiento del PIB estaba 
en el orden del 3.5% entre los años 1990 y 1997, pero se redujo a menos de la mitad (1.5%) 
entre 1998 y 2003.

A pesar de estos vaivenes, desde 1990 se viene observando un aumento del gasto público 
en los países latinoamericanos, lo que ha provocado un incremento de su participación 
en el PIB en los últimos 15 años. Estos resultados se han logrado a pesar de las crisis 
de 2001-02 que afectaron particularmente a Argentina y Uruguay. Por ejemplo, el gasto 
público social alcanzaba en Argentina el 19,4% del PBI, el 22% en Brasil, el 13% en Chile 
y un 11.7% en Venezuela (datos para 2004-5, Ortiz y Schorr, 2008). Persisten entonces 
diferencias importantes entre los países, aunque el promedio es bajo.
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En términos económicos, el gasto público se ha caracterizado por ser procíclico; es decir 
que acompaña en sus movimientos al crecimiento del PBI. Desde 2000 se ha repetido el 
comportamiento de la primera mitad de la década de 1990 donde el gasto público acom-
paña, algo rezagado, el crecimiento del PBI.

Es necesario aclarar que el mayor gasto social no necesariamente significa mayor 
orientación de los recursos fiscales a reducir carencias de los grupos más pobres. La 
comprobación que surge de los datos existentes de la región es que están menos con-
centrados que el ingreso en casi todos los países, por lo que es un indicador fuerte de 
desigualdad de distribución. Por otro lado, el manejo que los distintos países hacen del 
gasto social, reproduce las diferencias dentro de las sociedades. En los países más po-
bres se sigue destinando un menor porcentaje de PIB al gasto social en comparación a  
los países más ricos.

A partir de estas observaciones se concluye que persisten problemas profundos en la 
asignación del gasto. Ese tipo de modificaciones necesita superar algunos factores que 
impiden mejores procedimientos de asignación del gasto, como por ejemplo el peso de 
la deuda externa, así como cambios al interior de la sociedad. Pero además, queda en 
evidencia que persisten sistemas tributarios en muchos casos insuficientes y sesgados. 

La composición del gasto es muy diversa. Se observan aumentos en los gastos en educa-
ción, seguridad y asistencia social (0.8% y 1.9% respectivamente) y por descensos, aun-
que pequeños, en los gastos en salud y vivienda (0.2% y 0.3% respectivamente). Incluso 
en aquellos rubros donde hay un aumento del gasto,  como educación, las evaluaciones 
sobre la calidad de los cambios logrados están bajo discusión. En relación a los gastos en 
salud, la región muestra variaciones muy amplias, dependiendo del sistema vigente en 
cada país; también entran en juego las posibilidades de acceso (mecanismos de inclu-
sión). El gasto social en salud preventiva o para tratar gratuitamente pandemias tales 
como el VIH/SIDA ha mejorado, pero aun así una buena parte de la población no esta 
cubierta, en algunos casos por motivos estructurales (falta de tarjeta de identidad y por 
su localización geográfica en lugares donde no existen servicios públicos) y en otros por 
motivos coyunturales (campañas del gobierno de turno o del ministro de turno).
 
Por último, los gastos públicos en seguridad social están concentrados en las clases 
medias y altas. En el mejor de los casos menos del 50% de la población económi-
camente activa está incluida (excepto en Uruguay) y el caso de las mujeres esta in-
clusión es inferior al 40%. Esto es reflejo de economías ligadas por años a cuestiones 
como la informalidad laboral, la tercerización laboral, el trabajo precario y que hoy 
siguen sin solucionar la inclusión de estos individuos al sistema de seguridad social. 
Esto desemboca en casos ilustrativos como Perú, donde se ha registrado una buena tasa 
de crecimiento económico, pero persiste una alta desigualdad social. Existe una corre-
lación muy alta entre los pobres por ingresos y los grupos excluidos política y socialmen-
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te, de acuerdo a si viven en el campo o fuera de Lima, y si tienen características étnicas 
vinculadas a los grupos indígenas. Esta desigualdad social y económica repercute en la 
democracia: el país tiene el mayor porcentaje (85%) de personas de América Latina que 
se manifiestan disconformes con su democracia, y por lo tanto no puede sorprender que 
se repiten conflictos y estallidos sociales. 

Otra sociedad

Existe una idea generalizada que se están desmontando las reformas de mercado propias 
del Consenso de Washington (especialmente en los países bajo gobiernos progresistas), 
y que se puede volver a una situación social anterior. En esta revisión se sostiene que en 
realidad ha tenido lugar un profundo cambio en las sociedades latinoamericanas, y que 
una parte sustancial de los programas de reforma mercantiles y de ajuste estructural de 
la economía se cumplieron. Esos programas tuvieron no solamente efectos sobre el área 
económica, sino que han modificado los valores, expectativas y dinámicas sociales. 

La sociedad latinoamericana sin duda es heterogénea, pero la cuestión central es que 
esa diversidad ahora se expresa bajo diferentes contrastes. Se observa una mayor pre-
ocupación en exigir cambios sustanciales en los regímenes de desarrollo, y hay mas or-
ganizaciones ciudadanas llevando adelante reclamos en diversos temas que van desde 
los derechos humanos al ambientalismo. Las articulaciones de la sociedad civil se están 
globalizando, se exige mas transparencia y una rendición de cuentas desde los gobiernos, 
y se acentúa el cuestionamiento a las empresas transnacionales. Se defiende la necesidad 
de la integración regional latinoamericana y se cuestionan los tratados de libre comercio 
clásicos. Los encuentros presidenciales globales o continentales ahora cuentan con cum-
bres alternativas que ofrecen otra visión del desarrollo. Muchos están mejor informados 
y mas interconectados por medio de internet, teléfono celular, etc. Se cuestiona el statu 
quo y se exigen cambios, muchos de los cuales justamente desembocaron en la elección 
de los nuevos gobiernos progresistas. Persiste un movimiento de ideas alternativas que 
buscan una globalización mas justa, simétrica y equitativa.

Pero por otro lado, también tenemos que reconocer que la sociedad latinoamericana 
actual es mas individualista, más violenta, muchos espacios colectivos de socialización 
se han encogido, se prefiere el bienestar en el ámbito privado antes que en el público y 
las expectativas de calidad de vida están mas enfocadas en el bienestar material. Los 
individuos intentan “comprar” su bienestar y felicidad apelando al consumo, proliferan 
los derechos del consumidor sobre los derechos sociales. Hay un descreimiento en la 
política y baja participación en asuntos colectivos; persisten las críticas y desconfianza 
hacia los partidos políticos. Mientras unos hacen ostentación de un alto consumo, mu-
chos otros no logran satisfacer necesidad y aspiraciones básicas. Los temas de empleo 
y seguridad pasan a dominar las preocupaciones personales. Persiste el problema de 
la corrupción a todo nivel, no sólo en la relación con el Estado sino en las interacciones  
entre particulares. 

Los gobiernos progresistas surgen desde estos nuevos contextos y todos sus contrastes. 
Deben lidiar con estas nuevas sociedades en su gestión pública, lo que les determina tanto 
sus posibilidades como muchos límites, y explican algunas de las tensiones que se obser-
van actualmente. Estos cambios sociales son profundos, y no es posible una marcha atrás 
hacia la situación que se vivía décadas atrás. Por lo tanto, las reformas y alternativas se 
deben desarrollar en estos nuevos contextos.





Capítulo 3 
ESTRATEGIAS DE DESARROLLO Y POBREZA

Las estrategias de desarrollo en América Latina son un aspecto clave al abordar las po-
líticas públicas enfocadas en la pobreza. Estas son determinantes en mantener como en 
reproducir los factores que explican la pobreza y la desigualdad. Pero si se actuara sobre 
esas estrategias se pueden ensayar alternativas y cambios para remontar la pobreza y la 
inequidad.  De hecho, una de las novedades desencadenadas por los nuevos gobiernos 
progresistas ha sido vigorizar el debate sobre los caminos a seguir en los estilos del desa-
rrollo, y el papel del Estado en esos esfuerzos.

El presente capítulo repasa la situación de las estrategias de desarrollo con especial 
atención a los países considerados en este estudio, y sus implicaciones para las políticas 
sociales. Se enfatizan dos aspectos centrales en esta coyuntura: las concepciones sobre el 
desarrollo, y la inserción internacional actual de los distintos países. 
 
Estilos de desarrollos dominantes

Las actuales estrategias de desarrollo de los gobiernos progresistas mantienen muchos 
aspectos básicos propios de las décadas anteriores. Esto ha desembocado en que se ge-
neran y repiten muchos de los factores determinantes de la pobreza. Si bien la discusión 
sobre el desarrollo se ha diversificado, también es cierto que sus aspectos centrales se 
mantienen, y en algunos casos se fortalecen. 

El pensamiento predominante sobre el desarrollo en América Latina mantiene el énfasis 
en el crecimiento económico. El desarrollo se lograría por medio del crecimiento econó-
mico. Esta es una visión del desarrollo donde se lo concibe como lineal, esencialmente 
expresado en lo material, y que debería estar siempre en aumento. Los puntos clave del 
crecimiento están dados por el aumento de las exportaciones (lo que explica la creciente 
importancia de la inserción internacional de la región), y la atracción de inversores. El 
crecimiento económico permitiría generar los recursos económicos que mejoraría la si-
tuación de la población por factores como una mayor demanda de empleo, aumento de los 
salarios, etc. Entonces la pobreza se reduciría indirectamente por un efecto de “chorreo” 
o “goteo”. Pero ese crecimiento económico también permitiría aumentar los recursos 
disponibles para el Estado, para que aplicara programas de lucha contra la pobreza de 
mayor cobertura y más enérgicos. 

A su vez, el crecimiento económico está esencialmente determinado por un aumento de 
las exportaciones, que bajo el contexto actual significa aumentar las ventas de recursos 
naturales, y por un aumento en el ingreso de inversiones extranjeras. Las principales 
corrientes exportadoras dependen de commodities como minerales, hidrocarburos y 
productos agropecuarios. 

De una forma muy esquemática se puede sostener que en casi todos los gobiernos se de-
fiende la siguiente fórmula:

Exportaciones Crecimiento económico  Desarrollo

Inversión Extranjera Reducción  de  pobreza
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Si bien no existen dudas que la inversión directa extranjera es un 
aspecto importante en el desarrollo, se da una simplificación de 
ideas que hace que otros factores necesarios para el desarrollo pasen 
desapercibidos, sean ignorados o queden condicionados por esa in-
versión (Gudynas y Villalba, 2006). 

Estos puntos son comunes a todos los gobiernos aunque cambian 
los énfasis, se mezclan novedades con ortodoxias. Se mantiene una 
confusión entre “desarrollo” con “crecimiento” económico. A par-
tir de esas bases conceptuales se abren varias opciones. En unos 
casos persisten las visiones ortodoxas, que asumen que las fuerzas 
del mercado deben trabajar libremente dentro de un contexto ma-
croeconómico sólido y estable, en tanto son el mejor mecanismo de 
asignación de recursos en forma eficiente. Se acepta y reclama que 
el Estado actúe en algunos planos, tales como asegurar el funciona-
miento de los mercados, defender los derechos de propiedad, actuar 
en las políticas sociales para atender a los sectores más desfavoreci-
dos. Se insiste en que los gobiernos deben desempeñar un papel de 
regulador moderado aunque consistente (Machinea y Serra 2007). 
Podría argumentarse que esta visión repite la ortodoxia de las re-
formas de mercado de años atrás, y debe reconocerse que expresan 
muchas continuidades, pero no rechazan de plano el  papel del Esta-
do sino que lo defienden en acciones precisas, y en especial para pro-
fundizar todavía mas ese estilo de desarrollo. Bajo esta perspectiva 
se encuentran por ejemplo Perú y Colombia, y en buena parte Chile.

Otra tendencia mantiene aquellas ideas básicas, pero pone su énfasis en lograr estabili-
dad macroeconómica, cuidan las cuentas públicas, donde el Estado está volcado a atraer 
inversores extranjeros que generen exportaciones crecientes de forma de expandir el 
PBI. Se insiste en la “seriedad” en manejar la economía, y las decisiones de las políticas 
públicas quedan supeditadas o limitadas a cumplir con esa disciplina económica. En 
esta situación se encontrarían los gobiernos de Brasil y Uruguay, y en parte Chile.

Otra corriente acepta y tolera mayores intervenciones en la economía, aunque la natu-
raleza de esas acciones son de muy diverso tipo. En unos casos apuntan a aumentar el 
control estatal sobre ciertos sectores, en otros se nacionalizan empresas, se introducen 
controles de precios, se interviene en los flujos exportadores, etc. Estos son los casos de 
Venezuela, Bolivia y Ecuador. Argentina se encuentra en una situación intermedia entre 
este grupo y el anterior.

En este último conjunto de países, los márgenes de maniobra para introducir diver-
sas políticas sociales son más amplios, en tanto se está dispuesto a mayores grados de 
intervenciones sobre las economías nacionales. Pero también aquí se debe recordar 
que Bolivia, Ecuador y Venezuela parten de una línea de base mucho más complicada 
debido a que la institucionalidad de bienestar es más débil, o incluso inexistente en al-
gunos aspectos. Sin embargo estos países ahora cuentan con importantes ingresos por 
exportación de materias primas bajo un escenario de altos precios, de donde poseen 
recursos para planes más ambiciosos. Si bien se aceptan mayores intervenciones, esto 
no quiere decir que necesariamente se las apliquen con fines de erradicar la pobreza  
o atacar la inequidad.

Más allá de estas diferencias, en todos estos países prevalece la defensa de posturas teó-
ricas donde el crecimiento del PBI es visto como indispensable para reducir la pobreza, 
donde los factores claves son las inversiones extranjeras y el aumento de las exportacio-
nes. Estas ideas son defendidas por los gobiernos, los partidos de izquierda, y también 
por los partidos conservadores / derecha (los que coinciden en esos aspectos), e incluso 
por algunos movimientos sociales (notablemente algunos sindicatos). Por lo tanto los 
debates sobre estas cuestiones se reducen y estrechan.

Cosechando la tierra, Uruguay.
Foto CLAES.
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Tensiones y claroscuros del desarrollo

El estilo de desarrollo dominante caracterizado por un fuerte énfasis en las exportacio-
nes, especialmente primarias y liberalización de los flujos de capital hace que se manten-
ga o incluso aumenta la transnacionalización económica (con la presencia de empresas 
de energía, minería, transporte, etc.), mientras que algunas compañías nacionales se 
enfocan en exportaciones no tradicionales (agroexportaciones, maquila, etc.) y el resto 
del sector industrial nacional se estanca o reduce  por la nueva competencia extranjera 
no regulada. 

El sesgo exportador primario prioriza sectores como el minero, hidrocarburos y agroa-
limentarios como la soya. Todos los gobiernos progresistas fomentan este tipo de ex-
portaciones por diversas maneras (puede mencionarse como ejemplo que Argentina y 
Chile ofrecen ventajas a la inversión minera, Brasil y Uruguay alientan los agronegocios, 
Ecuador y Bolivia desean aumentar sus exportaciones de hidrocarburos). Por lo tanto, 
este tipo de desarrollo es de base extractivista. Sin embargo, estos sectores primarios 
orientados hacia las exportaciones generan pocas interconexiones con las economías 
nacionales, no promueven la industrialización y su aporte a la demanda de empleo es 
modesto (Ffrench Davies, 2004)

Los países buscan equilibrar sus cuentas fiscales, sobre todo con la imposición de im-
puestos indirectos (impuestos sobre ventas, sobre movimientos de capitales, impuestos 
a los servicios públicos, etc.) y siguen ciertas pautas de comportamientos ligadas a la 
atracción de la inversión extranjera (se busca reducir el riesgo país, se firman acuerdos 
bilaterales de protección de inversiones, etc.).

En este sentido un ejemplo emblemático lo constituye el gobierno de izquierda uruguayo, 
que desde su asunción ha tomado una actitud proactiva para atraer inversiones al país 
porque “no nos podemos sentar a esperar que los inversores lleguen a Uruguay”, afirmó 
el ministro de Economía, Danilo Astori. Efectivamente, el equipo económico ha sosteni-
do que el objetivo más importante es incrementar la inversión y para lograrlo se destacó 
como éxito el acuerdo logrado con el FMI y las inversiones de empresas transnacionales 
(cuyo ejemplo más notorio son las plantas de producción de celulosa), asumiendo que eso 
desencadenará un “enorme crecimiento de los puestos de trabajo”.

Pero una vez más la diversidad de posturas vuelve a aparecer. Por ejemplo, deben va-
lorarse las posturas de la administración de N. Kirchner de Argentina frente al Fondo 
Monetario Internacional, aplicando medidas reñidas con la ortodoxia económica y 
una fuerte presencia Estatal. Sus políticas económicas fueron heterodoxas, aunque 
fuertemente basadas en la exportación de recursos naturales (especialmente produc-
tos agroalimentarios), y permitieron una sustancial recuperación económica del país. 
Pero de todas maneras no atacó los factores que generan la desigualdad en el ingreso. 
Consecuentemente la inequidad se mantiene en niveles similares al pasado, mientras se 
mantienen las medidas compensatorias focalizadas (fig. 3.1.; Cibilis, 2008). En el caso de 
los actores empresariales, se avanzó sobre las empresas transnacionales, pero la idea de 
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una “argentinización” de la industria en realidad desemboca en transferir la propiedad a 
empresarios locales, usualmente amparados por la presidencia, y en muchos casos dis-
frutando de subsidios y beneficios. 

En cambio, en Bolivia, se ha avanzado decididamente en un primer paso al tomar el con-
trol sobre la extracción y distribución de hidrocarburos (lo que es una descripción más 
exacta que el término genérico de “nacionalización” que se usa corrientemente), y en un 
segundo paso al asumir el control de empresas claves. Pero por otro lado, la administra-
ción Morales también ha apoyado a un grupo inversor de la India para la explotación de 
los yacimientos mineros de El Mutún, incluyendo aportes de energía subsidiada. Esto 
indica que no se encuentra en entredicho la naturaleza de un desarrollo extractivista 
orientado a la exportación, sino que existe una disputa sobre el control de ese proceso 
y la apropiación de los beneficios. Una y otra vez aparecen estos contrastes en todos los 
países, lo que explica la denominación de heterodoxos.

También es interesante comparar estas situaciones con el caso de Perú, donde la minería 
es un sector extractivo clave. En ese país predomina una “minería rentista” que genera 
una gran concentración de la riqueza basada en unas pocas empresas, la mayoría extran-
jeras y de apenas una docena de familias peruanas. El Estado no cobra por los recursos 
mineros en sí y solamente aplica un impuesto a las ventas (“canon”). La gestión del sec-
tor está condicionada por reglas y opciones fijadas a nivel global. El sector alcanza altas 
exportaciones, pero el empleo generado no llega al 1% de la fuerza laboral peruana. Sus 
actividades agravan la situación de pobreza en las áreas mineras, especialmente por con-
taminación, efectos negativos sobre la agropecuaria, y deterioro de la salud humana. Los 
impuestos que paga esta minería son escasos, ya que disfruta de varias exoneraciones a 
la inversión extranjera.

Estos distintos ejemplos muestran que la defensa del crecimiento económico como motor 
del desarrollo encuentra límites ecológicos. Obviamente, los recursos naturales son fini-
tos y la capacidad de amortiguación ambiental de los ecosistemas también está acotada. 
Esta contradicción ecológica ahora está ligada a aspectos sociales y de justicia, en tanto 
los sectores más empobrecidos no solo no se benefician por sectores extractivos como 
minería o hidrocarburos, sino que sufren impactos ambientales y sociales directos.

Persistencia y cambios

Esta misma diversidad deja en claro que uno de los resultados de los profundos cambios 
a lo largo de casi dos décadas de reformas de mercado ha sido un debilitamiento en la 
elaboración de estrategias propias de desarrollo. En casi todos los países, esta debilidad 
tiene lugar por una retracción del Estado, pero además por la reducción de los espacios y 
actores para discutir y elaborar estrategias de desarrollo, sea por condiciones epistemo-
lógicas (convencimiento de la imposibilidad conceptual y práctica de guiar el desarrollo, 
descrédito de la planificación), sea por posturas en la gestión (defensa del mercado como 
escenario desde donde emergen esas estrategias). 

Es que el actual estilo de desarrollo dominante encierra una paradoja: en tanto se lo pre-
senta bajo una simple formulación donde operan unos pocos factores, no sería necesario 
contar con debates y estudios sobre las opciones de desarrollo. Bajo esta perspectiva 
dominante, el desarrollo como disciplina de análisis o como espacio de debate político 
se reduce, los planes explícitos se vuelven escasos, y sobre todo se opera por medio de 
estrategias implícitas. 

Esta estrategia de desarrollo dominante mantiene muchas de las estructuras y procesos 
que ocasionan la pobreza y desigualdad. Además, su base extractiva de recursos natura-
les y alimenta diversos conflictos sociales, especialmente en los enclaves productivos. 

Es importante también advertir que bajo estas condiciones si bien la propiedad sobre 
los recursos es importante, adquiere una enorme relevancia la implantación de reglas 
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y condiciones sobre los procesos productivos. Los gobiernos son responsables de buena 
parte de esas reglas, pero más allá de ellos existe un entramado de regulaciones regiona-
les y globales que condicionan las opciones de desarrollo posible. Estas son condiciones 
sobre el propio sentido del proceso productivo, la conceptualización de la eficiencia y la 
competencia, reglas sobre el flujo de capitales y la propiedad intelectual, y la forma bajo 
la cual se estructura el comercio global. Muchos gobiernos progresistas ponen el acento 
en la propiedad de los recursos, o la propiedad de grandes empresas, pero no en las reglas 
ni las performances de esos procesos productivos.

Sin embargo, el Estado persiste en este camino por diversos motivos. Existe una adhe-
sión ideológica persistente a esa estrategia, ya prácticamente convertida en dogma que 
no se puede cuestionar. Un ejemplo de esa adhesión se ha visto con la tesis del “perro del 
hortelano” de Alan García en Perú. También se sostiene que no hay estilos alternativos 
adecuadamente elaborados y probados. 

Asimismo, este estilo de desarrollo genera un pequeño excedente que es apropiado por el 
Estado para poder financiar algunos programas sociales. Cualquier cambio de modelo o 
paradigma podría poner en riesgo esos excedentes, y por lo tanto pueden desvanecerse 
los programas de asistencia social generando fuertes reacciones populares.

Reconociendo estas tensiones, debe advertirse que algunos gobiernos progresistas han 
dado algunos pasos en intentar cambios en la estrategia de desarrollo, y en especial en 
nuevas formas de encarar las dinámicas económicas. El gobierno del MAS en Bolivia ha 
intentado una reforma de la relación Estado-economía ampliando la presencia y control 
estatal sobre los hidrocarburos, con el objeto de ampliar la base de ingresos o la base eco-
nómica sobre la cual podría tener cierta autonomía para tomar decisiones y emprender 
las reformas. Pero como se indicaba antes, de todas maneras la esencia de esos procesos 
productivos no se puso en entredicho.

La inserción internacional 

Las vinculaciones internacionales y la marcha del comercio exterior se han convertido 
en aspectos de gran importancia para los gobiernos progresistas. En primer lugar, todos 
ellos llegaron al poder en países que ya estaban transitando distintos procesos de inte-
gración regional, sea en la Comunidad Andina (en Colombia, Perú, Ecuador y Bolivia) o 
en el MERCOSUR (Mercado Común del Sur) (Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay).  

En segundo lugar, en las estrategias de desarrollo dominantes es clave el sector externo: 
el aumento de las exportaciones es uno de los factores más relevantes para alimentar el 
crecimiento económico. Estas exportaciones dependen en una alta proporción de recur-
sos naturales, en todos los países (incluido Brasil). En varios casos, las exportaciones 
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están concentradas en unos pocos productos (que van desde el cobre de Chile a los hidro-
carburos de Bolivia). 

El aumento de precios de las materias primas explica en buena medida el crecimiento 
económico en estos países, y en especial los altos niveles de excedentes en Argentina (me-
diada por las exportaciones agroalimentarias) y Venezuela (basada del petróleo). Incluso 
en Brasil, aproximadamente el 40% de las exportaciones son productos primarios. El alto 
nivel de precios internacionales refuerza todavía más la estrategia de desarrollo más allá 
de sus costos sociales y ambientales. Fortalecidas de esta manera, no se generan muchos 
espacios para generar otras especializaciones productivas.  

De esta manera, casi todos los países actualmente sigue diversas variantes del “regio-
nalismo abierto” (Gudynas, 2005a). Esta es entendida como una vinculación regional 
como paso necesario para insertarse competitivamente en la globalización, ya que en 
esos mercados globales, sean los países industrializados o las naciones asiáticas, están 
los comprados de nuestras materias primas. Por lo tanto, los esfuerzos comerciales están 
volcados hacia los destinos globales para ampliar los mercados regionales y nacionales. 

Es posible distinguir distintas situaciones en la inserción internacional:
1) Inserción global con mínima integración regional: Chile
2) Inserción global con integración regional de baja intensidad: Perú, Colombia
3) Inserción global con integración regional como foros políticos: Argentina, Brasil, Boli-
via, Ecuador, Paraguay, Uruguay
4) Inserción global con intentos de articulación económica regional: Venezuela

Los intentos de integración regional son “blandos”, ya que se invocan fuertes metas pero 
los compromisos vinculantes son débiles o no se cumplen, mientas que los convenios 
comerciales son “rígidos”, en tanto establecen reglas precisas sobre cómo se estructuran 
los procesos productivos, el flujos de capitales, los derechos de propiedad intelectual, etc. 
(Gudynas 2005b). Este tipo de esquemas de integración no reducen la competencia entre 
los países y no permiten mejorar sus matrices productivas, y por lo tanto son funcionales 
a las condiciones que generan la pobreza. 

Los actuales bloques de integración demuestran algunos avances, pero a la vez expresan 
importantes limitaciones. Posiblemente el caso más complicado se observa en el seno 
de la Comunidad Andina, donde Venezuela se retiró, se ha desencadenado un serio con-
flicto entre Colombia y sus vecinos, y además son evidentes las divergencias comerciales 
entre los miembros. Pero entretanto, el MERCOSUR se mantiene como un acuerdo in-
tergubernamental, y no logra avanzar hacia una normativa supranacional. Esto explica 
que los acuerdos derivan hacia foros políticos, bajo una integración “blanda” donde se 
cumplen los acuerdos que no implican costos económicos o políticos, pero no se logran (o 
no se cumplen) compromisos más sustantivos. 

La posibilidad de una integración sudamericana, planteada inicialmente como Comu-
nidad Sudamericana de Naciones, apuntaba originalmente a una convergencia entre la 
Comunidad Andina y el MERCOSUR, más la participación de Chile, Surinam y Guyana. 
Si bien esa comunidad acaba de ser reconfigurada como Unasur (Unión de Naciones Su-
ramericanas), se ha desechado el compromiso de lograr esa convergencia de los actuales 
bloques bajo medidas vinculantes (lo que desencadenó la renuncia del primer secretario 
de esa unión). Existen de todos modos algunos intentos novedosos en el marco de la in-
tegración que puede ser utilizados con fines sociales, tales como el FOCEM (Fondo para 
la Convergencia Estructural del MERCOSUR). Entre los fines del fondo está el combate 
a la pobreza en un plano regional, pero que en realidad reproduce una medida compen-
satoria a una escala ampliada. Pero hasta que los acuerdos de integración regional no 
aborden la coordinación productiva no generarán efectos que pueden orientarse hacia la 
reducción de la pobreza, ya que persistirá su dependencia de las exportaciones hacia los 
cados globales.
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Otras medidas de coordinación y cooperación regional también son heterodoxas. Pon-
gamos el caso de una menor presencia de los apoyos y ayudas del BID, en relación al 
creciente papel de la Corporación Andina de Fomento (CAF). Un primer análisis podría 
indicar que estos cambios pueden ser beneficiosos para la región, en tanto pierde poder 
de influencia un banco multilateral claramente controlado por Estados Unidos. Pero el 
problema es que la CAF apoya esencialmente los mismos tipos de proyectos, tales como 
los corredores carreteros orientados a articular distintas zonas del continente hacia los 
mercados globales. Por lo tanto la naturaleza de la CAF, esencialmente en manos de na-
ciones latinoamericanas, no indica un cambio sustancial en su agenda de trabajo. Esta 
problemática también asedia a la propuesta del Banco del Sur, generado por varios países 
sudamericanos para financiar proyectos de desarrollo dentro del continente. Sin duda 
es un paso adelante contar con un instrumento de apoyo al desarrollo que esté genui-
namente en manos de las naciones sudamericanas, pero de todos modos permanece la 
necesidad de asegurar que ese banco contribuya a reducir la pobreza y la desigualdad.

Finalmente, en el plano global América Latina desempeña papeles menores, aunque 
Brasil está emergiendo como un potencial líder regional. Ese papel genera ciertas ten-
siones y exigencias frente a las naciones vecinas, en especial en el seno del MERCOSUR. 
Asimismo, en los foros globales de alguna manera Brasil representa a los demás países de 
la región, a veces de manera formal, y en otros casos de manera informal. Este papel de 
representación global es importante, en tanto muchas decisiones y normas propias de las 
instituciones y gobernanza global afectan las posibilidades de ensayar nuevas políticas 
para atacar la pobreza. Por lo tanto en muchos casos se espera, e incluso se exige que el 
gobierno Lula da Silva encare posturas más fuertes y reclamos más sustantivos en esos 
foros. Pero ese papel también desencadena tensiones. El ejemplo más reciente de roces 
con Brasil tuvo lugar durante el fracaso de las negociaciones ministeriales de la Ronda de 
Doha de la Organización Mundial de Comercio.

Este tipo de factores deja en claro que bajo las actuales condiciones de desarrollo tam-
bién estar firmemente ancladas en una cierta inserción internacional. Por esa razón, los 
intentos de abordar las políticas sociales deben necesariamente promover una reforma 
sobre este tipo de inserción internacional. 





Capítulo 4 
LAS RESPUESTAS EN 

POLITICAS SOCIALES Y POBREZA

La presente sección analiza las diferentes posturas sobre las políticas sociales en los 
países bajo gobiernos progresistas, considerando tanto los debates promovidos por los 
actuales gobiernos (y sus bases partidarias o de sus coaliciones), así como las discusiones 
frente a la sociedad civil. Los países considerados son Argentina, Bolivia, Brasil, Chile 
y Uruguay, con actualizaciones para el caso de Ecuador. Como casos de referencia y a 
los efectos de servir para comentarios comparativos, se considera la situación en Perú y 
Colombia. La información se sistematiza en diversas tablas que resumen, esquemática-
mente, la situación en cada país.

Los términos “políticas públicas” se utilizan en forma amplia y flexible, en referencia en 
especial a aquellas en manos del Estado, pero incluyendo las que pueden hacer actores no 
gubernamentales en cooperación o bajo acuerdos con el gobierno. Se consideran tanto las 
acciones en manos de los gobiernos nacionales, como en cualquier otra agencia subnacio-
nal (provincial, estatal, municipal, etc.). 

Asimismo, es conveniente recordar las distinciones entre políticas redistributivas y asis-
tencialistas. Se entiende como políticas redistributivas aquellas que buscan transferir 
recursos desde sectores de altos ingresos hacia los de menores ingresos, y que se aplican 
por medio de diferentes instrumentos, tales como impuestos o tasas diferenciales. Las 
políticas asistencialistas ofrecen respuestas de asistencia, apoyo o amparo a sectores 
considerados en riesgo, empobrecidos o afectados por diferentes tipos de problemas, sin 
que éstas impliquen necesariamente un cambio en los factores que originan esas condi-
ciones de riesgo.
 
En la discusión actual sobre cómo enfrentar la pobreza y la forma bajo la cual se ejecutan 
las políticas sociales existen tanto diferentes énfasis ideológicos dentro de la izquierda, 
como diversas formas organizar la gestión. Estos dos aspectos, las bases conceptuales y 
la gestión práctica, aparecen muy mezclados en el actual debate. Para evitar repetir esa 
confusión, se ha ordenado el análisis bajo diferentes tópicos, para avanzar paso a paso.

Las posturas frente a la pobreza

Los gobiernos progresistas han asumido en sus discursos que la pobreza, la margina-
ción y la desigualdad son problemas serios y que el Estado debe enfrentarlos. En todos 
los casos se asume tanto un cierto protagonismo estatal en esa temática, como distintos 
cambios conceptuales. En general se observaba una transición de un modelo de baja 
intervención estatal y alto optimismo mercantil, propio de las décadas de 1980 y 1990, 
a otro con un mayor protagonismo estatal, tanto bajo la forma de regulaciones como 
de intervención activa, acompañado por discursos sobre la necesidad de aumentar  
el gasto social. 

Estos cambios implican en muchos casos diferencias sustanciales frente a las bases con-
ceptuales defendidas por los gobiernos anteriores. En efecto, la tendencia que antes pre-
dominaba en los años de las décadas de 1980 a 1990 se ha aplicado un modelo privatizador 
y basado en el mercado para las políticas sociales. Esto ha sucedido tanto por intereses 
propios de los gobiernos de turno (en muchos casos, de corte militar autoritario), como 
por imposiciones y apoyos de los bancos multilaterales de desarrollo y otras agencias in-
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ternacionales. Bajo aquellas ideas los impactos sociales eran atacados mediante acciones 
de compensación. Algunos de aquellos gobiernos también alentaron ciertas formas de 
descentralización, especialmente a nivel municipal, por ejemplo transfiriéndoles funcio-
nes en educación y salud, pero sin otorgar apoyos financieros adecuados (generándose 
un traspaso de responsabilidades, pero sin un acceso proporcional a los fondos estata-
les). Los esquemas de asistencia focalizada, usualmente basados en pagos de dinero bajo 
ciertas condiciones, se generalizaron en varios gobiernos latinoamericanos, en muchos 
casos siguiendo los ejemplos de México y Chile. 

En cambio, los actuales gobiernos progresistas llegan al poder presentándose como un 
cambio frente aquellas tendencias, y en algunos casos una ruptura sustancial. En gene-
ral, estos gobiernos parecen seguir la transición hacia un modelo de “tercera generación” 
en las políticas sociales, basado en los siguientes aspectos: “un papel compartido y equi-
librado entre el Estado, mercado y comunidad y familias”, donde el “Estado  mantiene 
su importancia y asume nuevas responsabilidades regulatorias, nueva gestión en red y 
gobierno electrónico”, una ampliación del gasto social con su reestructuración y mejor 
eficiencia, sumándole nuevas políticas sociales que sean multisectoriales, ampliándolas 
a nuevos actores sociales, como mujeres y niños (Arriaga, 2006). Pero una vez más exis-
ten diferencias, tal como se verá más adelante. 

De todos modos, la novedad política progresista promueve una discusión sobre cómo 
incorporar medidas que se enfocan hacia las causas de la pobreza y la desigualdad, pero 
esto implica tensiones con las estrategias productivas y las políticas de desarrollo en cada 
país, generándose un debate que apenas está comenzando.

Los gobiernos progresistas han desencadenado otro cambio sustancial al dejar práctica-
mente sin espacio aquellas discusiones que consideraban que la pobreza era debida a una 
abundancia de recursos, y cierta pereza o holgazanería propia de los latinoamericanos. 
En efecto, en la década de 1980 y 1990 se analizaban modelos que consideraban un de-
terminismo geográfica, donde la abundancia de recursos en los países tropicales des-
encadenaba un desinterés en el trabajo, la cooperación y se abandonaba la innovación, 
cayendo en posturas casi racistas sobre la situación en América Latina (con su punto 
culminante en reportes del BID de 1997 y 1998; por ejemplo, Gavin y Hausmann, 1998). 

Más allá de las acciones concretas, es importante recordar que muchos actores claves en 
los gobiernos de izquierda han contribuido a la reformulación de las políticas sociales. Lo 
han hecho desde los movimientos sociales (tales como las organizaciones que trabajan 
en temas de pobreza, educación, el movimiento de mujeres, etc.), la academia, ONGs o 
bien desde las propias agencias gubernamentales. Por lo tanto, los gobiernos progresis-
tas llegan al poder en circunstancias de un fuerte debate y transformaciones sobre las 
políticas sociales.

Así como ha sido importante el aporte de los activistas sociales, algunos gobiernos pro-
gresistas se deben a diferentes grupos étnicos, y esto ha derivado en un mayor recono-
cimiento de naciones multiculturales. De todos modos no se abandonan los límites del 
Estadonación o la identidad común de los grupos, aunque cuando aparecen las amenazas 
de desintegración territorial (como en Bolivia), se buscan formas de negociación y de 
consenso (Mota Díaz y Catani, 2004).

Por lo tanto se observan virajes hacia modelos revisados, con una mayor presencia es-
tatal, aunque puede permanecer su funcionalidad mercantil y su énfasis individual. La 
cuestión clave en este momento es que incluso un gobierno que se autodefina como pro-
gresista, y apueste a una fuerte intervención estatal, puede caer en una gestión de todos 
modos dependiente del mercado.

Esta mezcla de persistencias, novedades y transiciones, hace que las medidas que se 
observan actualmente son muy diversas y heterodoxas. Como ejemplos de estas situa-
ciones, se pueden mencionar algunos casos. En Brasil se observa que varias medidas del 
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gobierno Lula se basaron en planes ejecutados por la anterior administración de Fernan-
do Henrique Cardoso.
  
Los programas actuales están revestidos de justificaciones conceptuales diferentes, 
pero muchas de las acciones son continuación de las anteriores, aunque ahora ejecutadas 
con mucha mayor cobertura y con un impacto mucho mayor. ¿Los programas actuales 
son iguales a los anteriores? Solo en parte, ya que en realidad hay algunas similitudes 
pero su ejecución y efectos son mucho más enérgicos. ¿Estos programas actuales ofrecen 
cambios radicales? En general no representan un cambio radical, pero ejemplifican una 
transición que busca apuntar en otro sentido.

Otro caso, aunque diferente, se puede ilustrar con Uruguay. En efecto, el gobierno del 
Frente Amplio aceptó usar mecanismos de compensación con pagos monetarios, pero 
el programa que se organizó muestra diferencias sustanciales con los ejecutados por los 
anteriores gobiernos. La izquierda uruguaya incluso creó un nuevo Ministerio de Desa-
rrollo Social, para implantar un “plan de emergencia” con una focalización bastante fina 
y logra buenos resultados en poco tiempo.

Pero en los dos casos, Brasil o Uruguay, se mantiene el apego al estilo de desarrollo de 
base material, volcado a las exportaciones, y con enormes dificultades para relacionarse 
con la agenda de demandas y preocupaciones de los nuevos movimientos sociales. Asi-
mismo, persiste una estrategia económica más o menos convencional.

Estos hallazgos indican que los gobiernos progresistas aplican un conjunto heterodoxos 
de conceptos de medidas. Se registran algunas permanencias, varias transiciones hacia 
nuevos marcos de acción y algunos cambios sustanciales. Por lo tanto se mezclan re-
mantes de los viejos instrumentos neoliberales junto a algunos intentos de innovación. 
Asimismo, las invocaciones en los discursos son por lo general muy ambiciosas, pero las 
medidas prácticas son en muchos casos más modestas, y no son ajenos los problemas 
de gestión. A su vez, en los países bajo gobiernos conservadores, como Perú y Colombia, 
también están en marcha diversos programas sociales que apuntan a la pobreza. Las ba-
ses conceptuales y las expresiones discursivas son muy diferentes entre esos gobiernos 
conservadores frente a los progresistas, pero las aplicaciones prácticas y los programas 
en marcha en varios casos tienen muchas semejanzas y las diferencias se reducen.

El papel del Estado

Los gobiernos progresistas le han asignado al Estado un papel central en el combate con-
tra la pobreza. Esta postura es tanto una consecuencia de sus posturas ideológicas como 
una reacción al desmantelamiento estatal de décadas anteriores.  Una vez reconocido 
este importante cambio es necesario indicar que se observan dos vertientes teóricas en 
cómo atender las políticas sociales, en el sentido de cuáles son los actores claves y los 
agentes que deben actuar. Las posturas se pueden ordenan entre dos extremos:

El primero está basado en acciones predominantemente Estatales, que asume que las po-
líticas sociales son básicamente un asunto gubernamental, que se cuenta con los técnicos 
y tomadores de decisiones que tienen el conocimiento suficiente y efectivo sobre los pro-
blemas, y que generan una gestión adecuada para enfrentarlos, usualmente con medidas 
de amplia cobertura. A su vez, los destinatarios no dispondrían de muchas opciones, y 
deben aceptar esta oferta estatal. La provisión de servicios de asistencia debe ser igual 
para todos. Los excluidos son incorporados poco a poco. Se asume que las decisiones que 
toma el gobierno son acertadas y legítimas porque reflejan la voluntad del pueblo que fue 
quien los eligió. Esta forma de actuar da por supuesto que las decisiones públicas tienen 
por objetivo siempre favorecer el bienestar de la comunidad. 

La segunda perspectiva se basa en acciones de diversos actores sociales, tanto Estatales 
como no-Estatales. Esta perspectiva se ha ampliado en los últimos años, buscándose 
la participación de un conjunto más amplio de actores y de mayor intervención desde 
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los destinatarios. En algunos casos se les otorgan subsidios o 
apoyos para que éstos a su vez puedan llevar adelante sus pro-
pias prácticas para enfrentar los temas sociales; incluso se re-
quieren medidas de contraprestación o copagos como medida 
de involucramiento. Este tipo de acciones se identifica con la 
afirmación de que una política pública exitosa es aquella que 
tiene flujos de información y acción que son desarrollados por 
el sector público con la participación de la comunidad y el sector 
privado (Franco y Lanzaro, 2006). Sin dudas en este sentido 
es que juega un gran papel la sociedad civil y las ONG de base 
ciudadana en las políticas ciudadanas.

Entre estos dos extremos se pueden ubicar los diversos países. 
Por ejemplo, apuntando a la primera postura de predominancia 
estatal se encuentran Uruguay y Chile, mientras que Brasil po-
dría ubicarse en un punto intermedio, ya que posee programas 
de predominancia estatal como otros con fuerte intervención 
de otras organizaciones. En efecto, esa segunda postura se re-
gistra en algunos mecanismos brasileños, como por ejemplo 
la cooperación entre el Ministerio de Desarrollo Agrario y los 
agricultores familiares.

En el caso boliviano hay una apelación a la participación de los 
movimientos sociales, pero los programas en marcha están 
esencialmente administrados por el gobierno. En Argentina, de 
alguna manera puede decirse que existe una descentralización 
importante ya que las ayudas de los llamados “planes” se admi-
nistraban en muchos casos localmente, aunque se ha advertido 
que esa regulación era una intervención de hecho del poder polí-
tico y servía al clientelismo. 
 
Es importante advertir que en muchos casos si bien las ONGs 
participan de esas acciones, son comunes las situaciones 
donde son meros proveedores de servicios bajo contratos 
con el Estado. Esto se asemeja mucho más a una terceri-
zación en las tareas, ya que las organizaciones sociales no 
participan sustantivamente en el diseño o evaluación de las 
acciones que emprenden. Este problema no está restringido 
a los gobiernos progresistas, ya que también se observaba en el pasado. Sin embargo 
se esperaba que los nuevos gobiernos rompieran con esa tradición y permitieran una 
participación mucho más activa de las organizaciones ciudadanas activas en la lucha  
contra la pobreza. 

También se ha observado que algunas organizaciones ciudadanas claves se han debi-
litado, sea por la pérdida de integrantes destacados que ahora trabajan en un gobierno 
como por la dependencia de fondos desde el aparato estatal. De manera similar, en el 
caso de sindicatos también se están produciendo cambios importantes en sus roles 
ante las cuestiones sociales, en tanto varios de ellos apoyan decididamente a los go-
biernos de izquierda (especialmente en Argentina y Brasil). Sea por un camino, como 
por otro, se reducen las posibilidades de acción independiente y fiscalización de las  
políticas públicas.

Los desencadenantes de la pobreza

También se discute en el seno de los gobiernos y la sociedad los fenómenos que explican 
la pobreza. En el seno de los países bajo gobiernos progresistas se observa una discusión 
que puede describirse como ordenada entre dos extremos, a saber: 
1) Determinación “externas” de la pobreza. Se asume que los procesos claves en des-
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encadenar la pobreza corresponden al “resto” de la sociedad, la que impone explícita, o 
implícitamente, diversas barreras, condicionalidades y procesos que reproducen conti-
nuamente la pobreza y la exclusión. Parte de estas determinantes de la pobreza serian las 
reglas del juego impuestas mediante procesos democráticos por las elites económicas y 
políticas de la región, las que derivan en arreglos económicos, políticos y sociales sesga-
dos que favorecen a unos pocos.

2) Determinaciones “internas” de la pobreza. Se entiende que la pobreza se debe a alguna 
limitación propia de los individuos pobres, tales como falta de educación, desempleo, 
locación geográfica inadecuada, introyección cultural de roles sociales desde la tempra-
na socialización, etc. En casos extremos hasta se argumenta que un porcentaje de esos 
pobres nunca lograrán salir de su estado (movilidad social inelástica). 

Bajo la perspectiva de los factores “externos”, las políticas sociales se deberían enfocar en 
corregir, reformar y modificar radicalmente los procesos que determinan la exclusión. 
Bajo esta idea, los pobres o excluidos tienen la potencialidad de salir de esa condición, 
y son un conjunto de factores externos los que lo impiden. Algunos enfatizan determi-
nantes económicos, otros una herencia cultural, algunos afirman que la democracia for-
mal representativa impide cambios más profundos, etc. Diversos analistas y activistas 
sostienen que en esos grupos existirían saberes dominados o dormidos que podrían ser 
liberados. Bajo esta mirada, el énfasis está tanto en los sujetos pobres como en toda la 
sociedad para lograr liberar esas dinámicas. 
 
Bajo la perspectiva de los factores “internos” las políticas sociales deberían llegar direc-
tamente a los pobres desde diferentes niveles de intervención (incluyendo desde accio-
nes participativas y respetuosas, a aquellas que abiertamente apuntan a transformar la 
cultura, aduciendo por ejemplo la necesidad de instalar “hábitos de trabajo”). De alguna 
manera es una visión que puede caer en posturas fatalistas, donde se asume que hay una 
cultura inherente de la pobreza, que los pobres por sí solos no logran romper, y deben por 
lo tanto recibir una asistencia externa. La dinámica social y económica del resto de la 
sociedad queda en segundo lugar, y se concibe que los problemas claves se generan desde 
dentro de los propios sectores empobrecidos.

Claramente los gobiernos de izquierda en sus posturas conceptuales están más cercanos 
a la primera opción, pero la invocación a los factores internos no son raras. Se observan, 
por ejemplo, en las reacciones frente a las demandas de los pueblos indígenas (ilustradas 
por las resistencias de la administración Lula a esos reclamos), así como en los planes 
para enfrentar la violencia urbana (que frecuentemente coquetea con mayor represión y 
una criminalización de los pobres).

Varios gobiernos aplican programas convencionales de asistencia a los sectores más 
pobres basados en pagos en efectivo contra ciertas condiciones. Los más conocidos son 
Bolsa Familia (Brasil), Jefes y Jefas de Hogares (Argentina), Chile Solidario (Chile), PA-
NES (Uruguay) y Juancito Pinto (Bolivia).  Son esfuerzos más o menos focalizados, que 
brindan una asistencia financiera condicionada a requisitos que usualmente residen en 
asegurar la educación de los hijos y la atención de su salud. 

Un ejemplo ilustrativo de estos programas es Bolsa Familia de Brasil, que se ha converti-
do en uno de los programas de asistencia más grandes del mundo, cubriendo un estimado 
de 11 millones de familias. El programa asiste a núcleos familiares con hijos de hasta 15 
años, para franjas de pobreza (estimada en ingresos menores a 120 reales por mes) y 
extrema pobreza (ingresos menores a 60 reales por mes). La transferencia se basa tanto 
en el núcleo familiar como en el número de hijos (con un máximo de 3 hijos), y oscila entre 
los R$ 58 a R$ 112 por mes (Vera Soares y colab., 2007).

Bolsa Familia ha tenido éxito en reducir la pobreza, y en generar un aumento del poder 
adquisitivo de los sectores pobres. La evaluación de esa reducción es motivo de contro-
versia, ya que algunos analistas la califican de modesta y subrayan las similitudes con 
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los programas implementados por el anterior gobierno de Fernando H. Cardoso. Bajo la 
administración Lula da Silva el programa incorporó las ayudas escolares (Bolsa Escola), 
la asistencia en alimentación (Fome Zero y Bolsa Alimentación) y ayudas para la compra 
de gas embotellado (Vale Gas).

Pero también debe reconocerse que los planes anteriores no fueron muy efectivos, ya 
que los niveles de pobreza extrema se mantuvieron más o menos estables entre 1995 y 
2003. La dinámica brasileña hasta ese entonces era conseguir reducciones en los niveles 
de pobreza en los años pre-electorales, pero usualmente seguidos de un deterioro como 
efecto rebote al año siguiente. El programa Bolsa Familia parece haber logrado romper 
con esa cadencia, imponiendo una reducción sostenida de la pobreza, y a la vez contri-
buyó a un aumento del poder de ingreso en los sectores populares desencadenando una 
mejora del consumo. La efectividad de las condicionalidades es motivo de discusión, así 
como el posible efecto de este esfuerzo en los resultados electorales. Actualmente está 
en consideración la expansión del programa a familias con adolescentes de mayor edad 
para reforzar su permanencia en la educación secundaria.

Lo interesante de estos programas es que las primeras propuestas del equipo de Lula da 
Silva apuntaban a efectos más profundos en las políticas sociales. Un claro ejemplo de 
esas intenciones fue Fome Zero, que se suponía permitiría mejorar la seguridad alimen-
taria y reducir los problemas de nutrición y acceso a una canasta básica de alimentos. Sin 
embargo, un examen atento de los documentos de Fome Zero muestra que existían por lo 
menos dos visiones sobre el problema alimentario en Brasil: una apuntaba a las dificul-
tades en la distribución y producción de alimentos, y la otra a la capacidad de compra de 
esos alimentos. Las diferencias no se resolvieron, y ninguna de estas posturas se articuló 
adecuadamente con una propuesta de reforma de la producción agropecuaria, que siguió 
volcada al agronegocio y la exportación. Estos problemas en los diseños conceptuales y 
en la implementación, desembocó en la inefectividad de Fome Zero y su fusión dentro de 
Bolsa Familia.

Un caso de fina focalización fue el Plan Nacional de Emergencia Social (PANES) de Uru-
guay que apuntó específicamente a personas en situación de indigencia, pero se apoyó en 
un enfoque más amplio e integral, incorporando aportes en dinero, apoyo alimentario, 
asistencia en salud y alojamiento para individuos en situación de calle. El plan incluyó 
varios programas, tales como un fondo de iniciativas locales, proyectos de opción pro-
ductiva, atención a los sin techo, brindar “rutas de salida” para la condición de pobreza, 
acciones específicas con recolectores informales de desperdicios urbaos, y mejoramien-
to de la vivienda. Se otorgaban pagos (bajo la denominación de Ingreso Ciudadano), de 
$ 1360 pesos uruguayos, requiriéndose cumplir obligaciones sobre salud y educación de 
los niños. El programa logró un buen ajuste en sus destinatarios, alcanzando unos 71 mil 
hogares, más de la mitad de ellos indigentes, y donde un 58% de los adultos beneficiados 
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eran mujeres (MIDES y Banco Mundial, 2008). Este programa estuvo además acotado 
en el tiempo, entre 2005 y 2007, y fue reemplazado por el Plan de Equidad de mayor 
horizonte temporal, incorporando a individuos en condiciones de pobreza y concebido 
como una red de protección (Midaglia y Antía, 2007).

Este tipo de dificultades se repiten de manera similar en casi todos los gobiernos de iz-
quierda. Los análisis conceptuales sobre las dinámicas que explican problemas sociales 
tienen algunas limitaciones y claroscuros, y eso lleva a planes de acción donde se generan 
limitaciones y trabas en su implementación, que sumadas a la burocratización generan 
muchas ineficiencias. En tanto esos planes no son efectivos, rápidamente se deriva a ins-
trumentos convencionales, usualmente basados en asistencias más o menos focalizadas, 
y dependientes de transferencias monetarias. Son mecanismos más sencillos, con efec-
tos inmediatos y palpables, y por lo tanto se los muestra en los medios de comunicación. 
Estas medidas son importantes, ya que resuelven dramas inmediatos, pero también es 
cierto que no afectan las dinámicas centrales que originan la pobreza. Entonces, más allá 
de los discursos y las ideas invocadas, en muchos casos persiste y se reproduce una visión 
de la pobreza como un asunto esencialmente monetario basado en el ingreso y la capa-
cidad de compra. Otros aspectos, como la educación o la salud, se vuelven secundarios a 
esos objetivos.

En Argentina, se debe mencionar el Programa Jefas y Jefes de Hogar Desocupados que 
superó los 1,8 millones de personas en 2003. Este es un programa que maduró en plena 
crisis argentina, entendido como acciones de emergencia. Como la administración de N. 
Kirchner promovió la salida hacia nuevos programas, en 2007 fueron atendidos 757 mil 
personas. Entre las nuevas alternativas se destaca el Programa Familias por la inclusión 
social (Familias), también con transferencias monetarias condicionadas a cumplir exi-
gencias en salud y educación; es un programa más restrictivo y enfocado en situaciones 
más apremiantes. Se implanta un Seguro de capacitación y empleo (SCyE) para atender 
la reinserción laboral. El Plan Nacional de Seguridad Alimentaria (PNSA), conocido 
también como “El hambre más urgente”, si bien se inició desde ONGs y actores empresa-
riales, se transformó en política de Estado. También se incorporaron diversos planes de 
acción provinciales (Cruces y colab., 2008). La transferencia de recursos es importante; 
el total acumulado de programas nacionales y  provinciales pasaron de 2 5500 millones 
pesos argentinos en 2002, a 3 417 millones en 2006 (Cruces y colab., 2008).

Los programas sociales también sufren de críticas y trabas políticas que entorpecen sus 
aplicaciones. Por lo tanto, el propio programa de acción social se convierte en el centro del 
debate político – partidario. Por ejemplo, las reformas intentadas por el gobierno de Evo 
Morales han sido cuestionados tanto por la derecha, como por la izquierda. Los cuestio-
namientos por la derecha son de tipo convencional; las críticas por la izquierda insisten 
en que las relaciones económicas no han sido transformadas, y que algunas medidas muy 
publicitadas por el gobierno en realidad no implican modificaciones suficientes o reales 
(tales como los cambios en el marco normativo sobre la propiedad de la tierra y sus usos 
productivos, o los alcances reales de la reforma del sector hidrocarburos). CEDLA ha 
realizado un amplio análisis de estas posturas (ver por ejemplo, CEDLA, 2006). 

Intentos y avances en otras políticas sociales

En otros campos relacionados con el combate a la pobreza las respuestas también son 
diversas. Por ejemplo, en el terreno laboral se repiten las limitaciones en el caso chileno, 
pero con la novedad de debates y protestas de algunos tipos de trabajadores (especial-
mente los tercerizados). Las modificaciones han sido muy moderadas en Brasil, inclu-
yendo regulaciones parciales sobre tercerizaciones, aumento de la cobertura formal a 
los trabajadores, pero persisten los problemas de precarización e incluso trabajo esclavo. 
En Argentina se desarrollan negociaciones salariales directas, pero de todos modos la 
actividad sindical permanece condicionada (por ejemplo, los gobiernos Kirchner siguen 
sin reconocer a la Central de los Trabajadores Argentinos). En Uruguay, el gobierno de 
izquierda introdujo cambios de mayor envergadura en comparación con la situación 
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anterior, incluyendo la reinstalación de consejos de negociación salarial por sectores, 
regulaciones mayores para las tercerizaciones, cobertura del trabajo doméstico y otras 
ventajas (Ermida Uriarte, 2007).

Las posturas de los gobiernos progresistas frente a los sistemas de jubilaciones y pen-
siones son más complejas. Recordemos que las reformas en los sistemas de pensiones y 
seguridad social tuvieron lugar en los anteriores gobiernos y afectó de diferente manera 
a los países. Los sistemas públicos tradicionales se modificaron siguiendo dos caminos: 
en unos casos fueron reemplazados por uno privado, mientras que en otros coexistieron 
el mecanismo público de reparto con el sistema privado. La substitución completa hacia 
un sistema privado tuvo lugar en Chile y Bolivia; en Perú y Colombia se reformó el siste-
ma público y abrió la competencia con empresas privadas; se mantuvo un sistema mixto 
público y privado en Argentina, Ecuador y Uruguay; mientras que en Brasil y Paraguay se 
realizaron reformas sobre el sistema público (Castiglioni, 2005; Mesa-Lago, 2004). 
 
En este contexto en Argentina y Uruguay se ha buscado fortalecer el sistema público de 
reparto, y se han abierto mecanismos para reingresar en éstos desde las empresas priva-
das, se ha mejorado la efectividad de la recaudación y de la prestación de servicios. Una 
reforma provisional progresista no ha avanzado en Brasil. La necesidad de esas reformas 
recién comienza a ser reconocida, en especial por las demandas de sistemas de pensión 
universales, y por la presión de una población cada vez más envejecida en Argentina, 
Chile y Uruguay.

En el caso de las acciones en el terreno educativo los avances han sido muy modestos o 
inexistentes en algunos países. Ha tenido lugar una reforma normativa en Argentina, se 
están dando los primeros pasos de modificaciones en Uruguay, mientras que en Chile 
se han repetido las protestas estudiantiles. En general los gobiernos de izquierda han 
reafirmado principios generales vinculados al derecho a la educación e intentan mejorar 
la eficiencia. En Argentina se ha restaurado una estrategia anterior (ciclos educativos), 
mientras que las discusiones en Uruguay no logran avances concretos. En Chile se 
mantienen los debates sobre el modelo de municipalización y pagos por alumno, pero 
el gobierno Bachelet no modifica la esencia del sistema y la separación entre los espa-
cios educativos estatales y privados. En todos los países se intenta avanzar por medio 
de mayores consultas, y se destaca como hecho positivo que se debilitaron los esquemas 
de gerenciamiento centralizado y tecnocrático. En esos países los sindicatos del sector 
educativo han logrado tener una mayor influencia (Bentancur, 2007). 

En las políticas sociales en el medio rural los claroscuros posiblemente son más agudos. 
Los gobiernos de los grandes agroexportadores (Argentina, Brasil y Uruguay) apuestan 
a la agroindustria y la producción intensiva, lo que desencadena severos impactos sobre 
los pequeños agricultores. Por ejemplo, el gobierno Lula decidió, en junio de 2008, au-
mentar a unos US$ 40 400 millones los fondos disponibles para inversiones dedicadas 
a la agricultura y ganadería en la zafra 2008-09. Pero estos fondos en su gran mayoría 
recalan en la agroindustria y grandes productores rurales, mientras que la asistencia 
específica para la agricultura familiar es de aproximadamente US$ 7 500 millones (casi 
seis veces menos). En Argentina, el gobierno ha promovido las exportaciones de granos, 
especialmente soja, en tanto por medio de la aplicación de un impuesto a sus exporta-
ciones, alcanzaba importantes recaudaciones. Sin embargo, siguiendo ese camino se 
abandonaron las acciones de asistencia y apoyo a los pequeños productores y agricultores 
familiares, ganaderos, y enclaves de economías campesinas. Entretanto, en Uruguay se 
mantiene el sector agroexportador intensivo, mientras el gobierno paralelamente aplica 
compensaciones y asistencias a los agricultores más afectados. No se pone en entredicho 
la naturaleza del proceso productivo, sino que se toman parte de sus excedentes para 
generar medidas de compensación entre los más empobrecidos.

Finalmente, también deben atenderse los problemas en la eficiencia y efectividad en la 
aplicación de los programas contra la pobreza. A lo largo del reporte se mencionan estas 
dificultades, ya que aquejan a todos los gobiernos progresistas en diferente grado, donde 
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posiblemente los problemas mayores se observan en Bolivia. Existen sectores que en 
varios países muestran estos problemas, y entre ellos se destacan los programas sociales 
sobre vivienda (su nivel de performance es muy bajo en Argentina, Bolivia, Brasil y Uru-
guay, por lo menos). 

De todos modos, las denuncias sobre ineficiencia, incompetencia e incluso sobre corrup-
ción, en la gestión de planes gubernamentales debe ser manejado con cuidado ya que en 
muchos casos son alimentadas por partidos políticos de oposición.

Gerenciamiento versus políticas

Como producto del debilitamiento de las discusiones sobre estrategias de desarrollo, se 
ha debilitado el componente de planificación y elaboración de “políticas” de las políticas 
sociales, tal como se indicó arriba. Esto ha desembocado en ambigüedades entre los con-
ceptos de políticas y gerenciamiento.

En los últimos años el uso más difundido reduce las “políticas públicas” a una “gestión”, 
en el sentido de gerenciamiento, y que depende esencialmente del gobierno. Bajo esta 
idea la concepción de la “política” como discusión pública y plural se desvanece, y es 
reemplazada por un “gerenciamiento” (gestión, management) que usualmente está en 
manos de expertos, quienes tienen el conocimiento y experticia necesaria y suficiente 
para llevar adelante las acciones. Asimismo, esto genera superposiciones y confusiones 
entre los espacios institucionales que proveen posibilidades para las políticas sociales, 
tales como el mercado o el Estado, el individuo o las familias. Pero el reduccionismo en 
algunos casos avanza más, en tanto se concibe que las “políticas públicas” como gestión 
no deben estar contaminadas por la discusión política. 

Es relevante el caso de Argentina, donde se aplican planes similares al brasileño Bolsa 
Familia. A partir del año 2003 se introdujeron cambios en la definición de la política 
social sobre la base de argumentos como evitar el “clientelismo político”, generar “tra-
bajo” desde la política economía y no desde la “ayuda social” etc. se constituyó la política 
social del gobierno (según el reporte de Alvares y Cross). Esta marcó, en términos de sus 
impulsores, un “giro productivista” frente al “enfoque asistencialista” de la etapa de años 
anteriores. En esta definición se retomaron algunos ejes del proceso de movilización 
anterior en el que se postulaba al trabajo como “herramienta” de inserción social y se 
sostenía la “indignidad” de los planes sociales. Pero también, se recuperaron las reco-
mendaciones de los organismos multilaterales de crédito, como el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID) y el Banco Mundial (BM), que controlaban la adjudicación de fondos 
indispensables para sostener los programas de la “emergencia”. De acuerdo con los/as re-
presentantes de estos organismos la política social debía dirigirse a generar “autonomía” 
y no “dependencia del Estado” a partir de la generación de “capital social” o impulsar el 
“empoderamiento de los pobres”. 

En Bolivia se ha diseñado un Plan Nacional de Desarrollo, bajo el título “Bolivia Digna”, 
donde se apunta a superar los problemas de marginación y exclusión social bajo el diseño 
de una política de amplia cobertura. Esta opción se basa en recuperar capacidades tanto 
individuales como comunales, con el objeto de promover su inclusión social, el ejercicio 
pleno de sus derechos y el mejoramiento de su calidad de vida. A partir de esas metas 
se generó una Estrategia de Protección Social y Desarrollo Comunitario, cuyo objetivo 
central es reducir la extrema pobreza en los municipios de menor consumo. El diseño po-
lítico de la estrategia es integral y holístico, buscándose revalorar los derechos, construir 
el poder social, incluir a los sectores excluidos y valorar los saberes y valores culturales 
(según el reporte de Carmen Ledo).

Políticas sociales como reparación 

Siguiendo con la idea de un creciente individualismo en las sociedades latinoamerica-
nas, se llega a una visión de la pobreza anclada en el individuo. Por lo tanto, la respuesta 
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desde la justicia social es buscar una “reparación”, que se basa en la idea de “reparar” las 
“imperfecciones” en la sociedad. El motor de las acciones no es una concepción colectiva 
sobre los derechos, sino que se basa en una obligación moral del individuo, y desde allí se 
incorpora al Estado, para atender o asistir al pobre o desamparado. Los pobres y excluidos 
adquieren el papel de “víctima”, que reclaman por un “daño”. Algunos mensajes desde la 
izquierda contribuyen a esta postura con la evocación de las “víctimas del capitalismo”.

Bajo esta idea las políticas sociales pasan a tener un enfoque esencial en la indemnización. 
La redistribución basada en derechos se reduce, y en todo caso se establece una lógica de 
reciprocidad asistencialista. Expresado de otra manera, las políticas sociales se convier-
ten en un sistema de seguros para manejar el riesgo, y se paga a aquellos que enfrentan 
los “accidentes” de caer en la pobreza. Apelando a este símil con el asistencialismo o los 
seguros, las políticas sociales se vuelven una cuestión técnica, y no un problema de va-
lores (las políticas sociales como cuestión de valores necesitan de esas técnicas, pero no 
pueden quedar restringidas a ellas). Se refuerza entonces el papel de los “gerentes” como 
técnicos encargados de estos asuntos.

El pobre como víctima y los derechos

Las políticas sociales entendidas como reparación desembocan en entender al pobre 
como una “víctima”. Esta visión persiste en las discusiones actuales, y conlleva el proble-
ma que las personas dejan en segundo lugar o abandonan su condición de “ciudadano”, 
ya que no se reconoce la problemática de los derechos, no se alienta la demanda y defensa 
de esos derechos, ni se responsabiliza adecuadamente a los Estados por su incapacidad 
en asegurar esos derechos.

Esta identificación con la victimización se realiza tanto desde un discurso que en algunos 
puntos puede ser compartible (por ejemplo, señalar a los pobres como “víctimas” de la 
economía contemporánea,  de relaciones laborales perversas, etc.), pero de todos mo-
dos conlleva el riesgo de minimizar los potenciales de las personas para poder superar 
esas condiciones de pobreza.  Si bien el concepto puede ser aplicado en condiciones de 
catástrofes (inundaciones, terremotos, etc.), desplazamiento (en el conflicto interno co-
lombiano), se ha caído en un caso exagerado. 

Otro aspecto problemático del pobre como víctima es que potencia la mirada individual. 
Las víctimas son personas individuales, o a lo sumo grupos. Por lo tanto se reduce o debi-
litan los aspectos colectivos.

El pobre como víctima permite un discurso gubernamental simplista, que se expresa por 
ejemplo por las alusiones a un gobierno que “rescata”, “ayuda” o “asiste” a las víctimas, 
revestido de ciertas dosis afectivas y emotivas, y con muchos riesgos de cooptación para 
fines electoralistas. Los instrumentos predilectos bajo la mirada de la victimización son 
las estrategias de reparación señaladas arriba.

Es importante advertir que bajo esta concepción no se cuestionan o rechazan los dere-
chos en sí mismos, sino que el énfasis pasa a estar en una moral individual que mantiene 
obligaciones con el resto de la sociedad. En el mismo sentido opera la proliferación de los 
“derechos del consumidor”, donde se privilegia el rol de los individuos como “consumi-
dores” en el mercado, antes que como ciudadanos.

Asimismo, la perspectiva centrada en el individuo puede caer en acciones que atacan la 
pobreza bajo la visión convencional centrada en lo que se consideran falencias o debilida-
des en el sujeto pobre, tales como mejorar el nivel de educación. Pero de nuevo se cae en 
una situación donde se debe capacitar a los pobres, y en ellos residen las principales tareas 
para salir de su condición de pobre. En muchos casos el objetivo ni siquiera es mejorar los 
saberes individuales, sino simplemente que logren ser obreros que puedan acceder a una 
capacitación más compleja. En otros casos se los potencia como agentes económicos, sea 
por ingresarlos en el mercado, intentar convertirlos en PYMEs (pequeñas y medianas 
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empresas), otorgarles créditos, promover la economía informal (a lo Hernando de Soto). 
Bajo estas perspectivas se deteriora la perspectiva de los derechos humanos aplicadas a 
los sectores empobrecidos. 

Reparación y finanzas

Bajo la reparación el problema central de la pobreza es financiar los sistemas de indemi-
nización de las víctimas, y no los cambios en las relaciones sociales o económicas, o en 
las estrategias de desarrollo que genera la pobreza. El financiamiento de los sistemas de 
pensiones y jubilaciones, la salud, la educación, etc., se vuelve el tema central, y sirven 
además como justificativo para indicar que el gobierno de turno está intentando hacer 
algo, pero que no puede lograr mejores resultados por carecer de fondos suficientes. De 
esta manera, los resultados fiscales de cada gobierno se vuelven determinantes para 
mantener o no los diferentes programas sociales.

Esta situación obliga reconsiderar los sistemas tributarios existentes en América Latina, 
donde persisten bajos niveles de recaudación, cobertura y eficiencia. Asimismo, en el 
caso de los sectores extractivistas volcados a la exportación es común que se brinden 
exoneraciones de impuestos a las empresas transnacionales como forma de “atraer” la 
inversión, con lo que se reduce todavía más la recaudación (esto ocurre en Chile, Ecuador, 
Brasil, Uruguay, mientras que hay algunos intentos en algunos sectores en Argentina y 
Bolivia). Entonces se desemboca en un estilo de desarrollo que siempre tiene problemas 
de recaudación, con fondos siempre insuficientes para poder enfrentar los impactos so-
ciales y ambientales que genera.

De esta manera casi no hay lugar para volver a debatir sobre las concepciones de justicia 
y los derechos ciudadanos, ni sobre las estrategias de desarrollo. En otras palabras, se 
discute sobre las consecuencias, pero no sobre las causas de la pobreza. En muchos casos 
esto lleva a que la lucha contra la pobreza queda de rehén de la situación fiscal del país, y 
se desvanece considerarla como un asunto de derechos o justicia. Esta postura además 
refuerza la visión de la pobreza como una cuestión esencialmente económica (nivel de in-
greso), y sus indicadores monetarizados. Por lo tanto es funcional a las acciones clásicas, 

GRUPOS VULNERABLES Y POBLACIONES OBJETO
Sonia Alvarez Leguizamón

A la par de la internacionalización del mercado y del aumento de la competencia, el trabajo se 
vuelve el blanco principal de una política de reducción de costos de producción. La seguridad 
contra el riesgo social se vuelve una política de foco individual, familiar o comunal, o se traslada 
al mercado para los “pudientes”. La protección social ya no remite a una cuestión de derechos 
y queda ahora librada a la pertenencia a categorías o grupos sociales específicos que deben ser 
detectados por los expertos. En la focopolítica no es la condición de ciudadano o de trabajador la 
categoría que ubica a las personas como sujetos de intervención, sino la de “grupos vulnerables” 
o “poblaciones objeto”. Como contracara, los individuos y las familias experimentan una relativa 
autonomía con relación a las anteriores formas de tutela del Estado Protector y del contrato labo-
ral, pero que se traduce, en estos casos, en un aumento de su vulnerabilidad social y de su despro-
tección. La reproducción social y la cohesión de quienes están en los márgenes o son expulsados 
del mercado queda en manos de la protección cercana y de la focopolítica de las organizaciones 
no gubernamentales, de la neobeneficencia o la teofilantropía empresaria y de millonarios. La 
perdida de los medios de subsistencia anteriores no se produce básicamente por la desposesión 
de medios de producción o instrumentos de trabajo, sino porque la condición la fuerza de trabajo 
no puede realizarse.
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como las ayudas monetarias para alimentos, asistencia en dinero o bonos de compra, etc. 
Esto también profundiza la visión economicista de la pobreza, lo que explica que los pro-
gramas de transferencias de dinero, focalizados y con algunas exigencias de contrapres-
taciones o condiciones, se han difundido en toda la región, tal como se señaló arriba. Pero 
muchos de estos programas siguen actuando sobre los síntomas de los problemas, pero 
no sobre sus causas.

Las miradas economicistas sobre la pobreza

La aparición del concepto de “capital humano” es otro síntoma del sesgo economicis-
ta. La idea nace desde una visión que concibe a las personas como recursos y elementos 
dentro del mercado. Reconocemos que actualmente existen muchas concepciones sobre 
“capital humano” y “capital social”, pero de todas
maneras deseamos llamar la atención que varios autores consideran que el uso del térmi-
no “capital” no es ingenuo, y que tiende de una manera u otra a dejar estrechamente vin-
culadas las acciones sociales a una perspectiva mercantil que era propia de las reformas 
neoliberales de años atrás. Una derivación de este concepto son los términos alternativos 
el bien humano y el bien social (“human asset” o “social asset”), pero que también pueden 
ser interpretados en clave mercantil (activo humano).

De todas maneras en algunos casos persiste un enfoque tradicional economicista. En Co-
lombia, el Plan de Desarrollo 2002-2006, bajo el título “Hacia un estado comunitario”, se 
sostiene que se debe atender tres desafíos principales: a) aumentar la eficiencia del gasto 
social para que los mayores recursos se traduzcan en mejores resultados;  b) mejorar la 
focalización del gasto para que los recursos lleguen a los más necesitados; y c) consolidar 
un sistema de protección social para que las crisis económicas no comprometan, por 
completo, las posibilidades futuras de los grupos más vulnerables (según el reporte de 
F. Acosta). Se considera que si estos desafíos se atienden, se allanará el camino hacia una 
“inversión social” con resultados, con lo que se refuerza la visión de las políticas sociales 
como una “inversión” en el “capital” social.

Las estrategias de este tipo lo que en realidad hacen es fortalecer el mercado, y las políti-
cas sociales quedan atrapadas como subprogramas dentro de un abanico de acciones que 
apuntan a mejorar la competitividad económica. Las políticas sociales quedan inmersas 
dentro de un conjunto mas amplio de políticas económicas, lo que es presentado no como 
un retroceso sino como un avance. Entonces las políticas sociales pasan a ser “inversiones”. 

En este aspecto también se deben mencionar los paquetes de asociaciones “publico pri-
vado” (PPP - public private partnerships). Este mecanismo ha sido planteado como un 
instrumento útil para ser usado en las políticas sociales, y ha tenido una amplia difusión 
especialmente en Brasil. El origen del mecanismo se remonta a propuestas del Banco 
Mundial, el BID e incluso el FMI, como parte de las discusiones sobre cómo contabilizar 
la “inversión” o el “gasto”. Esto se originó en especial por el reclamo de la administración 
Lula da Silva de mover los gastos en rubros como educación o infraestructura a inversio-
nes lo que desencadena cambios sustanciales en las cuentas públicas. En los hechos esta 
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es otra propuesta de mercantilización de las políticas sociales, aunque los instrumentos 
puntuales pueden ser usados en otro nuevo contexto.

Por otro lado, las PPP también buscar apalancar las inversiones publicas en infraestructura 
social y productiva con inversiones del sector privado, en una alianza supuestamente mu-
tuamente beneficiosa que a su vez traerá mayor bienestar y calidad de vida a la población. 

En otros casos, la impronta economicista se da la mano con la nueva agenda sobre violen-
cia y criminalización. El estudio de caso para Brasil, de Rossetti y Boschetti, se indica que 
podría existir un proceso similar al observado en Estados Unidos,  donde la seguridad 
social aparece expresada sobre todo como una “seguridad” y en respuesta a la violencia 
(Vianna, 1998). Esto se manifiesta en la asignación del gasto público hacia el sistema 
carcelario, reflejando una “política estatal de la criminalización de las consecuencias de 
la miseria” (Wacquant, 2001a, b). 

En esta categoría se deberían incluir otras dos estrategias que son en todos los casos tole-
radas, y en varios países alentadas: la responsabilidad social empresaria, y la filantropía 
de las empresas y millonarios (Alvarez Leguizamón, 2007). Algunas posturas progresis-
tas cuentan con una legítima preocupación de asignar a las empresas cierta responsabi-
lidad en los impactos económicos, sociales y ambientales que generan. Una de las vías de 
abordaje ha sido favorecer prácticas de responsabilidad en el propio empresariado, emu-
lando iniciativas en marcha en los países industrializados (véase por ejemplo la revisión 
en Rodríguez Fernández, 2007). El problema bajo esta estrategia es que sus efectos en la 
reducción de la pobreza no ha sido estimado, y todo parece indicar que es muy limitado, 
mientras parecen prevalecer posturas basadas en metas de publicidad y marketing. Pero 
además son esencialmente posturas voluntarias de las propias empresas. 

En el caso de los millonarios existen algunos ejemplos de una nueva filantropía que entre 
los temas que aborda se encuentra la pobreza. Esta se encuentra promovida por millo-
narios, y por artistas millonarios. Un buen ejemplo es la fundación ALAS de la cantante 
Shakira, que cuenta con la participación del millonario mexicano Carlos Slim. Este tipo 
de fundaciones genera programas de acción, pero además se “asignan funciones con-
cientizadoras sobre gobiernos” para disminuir la pobreza “que ellos mismos provocan 
en forma indirecta y, las más de las veces, directa” (Alvarez Leguizamón, 2007). Este 
tipo de programas han sido aceptados en varios gobiernos progresistas (con ejemplos en 
Argentina, Chile, Brasil y Uruguay.

Un cambio de enfoque: el Buen Vivir

Otra abordaje a esta perspectiva se debe a plantear un enfoque basado en el concepto del 
“buen vivir”. El primer paso en esta dirección fue dado por el gobierno de Evo Morales, 
mientras que más recientemente la misma idea fue discutida en la Asamblea Constitu-
yente de Ecuador.

Este apartado no tiene por objetivo analizar si esas propuestas son efectivamente lleva-
das a la práctica, sino que se desea subrayar que representan un cambio en el paradigma 
tradicional de concebir la calidad de vida y el desarrollo. La idea del “buen vivir” tiene 
resonancia con algunas de las posturas de la calidad de vida, aunque contiene un com-
ponente colectivo y comunitario más fuerte, y en parte es heredera de las posturas de los 
pueblos indígenas. También debe reconocer que se puede partir de una idea novedosa, 
pero que los instrumentos de aplicación pueden ser tanto originales y nuevos, como tam-
bién podría quedar restringida a los instrumentos convencionales, como los pagos bajo 
condicionalidad. De hecho existe un mecanismo de ese tipo en Bolivia (Bono Dignidad).

En la perspectiva del Buen Vivir se considera que el gran objetivo de desarrollo no es el 
crecimiento económico sino la erradicación de la pobreza y la exclusión, a través de lograr 
un patrón equitativo de distribución de los ingresos, riquezas y oportunidades, mediante 
el logro del ejercicio pleno de la dignidad y los derechos de las personas y los grupos so-
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ciales. La propuesta también tiene la particularidad en apuntar a reducir 
las situaciones de riesgo de las personas.

En Ecuador, la nueva constitución también presenta el concepto del 
“buen vivir”, sumak kawsay”, dedicándole incluso una sección. El as-
pecto más relevante es que en la nueva propuesta constitucional se ha 
tomado la idea del “buen vivir” como uno de los ejes para organizar las 
estrategias de desarrollo, lo que representa un intento sustantivo para 
romper con las premisas convencionales del desarrollo. En esta pers-
pectiva el desarrollo “no es un proceso lineal donde existe un antes y un 
después, sino que al no haber un estado anterior y posterior, existe una 
visión holística”, donde el buen vivir es entendido como la “vida armóni-
ca”, y por lo tanto las acciones humanas deben “buscar y crear las condi-
ciones materiales y espirituales para construir y mantener” ese estado 
(Wray, 2008). Vinculados con esta idea, la propuesta de reforma cons-
titucional incluye muchas novedades que van desde el reconocimiento 
de derechos en la Naturaleza a la incorporación de compromisos sobe la 
soberanía alimentaria, la multiculturalidad junto a reconocer distintos 
espacios de relaciones económicas.

Pobreza, desarrollo y territorios

La nueva situación que enfrentan los gobiernos progresistas deja en 
evidencia la estrecha relación entre los problemas de pobreza y exclu-
sión y sus contextos territoriales. Existen ejemplos muy evidentes en la 
pobreza rural, pero además también es clara en la segregación espacial 
dentro de las ciudades. Esta problemática ha adquirido como novedad 
un componente mucho más fuerte relacionado con la apropiación y con-
trol de los territorios, y sus recursos naturales. 

Este componente se manifiesta de forma compleja y a veces contradic-
toria. Se observan conflictos locales crecientes por comunidades locales 
que se sienten marginadas de los beneficios económicos de emprendi-
mientos productivos, mientras sufren sus consecuencias negativas (es-
pecialmente en derechos humanos, salud pública y calidad ambiental). 
Los reclamos y protestas presentan demandas de distintos tipo, pudién-
dose distinguir a los fines de la explicación como casos extremos:

1) Énfasis en el componente redistributivo: no se cuestiona el proceso productivo o la 
extracción de recursos en sí misma, sino la apropiación desigual de la renta que origina, 
o la propiedad de quienes realizan la actividad. Consecuentemente se derivan reclamos 
por cambios en la propiedad del emprendimiento (usualmente bajo una mayor presen-
cia estatal) o exigiendo compensaciones financieras o aumento de las rentas (cánones, 
regalías, royalties, etc.).

2) Énfasis en el sentido del uso de los recursos: se cuestiona el proceso productivo en sí 
mismo, tanto por sus impactos sociales como ambientales. Este tipo de conflictos son 
menos numerosos. Pero tienen la enorme potencialidad de generar un nuevo tipo de dis-
cusión. El caso más impactante es la propuesta de moratoria de explotación de hidrocar-
buros en Ecuador donde se ha generado la discusión de una “economía post petrolera” 
o las estrategias de uso de la tierra y el territorio en la Amazonia en el Brasil,  incluido el 
cultivo intensivo y expansivo de la soya o la explotación maderera. 

En lo referente a las reglas de producción y propiedad, existen visiones muy diferentes 
sobre cómo construir agendas compartidas en el acceso y beneficio de los recursos y sus 
implicancias ambientales. Por ejemplo, debe observarse con mucha atención una suerte 
de “conflicto dentro del conflicto” en Bolivia, donde hay los cambios políticos tienen el 
ingrediente de intentar retomar el control de los recursos naturales. Como el gobierno 
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se presenta como expresión de sectores indígena-campesinos, se juega con la imagen 
que esos sectores populares retomarán el control de los recursos. Existe un conflicto con 
las élites locales y agentes económicos internacionales, pero también hay un conflicto 
interno, donde algunos grupos locales (incluso grupos indígenas y campesinos) desean 
un control directo de los recursos dentro de su territorio. Se genera un nuevo problema de 
justicia social, ya que esos grupos desde una radicalidad que plantea el uso directo de los 
recursos en sus territorios, rechazan las ideas de redistribución, e incluso de conmuta-
ción con otras comunidades. Se genera un nuevo problema de justicia social, ya que esos 
grupos desde una radicalidad sobre el uso directo de los recursos, rechazan las ideas de 
redistribución, e incluso de conmutación, con otras comunidades.

En el caso de Bolivia, C. Ledo elabora con detalle la importancia de la dimensión geo-
gráfica, y su estrecha interrelación con la pobreza y exclusión. El desarrollo económico 
boliviano  se ha caracterizado por su heterogeneidad regional. El  modelo de acumula-
ción e inserción internacional de la economía boliviana se cimentó históricamente en la 
existencia de enclaves extractivos que definieron una concentración de infraestructura 
y de bienes de consumo colectivo a su alrededor (red de transportes, comunicaciones, 
centros de formación profesional, saneamiento básico). De esta manera las desigualda-
des económicas regionales y los procesos de diferenciación social, producen cambios en 
la distribución espacial de la población en la estructura productiva prevaleciente en las 
ciudades bolivianas. 

Entretanto se desenvuelve un fuerte conflicto político que enfrenta el gobierno de Evo 
Morales contra líderes de los departamentos del oriente del país. El conflicto incorpora 
aspectos relacionados con la etnicidad y la identidad, pero de todos modos sigue teniendo 
un componente central económico en el acceso y redistribución de la riqueza, expresada 
en las tierras y los hidrocarburos. La reacción de los líderes del Oriente es reactiva a dos 
componentes clave: por un lado esas regiones poseen las mayores dotaciones de tierra 
que pueden ser redistribuidas, y por otro lado, actualmente se apropian de una propor-
ción muy alta e inequitativa de la renta de los hidrocarburos. Por lo tanto, las reformas 
políticas gubernamentales tienen limitado horizonte si no genera una nueva distribución 
de tierras y si no promueve una distribución más equitativa a nivel nacional de la renta de 
los hidrocarburos. Las reacciones de los llamados “barones del Oriente” intenta impedir 
esos cambios (Weisbrot y Sandoval, 2008), y por lo tanto la vieja lucha por el capital vuel-
ve a aparecer.

Pobreza y ambiente

La dimensión territorial está asociada estrechamente a cuestiones ambientales. Pero 
además, ha cobrado evidencia propia que las situaciones de pobreza coexisten con con-
diciones ambientales negativas; los pobres y marginados ocupan usualmente espacios 
contaminados. A pesar de esta importancia, los gobiernos progresistas han tenido fuer-
tes dificultades con el tema ambiental en tanto implicaría restricciones a su defensa de 
una estrategia de desarrollo convencional.
 
Como se indicaba arriba, esa estrategia está basada en un modelo exportador de base 
extractivista, y cualquiera de esas actividades tiene altos impactos ambientales. Por lo 
tanto, en esos gobiernos hay muchos que consideran que las condicionantes ambien-
tales retrasan o impiden el crecimiento económico. Estas tensiones son muy evidentes 
en Brasil; por ejemplo, Lula da Silva ha realizado declaraciones contra los movimientos 
sociales, grupos indígenas y hasta comunidades negras que defienden el ambiente (en 
alusión a las protestas en contra de las represas en el Río Madeira). De la misma manera, 
el gobierno de T. Vázquez ha privilegiado nuevos emprendimientos exportadores frente a 
medidas ambientales; se ha sostenido que M. Bachelet no ha cumplido sus compromisos 
ambientales expresados al tiempo de la campaña electoral; Evo Morales ha cuestionado 
duramente el papel de las ONGs ambientalistas y hasta ha considerado que la idea de 
desarrollo sostenible es neoliberal; y Rafael Correa ha calificado de infantilistas a las 
demandas tanto de ambientalistas como de organizaciones indígenas. 
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La complejidad de la situación se ilustra con el caso boliviano, donde el gobierno de 
Evo Morales intentó aplicar diversas medidas en la gestión de los recursos naturales 
imponiendo tasas y cánones más altos para nutrir sus finanzas. Sin embargo, el hecho 
interesante es que esta problemática territorial derivó a un fuerte enfrentamiento so-
bre algunos grupos “autónomos” departamentales, pero no sobre la esencia misma del 
proceso productivo, ya que tanto el gobierno central como los “autonomistas” apuestan 
a un modelo extractivo intensivo. El hecho extremo es que la propuesta constitucional 
boliviana coloca como mandato la “industrialización” de los recursos naturales desde el 
Estado (Gudynas, 2008). Esto deja en claro la diversidad en las posturas de los gobiernos 
progresistas, donde la heterodoxia se expresa tanto por un intento de apropiarse de un 
mayor porcentaje de los excedentes económicos, pero no ha avanzado a cuestionar la 
esencia de ese estilo de desarrollo. La mayor apropiación de excedentes es en parte justi-
ficada para lograr recursos financieros para los programas de lucha contra la pobreza, de 
donde se cae en paradojas ya que esas industrias extractivas pasan a ser necesarias para 
financiar los programas sociales.

Los problemas crónicos, como los residuos sólidos y efluentes en las ciudades, defores-
tación o desaparición de áreas naturales, persisten. En muchos de estos casos, esos pro-
blemas están asociados a condiciones de pobreza y exclusión, particularmente evidentes 
en el medio rural. Pero además, esta asociación ente pobreza y extracción de recursos 
naturales desemboca en muchos conflictos sociales. Los ejemplos más destacados son 
la minería en Perú, extracción petrolera en Ecuador, producción de soya en Brasil y 
Argentina, producción de palma africana en Colombia, etc. La apropiación de recursos 
naturales genera suculentos ingresos por exportaciones, pero no produce beneficios 
palpables en las comunidades locales. En la percepción de las comunidades locales esos 
beneficios quedan en manos de empresas transnacionales, y los gobiernos parecen inca-
paces de poder enfrentar esta situación (salvo algunas situaciones específicas como las  
petroleras estatales). 

Desarrollo y alternativas

Los gobiernos progresistas deben enfrentar a mucho que siguen sosteniendo que no 
existen alternativas, o que por lo menos, una “política seria” indica que casi no hay al-
ternativas, debido a las condiciones que impone la inserción internacional, la estructura 
económica nacional, los problemas en el financiamiento del Estado, sombra del déficit 
fiscal, etc. Por diversas formas se repite la fe en una estrategia de desarrollo de base mate-
rial, apegada a la idea de crecimiento económico como esencia del desarrollo, y volcada a 
los mercados internacionales. Por cierto que a partir de esas ideas claves hay diferencias 
notables en las acciones que emprenden los gobiernos, pero el punto que se desea subra-
yar es que en todos esos casos se comparten una serie de ideas básicas sobre el desarrollo 
tal como se discutió antes. Esas estrategias son defendidas desde posturas dogmáticas, y 
se cuestiona o ignorar las denuncias o alternativas. Algunos de estos aspectos recuerdan 
a las posturas de las reformas de mercado de la década de 1980, y tiene antecedentes 
varias veces citados (como el de “there is no alternative” de M. Thatcher en Inglaterra), 
como apelación para mantener el status quo a partir de la ausencia de otras opciones. 

Este dogmatismo en defender las estrategias de desarrollo busca convencer a los actores 
sociales que no existen otras opciones, y éstos dejan de buscarlas. El Estado, y en especial 
los gobiernos, no logran vislumbras o explorar alternativas, y entonces insisten en un 
estilo de desarrollo que en su propia dinámica reproduce la exclusión, y no genera ni los 
recursos financieros ni las reformas institucionales para propiciar cambios sustanciales 
en ese caso. 

Esta sombra de las épocas de las reformas de mercado está presente en los gobiernos 
progresistas. Eso se debe a que varios de ellos han seguido un camino de “seriedad” o 
“rigurosidad” económica, aplicando paquetes económicos ortodoxos, basados en la dis-
ciplina fiscal, donde uno de sus sustentos es que no hay otras opciones serias o se-
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guras. Este proceso se observa especialmente en Chile, Brasil y Uruguay, y en parte en  
Argentina y Bolivia.

Cuando esto sucede, desde este punto de vista que parte de la cúspide gubernamental, las 
acciones sociales sobre la pobreza y la exclusión se aplican, y se las considera necesarias, 
pero sobre todo para asegurar niveles aceptables de paz social, intentar reducir la violen-
cia, y se busca su aceptación en tanto es necesario conquistar su voto para mantener los 
ciclos electorales formales. Dicho de otra manera, el gobierno de turno ejecutará aquellas 
acciones públicas que reduzcan la presión social, aminoren la violencia (en especial res-
pondiendo a las demandas de clases medias y alta que denuncian una incidencia en la 
criminalidad que consideran originada en los sectores excluidos), y que le generen votos. 
Esto explica en buena medida la difusión de esquemas de asistencia social ligados a pagos 
directos con claras vinculaciones y regulaciones desde el poder político – partidario.

Política y los regímenes políticos

Los análisis de las políticas sociales orientadas a la pobreza y la exclusión no pueden ser 
considerados por separado de la dinámica política. En los últimos años se ha consolidado 
un proceso donde la calidad democrática se ha reducido. Existe un marco de democracia 
electoral formal pero con una fuerte delegación al presidente y un equipo reducido de 
colaboradores, y bajo nivel de acciones y legitimidad desde otros ámbitos gubernamen-
tales. La calidad de la participación está en entredicho, y si bien pueden haber muchas 
instancias llamadas participativas en realidad son sobre todo informativas. Estos proce-
sos han recibido denominaciones como “democracia delegativas”, “ciudadanías de baja 
intensidad”, “institucionalidades endebles”, etc. 

Es posible clasificar a los países según sus regímenes políticos desde una perspectiva 
enfocada en las políticas públicas (basada en Medellín Torres, 2006). En ese sentido se 
pueden reconocer diferentes tipos de regímenes políticos y con distintas capacidades 
de aplicación de sus medidas sobre el territorio (lo que permite cubrir aspectos claves 
en el presente análisis, tales como la cobertura sobre el territorio y el tipo de poder  
que se ejerce).

Países de régimen político con obediencias fuertes - La cobertura territorial es total (o 
casi total), y la institucionalidad del orden es completa (casi completa). Por lo tanto el 
Estado cubre a toda la nación, y en todo su territorio. El marco institucional es conocido y 
aplicado en todo el territorio, y el poder gubernamental se aplica efectivamente, más allá 
de los intereses privados específicos. En este tipo se colocaría a Chile y Uruguay.

Países de régimen político con obediencias medias - La cobertura territorial es total 
pero la institucionalidad es parcial, y por lo tanto hay expresiones del poder política y 
del marco institucional que nos son reconocidos, legitimados o aplicados adecuada-
mente. No todas las instituciones o agencias estatales son estables y valoradas, y existen 
cambios frecuentes. La obediencia política es media, en tanto los intereses privados y 
particulares pueden colarse e influir decididamente en las políticas. Corresponde al caso  
de Argentina.

Países de régimen político con obediencias endebles - La cobertura territorial es parcial 
y la institucionalidad del orden es incompleta, y por lo tanto no se cubre a todo el espacio 
geográfico nacional ni a toda la población. La mayor parte de las instituciones políticas 
no son estables, y los intereses privados tienen fuerte presencia. Pero a su vez, la pobla-
ción desconfía de esas instituciones y no reciben mucho apoyo. El poder político está 
fuertemente determinado por intereses privados, y por las coyunturas que esos grupos 
atraviesan. Las líneas de acción son cambiantes, hay una proliferación de leyes pero el en-
forcement es muy bajo, aunque se mantiene una institucionalidad básica bajo un sistema 
democrático formal. Sería la condición mas difundida en América Latina, y corresponde 
a los casos de Colombia, México, Bolivia, Perú, y Venezuela.
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En Brasil la dinámica política muestra estas limitaciones propias de las obediencias 
endebles, pero a pesar de todo existe una diferencia clave por la presencia de una tecno-
burocracia gubernamental y grupos de poder económico que se mantienen en el poder y 
comparten ideas sobre aspectos claves de la política nacional. Esto explica, al menos en 
parte, que en Brasil se desenvuelven diversas líneas más allá de los diferentes gobiernos 
y de los partidos políticos.

Seguidamente, se deben analizar los procesos de formación de políticas públicas (cuadro 
4.1.; Medellín Torres, 2006). Se observa un debilitamiento de los partidos en generar 
programas y obligaciones (debilitamiento en Brasil, Bolivia, Ecuador, etc.), y por lo tanto 
los agentes partidarios quedan librados presiones sectoriales o particulares, sin contra-
pesos adecuados. La propia debilidad de los gobiernos frente a esquemas esencialmente 
presidencialistas dificulta generar estrategias sustantivas en políticas sociales; hay mi-
nistros que vienen de diferentes partidos o corrientes, la coordinación entre agencias es 
baja, los excluidos tienen baja capacidad de presionar sobre los actores políticos, etc. 

El problema es que en varios casos, los gobiernos progresistas no han logrado mejorar 
sustancialmente este esquema de diseño de políticas, ya que no han logrado fortalecer 
los sistemas políticos. En efecto, la reforma del Estado y el fortalecimiento de la gestión 
pública fue incorporado en las plataformas electorales de todos los partidos de izquierda 
o progresistas, pero las medidas efectivas una vez en el gobierno son muy limitadas. Se 
han repetido las polémicas sobre la forma en que se designan funcionarios públicos, la 
asignación de consultorías, la eficiencia en la ejecución del gasto público, etc. El proble-
ma es que los intereses de los tomadores de decisión de origen político deriva hacia metas 
partidarias, en muchos casos de acumulación electoral, bajo contextos donde las políti-
cas económicas no otorgan muchas opciones de cambio. Esta dinámica presiona sobre 
los gobiernos de izquierda y limita las opciones de cambio que pueden emprender.

También actúan como frenos a los cambios otros factores que van desde la corrupción 
hasta las debilidades de los aparatos partidarios y la tentación autoritaria. Se reduce la 
pluralidad de actores involucrados en la construcción política, debilitamiento del papel 
ciudadano, entre otros aspectos. Lo importante para nuestros casos es que los regímenes 
de “democracia delegativa” o de “obediencias endebles” serían la situación en la mayor 
parte de los países de la región. Se observan luchas por el poder local, en distintas zonas 
del territorio. Se registran competencias y tensiones sobre el control. Lo público en rea-
lidad es una expresión de intereses privados, y por lo tanto las políticas públicas quedan 
sujetas a competencias y balances en las disputas de poder e influencia. 

El Estado se ha feudalizado. Las agencias estatales luchan entre sí para obtener más po-
der y recursos, y como vehículos de expresión de los grupos de interés más poderosos. No 
existe sincronía entre los fines y los medios – la intervención estatal se ha distorsionado, 
en especial por la expresión de intereses particulares. La tecno-burocracia estatal se con-
vierte en obstáculo, ya que en muchos casos los técnicos y funcionarios de las reparticio-
nes estatales que llevan adelante acciones sociales ponen en primer lugar la protección de 
sus puestos de trabajo, impiden el acceso a la información, distorsionan los programas 
sociales atendiendo a la protección de sus puestos de trabajo o sus filiaciones partidarias, 
etc. Las relaciones funcionales están subordinadas a relaciones partidarias – el papel de 
los agentes político partidarios es importante; se reemplazan los elencos de decisores y 
técnicos con los recambios de gobiernos; los actores políticos generen redes de favores y 
condicionalidades, etc.

Los gobiernos presidencialistas a su vez generan debilidad en algunas áreas estatales, 
opacadas y dependientes de la figura presidencial. Esto dificulta generar estrategias sus-
tantivas en políticas sociales; hay ministros que vienen de diferentes partidos o corrien-
tes, o directamente de la empresa privada, la coordinación entre agencias es baja, los 
excluidos tienen baja capacidad de presionar sobre los actores políticos, etc. Esto deriva 
en procesos donde los sectores empobrecidos reciben medidas asistencialistas, entendi-
das como mecanismos de reclutamiento de votos, y especialmente ejercidos en períodos 
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 INTENCIONALIDAD DE GOBIERNO
 Estructura de contextos en torno a propósitos, procesos y viabilidad

 

 
Proyecto político                                    Compromisos                              Intervención  
    personal                                               electorales                                    partidista 

DEFINICIÓN DE AGENDA DE GOBIERNO  
Se establecen prioridades, objetos, temas campos de acción, trayectos, declaraciones 

Intereses del                     Intereses de                    Inercias                            Urgencias  
gobernante y                     los sectores                organizacionales                      por  
su equipo de                      políticos en                 y compromisos                       atender 
trabajo                                el gobierno                   preexistentes               

ENUNCIADO DE POLÍTICA
 

 

      Producción de nuevos contextos, nuevos axiomas conceptos y prácticas de gobierno
 

Generación de la Política Sectorial Pública 

 

 
TRADUCCIÓN DEL ENUNCIADO DE POLÍTICA EN ENUNCIADO SECT ORIAL DE POLÍTICA  

Producción de nuevos contextos, nuevos axiomas, conceptos y prácticas de gobierno 

Intereses                    Intereses                      Inercias                      Prácticas              Urgencias
 

de quien                   sectoriales            organizacionales         burocráticas                  por 
gobierna                    afines al               y compromisos                                               atender 
el sector y                  gobierno               preexistentes 
su equipo 
de trabajo 

DEFINICIÓN AGENDA OPERATIVA

 

Establecimiento de objetos, trayectos, enunciados sectoriales y prácticas administrativas 
Cuadro 4.1. Formación de las Políticas Públicas. Reproducido de Medellín Torres (2006)

cercanos a las elecciones. O son engañados con políticas que promueven soluciones de corto plazo que 
no resuelven los problemas de fondo.

En el campo de la situación política sigue siendo clave en este terreno. El cambio sustancial en casi 
todos los países es que se han desarrollado diversas instancias o espacios participativos para atender 
las políticas sociales, que van desde consultas con expertos o vecinos, o comisiones mixtas. Estos 
mecanismos han sido promovidos en unos casos por los Bancos Multilaterales de Desarrollo, y en 
otros casos por los propios gobiernos, y en especial por los gobiernos de izquierda. En varios países 
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existían mecanismos consultivos desde hace varios años, destacándose por ejemplo de 
mecanismos colectivos en el espacio laboral. Hay algunas novedades, tales como que se 
han instalado incluso comisiones nacionales para evaluar las grandes estrategias de de-
sarrollo nacional (por ejemplo, el gobierno Lula lanzó un consejo de desarrollo nacional, 
y el gobierno Vázquez instaló el consejo nacional de economía en Uruguay). 

Sin embargo existen muchos indicadores que esas instancias de participación tienen 
limitaciones o simplemente no funcionan. En algunos casos no son realmente partici-
pativas, sino apenas informativas; en otros casos, no se logran que sus resoluciones sean 
vinculantes generando medidas concretas; finalmente, tienen limitadas capacidades 
de influencia sobre la gestión gubernamental. Un caso típico son los presupuestos par-
ticipativos en el Brasil y Perú, que apenas incluyen un 0.5% del presupuesto nacional. 
Es decir se da participación para repartir montos marginales pero no sobre el grueso  
de los recursos.

Este problema explica un cierto cansancio con algunos gobiernos de izquierda o un des-
encanto de la propia base electoral con los gobiernos progresistas. Un ejemplo de esta 
situación se observa con Lula da Silva en Brasil. En ese país, Rosetti y Boschetti, sostie-
nen que a partir de una evaluación crítica se percibe que hay una expansión formal de 
la democracia, pero con enormes dificultades para tomar decisiones sustantivas sobre 
contenidos efectivamente democráticos en temas como el acceso a la cultura, participa-
ción de las minorías, redistribución de la riqueza, etc. En esta democracia representativa 
el elector percibe que elige personas, pero no logra incidir en la toma de decisiones ni en 
priorizar opciones en esas decisiones, y por lo tanto los elegidos cuentan con demasiada 
autonomía, cayéndose en una especie de “despotismo electivo”, que se complementa con 
el poder técnico de los burócratas. En la base de esta problemática están los intentos de 
crear consejos o comisiones plurales para el manejo de temas políticos. Pero de todas 
maneras llama la atención que se siga ese camino sin intentar potenciar y renovar los 
poderes legislativos, los que siguen en descrédito en muchos países. 

Siguiendo este camino, el debate sobre la transparencia y acceso a la información sobre 
el gasto social, y sobre la forma de elaborar los presupuestos nacionales, sigue siendo un 
problema. En efecto, existen extremos como la administración de N. Kirchner, donde 
el presupuesto nacional se sigue manejando bajo las leyes de emergencia intensamente 
utilizadas desde la crisis del año 2001, y que otorga enorme discrecionalidad al ejecutivo. 
Asimismo, se ha abusado de crear fondos fiduciarios hacia donde se transfiere el dinero y 
que operan bajo derecho privado, y por lo tanto pueden realizar asignaciones directas de 
fondos sin mecanismos de información pública o control.

Las experiencias de presupuestos participativos son importantes en este campo. Esta 
idea ha sido lanzada por gobiernos progresistas en sus experiencias en municipios (ini-
ciándose con el PT en Porto Alegre en 1989, y siguiendo con ensayos en Montevideo, 
Uruguay, y Rosario, Argentina), aunque también ha sido rápidamente aprovecha por 
partidos de centro derecha (como sucede en algunas comunas en la región metropolitana 
de Santiago, Chile). El proceso se popularizó en Brasil, alcanzando unos 150 municipios. 
Sin embargo en muchos casos, el mecanismo interviene en una fracción muy pequeña del 
presupuesto municipal.

Esos avances a su vez enfrentan restricciones de larga data. La corrupción está pro-
fundamente arraigada a nivel social, y en agencias estatales. Los gobiernos progresis-
tas han intentado enfrentar el problema, y esto es un gran avance. En efecto, no la han 
negado como ha sucedido en casos anteriores, ni la han alentado en forma organizada 
desde el Estado, como ha sucedido en el pasado incluso con presidentes o ministros. 
Pero de todos modos se repiten problemas serios de corrupción (posiblemente el caso 
más conocido ocurrió con las sucesivas crisis de corrupción política en Brasil, sobre 
la compra de votos de legisladores aliados al PT, en comprar de ambulancias, obras de  
infraestructura, etc.).
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La administración de justicia ha tenido limitados avances. Entre los gobiernos progresis-
tas se observó una mejora sustantiva con la renovación de la Suprema Corte de Justicia 
en Argentina (que era heredera de las administraciones de C. Menem), pero en general 
persisten las dificultades en la administración cotidiana, la eficiencia y la independencia 
de los juzgados. Para los sectores pobres, y en especial los del medio rural, la justicia sigue 
siendo lejana, costosa, lenta y en muchos casos parcial. Pero también se corre el riesgo de 
apelar a los vicios del sistema judicial para criminalizar la demanda de derechos desde 
los sectores marginados o empobrecidos (tal como sucede, por ejemplo, con la criminali-
zación vía judicialización de los reclamos indígenas en Brasil).

Reforma constitucional y reforma política

En dos de los países considerados en el presente análisis se iniciaron reformas consti-
tucionales entendidas como condición indispensable para modificar las relaciones po-
líticas, la economía y el Estado. Se han comentado algunos aspectos de estas reformas 
en otras secciones (en especial la idea del Buen Vivir); en la presente sección se brindan 
otros aspectos.

En Bolivia, la Asamblea Constituyente intentó remontar la crisis de los partidos políticos 
tradicionales y la ineficacia estatal. Un factor importante en contribuir a la demanda de 
reforma constitucional fueron los pueblos y culturas que habían mantenido no sólo su 
lengua sino también sus estructuras sociales y políticas aun bajo el dominio colonial y 
liberal, las que demandaron esta Asamblea o formularon la propuesta (Tapia, 2006). 
El proceso de la Asamblea Constituyente fue muy conflictivo, y continúa siéndolo, y en 
especial la etapa final que terminó con la elaboración de una propuesta de Constitución, 
luego revisada y ajustada, con muchos claroscuros todavía por resolver, y que deberá ser 
sometida a ratificación.

Esta constitución presenta varios avances hacia un estado plurinacional. Se fortalecen 
de los derechos clásicos y se introducen derechos basados en la cosmovisión indígena. Se 
fortalece el papel del Estado, se precisan sus responsabilidades en cuestiones claves como 
la educación, aunque se reconocen mecanismos de control popular. Se concede la auto-
nomía, pero los mecanismos resultan por momentos ambiguos. Por ejemplo, se acentúa 
el control central sobre recursos como hidrocarburos, pero se concede la gestión agrope-
cuaria a nivel departamental, y deberá regularse cómo se intercalan las autonomías so-
bre territorios indígenas. En su formulación actual no parece ser suficiente para resolver 
las disputas autonomistas. Por lo tanto se deberá esperar a las leyes y reglamentaciones 
de esos aspectos. El proyecto constitucional boliviano tiene además la particularidad 
de reconocer diferentes tipos de ordenamiento económico, introduciendo la economía 
social y la comunitaria. Se jerarquiza el concepto del “buen vivir” (que se discutió arriba). 
Si bien se establecen metas de protección ambiental, por otro lado se indica que uno de los 
fines del Estado es la industrialización de los recursos naturales. 

Los aportes más destacados abordan los derechos de los pueblos indígenas, y también 
de las comunidades campesinas (Prada A., 2008). El nuevo texto reconoce su identidad 
cultural, creencias religiosas y sus propias prácticas y costumbres, con novedades como 
reconocer esta identidad en el documento de identificación. Se reconoce la libre determi-
nación y territorialidad, la titulación de las tierras colectivas, el respeto a sus saberes tra-
dicionales, e incluso mecanismos precisos recientes como la consulta previa e informada 
sobre el uso de sus recursos naturales.

La reforma constitucional en Ecuador se ha desarrollado bajo mecanismos más ordena-
dos y participativos. En ese país, por ejemplo, las comisiones de esa asamblea realizaban 
sesiones en diferentes lugares del país, el sistema de información en internet era muy 
bueno, y existían mecanismos de participación. El último tramo del debate de reforma 
fue enturbiado por disputas dentro de la coalición de gobierno, y las presiones presiden-
ciales sobre los contenidos del texto. Esto desembocó en la renuncia del presidente de la 
Asamblea, Alberto Acosta, quien tenía una larga vinculación con los movimientos socia-
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les más progresistas. El hecho desembocó en duros cuestionamientos del presidente Ra-
fael Correa hacia varios movimientos sociales. Por ejemplo, al finalización la redacción 
constitucional, Correa afirmó que “el mayor peligro para nuestro proyecto de país es el 
izquierdismo y el ecologismo infantil. Temo que no me equivoqué, aunque tal vez me faltó 
añadir el indigenismo infantil” (declaraciones del 26 de julio 2008).

El caso de la constituyente ecuatoriana también es ilustrativo de las limitaciones y con-
tradicciones de los nuevos gobiernos de izquierda. El presidente Correa durante este 
proceso terminó enfrentado con las posiciones más progresistas. Por ejemplo, defendía 
posturas muy permisivas sobre la explotación petrolera dentro de áreas protegidas, pro-
movía la explotación minera en una estrategia similar a la peruana, rechazó el principio 
de consentimiento informado previo de las comunidades indígenas afectadas por indus-
trias extractivas, se mantuvo distante de los principios de Estado plurinacional, y recha-
zó la inclusión de idiomas indígenas en el texto constitucional. Muchas organizaciones 
sociales y asambleístas defendían posturas opuestas a estas (incluyendo el renunciante 
presidente de la Asamblea). 

Finalmente el texto constitucional logró incorporar varios de estos aspectos, tales como 
el reconocimiento del carácter plurinacional del Estado y las lenguas kichwa y shuar se 
establecen como oficiales. Se mantienen derechos clásicos, como la educación gratuita y 
universal, ampliada al pregrado en las universidades públicas, la jubilación universal, y 
el amparo de la seguridad social sobre las amas de casa. Hay innovaciones tales como el 
derecho a la libre decisión sobre la orientación sexual, y se amparan las parejas estables 
del mismo sexo que tendrán los mismos derechos civiles respecto al patrimonio conven-
cional. Se incorpora la novedad de reconocer el “derecho a la resistencia” frente al poder 
público o frente a personas que atenten contra el ejercicio de los derechos consagrados 
en la Constitución. Se jerarquiza el concepto del “buen vivir” tal como se discutió arriba 
(Ospina Peralta, 2008). 

Existen avances sustanciales en el tema ambiental, y esta es una de las áreas donde la 
iniciativa ecuatoriana avanza mucho más que la boliviana. En efecto, se incluyen los de-
rechos de la naturaleza, que deben considerarse diferentes y adicionales a los derechos 
de las personas. Se indica que la “Pachamama, donde se reproduce y realiza la vida, tiene 
derecho a que se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración 
de sus ciclos vitales…” Se incorpora la idea de restitución de los ecosistemas. Esto con-
vierte al texto constitucional ecuatoriano en uno de los más avanzados en esta materia en 
América Latina.

Se definen cuatro poderes del Estado: Ejecutivo, Judicial, Legislativo (que queda en 
manos de una Asamblea unicameral), y un poder de Transparencia y Control Social. Asi-
mismo se crea una Corte Constitucional que tiene facultades para interpretar los textos 

Asamblea Constituyente de Ecuador, en Ciudad Alfaro, en las cercanías de Manta. 
Foto CLAES.
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constitucionales y dirimir posibles conflictos. También se reconocen diversas sistemas 
económicos, como el comunitario o el cooperativo. 

La crisis sobre la idea de justicia

Existen diversos síntomas que indican que estamos en una crisis más profunda que ata-
ñe a las concepciones sobre la pobreza y la exclusión en América Latina, y las medidas 
necesarias para enfrentarlas. Los síntomas son que no sólo se discuten las medidas de 
redistribución, sino que además hay un debate sobre cuál es el contenido y sentido de 
la “justicia social”. Bajo esta línea de pensamiento, se estaría desarrollando una nueva 
concepción de justicia social, y por lo tanto estarían modificándose las percepciones y 
valoraciones sobre la pobreza y la exclusión, y las acciones que se toman para enfrentarla. 
Coexisten entonces “conflictos de reparto” y “conflictos de interpretación sobre el senti-
do de la justicia”. 

Entonces, aparecen conflictos sociales donde se mezclan concepciones sobre la justicia 
(cuál es su base conceptual, cuáles son sus aplicaciones prácticas en políticas, etc.) con las 
discusiones sobre reivindicaciones particulares o sectoriales. Las respuestas en marcha, 
incluso las de los gobiernos progresistas, están sesgadas por el rasgo más individualista 
y materialista de las sociedades actuales. Siguiendo esta línea de análisis, los problemas 
con la pobreza y la exclusión social en América Latina tendrían fuertes raíces culturales. 
Esto encierra una problemática delicada ya que los proyectos y asistencias a nivel local 
podrían ser muy efectivos en solucionar la situación puntual de alguna comunidad o aso-
ciación vecinal, pero tendría efectos significativos en los patrones culturales que expli-
can la reproducción y mantenimiento de los procesos de exclusión. Este problema afecta 
no solamente cuestiones tradicionales de la pobreza, como alimentación, educación o 
vivienda, o problemas más complejos, como la discriminación de género o raza.

Bajo esta perspectiva, existen diversos frenos hacia formas más amplias de justicia, tales 
como las resistencias a la justicia ambiental o una verdadera integración de los pueblos 
indígenas. La demanda por una justicia ambiental ha surgido con fuerza en países como 
Perú y Ecuador, en relación a los impactos de las industrias extractivistas, y sustenta un 
reclamo social para regular sectores como minería y petróleo. Una problemática similar 
existe en Bolivia, pero no se expresa tanto como una demanda de justicia social, sino que 
derivó hacia una disputa sobre la apropiación de la rentabilidad que generan los recursos 
(sea por medio de agentes privados, cobro local de regalías o por la estatización completa, 
o sobre cómo se reparten los dineros obtenidos por los tributos aplicados a esos sectores). 
La justicia ambiental aparece como una de las barreras actuales para las políticas socia-
les progresistas. En efecto, se observan muchas dificultades para ampliar la discusión 
clásica de justicia a una dimensión ambiental.

Existen varios indicadores que reflejan un sentimiento de descontento con la política y 
los actores políticos. Por ejemplo, en Bolivia, C. Ledo alerta sobre una patología preocu-
pante, donde se tiene la herencia del ajuste estructural en un marcado descontento de la 
sociedad civil. Se puede constatar que la inestabilidad social se ha mantenido invariable, 
la intolerancia y el resentimiento han crecido, se han profundizado los problemas que 
existían desde antes y cuyo origen son de índole estructural, dicha situación ha puesto en 
evidencia que el costo de los programas de ajuste estructural fueron duramente cargados 
a las espaldas de los sectores más pobres, que ahora viven en las zonas urbana marginales 
de las grandes ciudades y en las zonas rurales.

Siguiendo esta línea de análisis, los problemas con la pobreza y la exclusión social en 
América Latina tendrían fuertes raíces culturales. Esto encierra una problemática 
delicada para las organizaciones ciudadanas, ya que los proyectos y asistencias a nivel 
local podrían ser muy efectivos en solucionar la situación puntual de alguna comunidad 
o asociación vecinal, pero se deberían evaluar si logran tener efectos significativos en 
los patrones culturales que explican la reproducción y mantenimiento de los procesos  
de exclusión.





 
 

 

 
 

 

 
 
 
 

 

Una vez completados los comentarios y análisis de las tendencias observadas en los di-
ferentes países, es posible pasar a presentar las principales tendencias registradas, así 
como una serie de ideas claves sobre las políticas sociales en la actual coyuntura.

Para abordar esta cuestión es indispensable tener presente algunas condicionantes. Las 
situaciones dentro de cada país son diferentes, y no deberían realizarse trasposiciones 
simplistas entre los diferentes casos. En otras palabras, la forma bajo las cuales se concibe 
y se discute el progresismo por ejemñplo en Brasil, son diferentes del debate dentro de 
Bolivia, y por lo tanto no se puede analizar la situación de un país bajo la perspectiva y 
categorías de otro país. Asimismo, la forma bajo las cuales los actores sociales se definen 
como progresistas o no, también cambian de un país a otro. Finalmente, tampoco pueden 
olvidarse las diferencias históricas, y las demandas sociales que se arrastran en cada país. 
Esto genera que la lucha contra la pobreza y las posibles respuestas progresistas son tam-
bién distintas en tanto responden a diferentes procesos históricos. 

Teniendo presente esas y otras limitaciones similares, seguidamente se ofrecen algunas 
ideas claves que resultan de la actual investigación.

La llegada al poder de gobiernos progresistas responde a procesos más 
complejos que un simple cansancio o reacción  a las reformas de mercado

En efecto, estos gobiernos no implican un “regreso” a una situación previa a las reformas 
de mercado. Por el contrario, aquellas reformas generaron cambios sustanciales en las 
sociedades de América Latina. Los gobiernos progresistas por lo tanto se instalan en una 
situación donde la sociedad está mucho más volcada al mercado, con expresiones mas in-
dividualistas y materialistas, pero que a la vez rechaza algunos aspectos de aquel énfasis 
mercantil y expresan una sensibilidad frente a la problemática de la pobreza. En muchos 
casos la promesa del combate a la pobreza, la erradicación de la corrupción y un mayor 
protagonismo estatal, han sido importantes para la llegada al poder de nuevos actores 
políticos.

Existen varias similitudes entre los gobiernos progresistas 

Entre las semejanzas y convergencias, que permiten delimitar este conjunto,  se pueden 
destacar algunas en relación a las políticas públicas, a saber:

Reconocen decididamente que la pobreza es un problema, que es grave, y que tiene una 
dinámica propia que exige soluciones específicas. En casi todos los casos se ha abandona-
do la idea que afirmaba que la pobreza era un mero epifenómeno debido a otros procesos 
(sea en una versión negativa, como efectos inescapables de una crisis económica, o en 
una versión positiva, como costos del crecimiento económico). Hay una invocación de un 
papel activo del Estado para atender el tema de la pobreza y la desigualdad. Se reconoce 
que el gobierno debe llevar adelante acciones específicas y liderar programas.

También existe un fuerte componente discursivo sobre la pobreza. Esos discursos exhi-
ben apelaciones de diverso tipo, tanto emocionales como políticas, y  consideran que ese 
tema son una parte esencial de una identidad de izquierda o progresista.

Capítulo 5 
IDEAS CLAVES SOBRE  GOBIERNOS PROGRESISTAS 

Y POLITICAS PUBLICAS
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Pero también existen diferencias importantes entre los 
gobiernos progresistas

En efecto, son evidentes las diferencias en cuanto al papel asignado al Estado, el rol que 
se espera de los movimientos sociales, la conformación de las políticas económicas y 
la inserción global, etc. Se puede distinguir un conjunto que puede ser calificado como 
“moderado”, “social-demócrata”, o bajo otros nombres semejantes, que incluye a Brasil, 
Chile y Uruguay; en una situación intermedia se ubica Argentina; y un conjunto más “ra-
dical”, que comprende a Bolivia y Venezuela. Las propuesta de reforma constitucional 
en Bolivia y Ecuador establecen otra diferencia clave, en tanto en esos países se apunta 
a cambios radicales en la propia estructura del Estado y en los acuerdos básicos de la 
vida en común dentro de cada país. La ubicación de Ecuador requiere un análisis sobre 
un período de tiempo más prolongado del gobierno Correa y del resultado de la reforma 
constitucional.
 
Se observan diferencias importantes en los discursos sobre las políticas 
públicas sociales, pero las aplicaciones prácticas son mucho más simila-
res, con diferencias más acotadas

Si bien se comparte un discurso enérgico sobre la pobreza, una vez que se examinan en 
detalles sus contenidos, aparecen diferencias importantes. Algunos discursos aluden a 
cambios radicales y profundos, incluyendo transformaciones en un amplio abanico de 
relaciones sociales. Esto es muy evidente con los discursos presidenciales de E. Mora-
les y H. Chávez. Asimismo, hay planes gubernamentales a nivel genérico que también 
son muy ambiciosos, especialmente en Brasil y Bolivia (Política Nacional de Asistencia 
Social y el Plan Nacional de Desarrollo, respectivamente). En otros casos, los discursos 
tienen apelaciones enfocadas hacia los individuos, usando imágenes que refieren a la 
solidaridad y el apoyo, tal como se observa en Chile y Uruguay. Sin embargo las acciones 
concretas más importantes que se vienen aplicando a este momento son mucho más 
similares entre sí; hay muchos instrumentos muy parecidos, y la diversidad de acciones 
es mucho más reducida. De todos modos el paso del tiempo indicará si se suman noveda-
des, por ejemplo, en el caso de Bolivia.

Existen algunas innovaciones conceptuales y prácticas importantes

En efecto, se han intentado algunos cambios que encierran novedades importantes. En 
cada uno de los países hay por lo menos un ejemplo novedoso que debe ser subrayado. 
En cuanto a las innovaciones conceptuales se encuentra la invocación al “Buen Vivir” en 
Bolivia, y en discusión en Ecuador (incorporándolo al debate constitucional). De todos 
modos este concepto requiere mucho más trabajo, y además muchas más precisiones 
sobre los instrumentos de acción que se deben usar para aplicar esas ideas. 

En cuanto a las prácticas, se pueden mencionar novedades en varios países, destacándo-
se los siguientes:
En Argentina, ha sido muy novedoso en apelar a una autodefinición de cada persona 
para ingresar al Plan Jefas Jefes de Hogar Desocupados, en lugar de una tipificación en 
manos de un técnico.
En Bolivia, se implantó el Bono Dignidad, para universalizar un ingreso para jubilados, 
retirados, pasivos. 
En Brasil, la programa Bolsa Familia apostó a una enorme cobertura, y por lo tanto logró 
un efecto por sumatoria.
En Uruguay, el “plan de emergencia” (PANES) si bien tiene unas bases conceptuales 
tradicionales, desembocó en una alta efectividad en la aplicación y sus resultados en una 
importante reducción de la exclusión.
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Sin embargo, la mayor parte de los programas, y el ma-
yor nivel del gasto, sigue enfocado en programas tradi-
cionales

A pesar de las novedades, de todos modos el grueso de los progra-
mas son convencionales  en tanto están basados en transferencias 
de dinero, son focalizados, y tienen  algunas contraprestaciones o 
exigencias (por ejemplo, exigen trabajo, asistencia a escuela, etc.). 
Estos programas han sido empleados en Argentina, Chile, Brasil, 
Uruguay, y Bolivia. Los de mayor cobertura se encuentran en Ar-
gentina (alcanzaron 2 millones de familias) y Brasil (11 millones 
de familias). Por cierto que tienen alto impacto, generan cambios 
rápidamente, pero actúan a nivel de los síntomas, bajo una con-
cepción de reparación, y que en muchos casos tiene antecedentes 
en las acciones llevadas adelante por los anteriores gobiernos. 

Persisten importantes problemas en la eficiencia 
y cobertura de los programas

Los programas de transferencia de recursos enfrentan diversos 
problemas de efectividad, de fiscalización de las prestaciones, 
etc. Otros programas específicos para ciertos segmentos de la po-
blación han enfrentado problemas de cobertura (por ejemplo, el 
Programa Primer Empleo en Brasil, que fue finalmente abando-
nado). Los accesos y administración de estos planes han generado 
controversias, como por ejemplo en Argentina, ya que allí están 
mediadas por líderes locales que en algunos casos enfatizan roles 
político partidarios. En algunos casos la ejecución presupuesta-
ria es muy baja; por ejemplo los programas de protección social 
especial o combate al hambre de Brasil, tuvieron una ejecución 
cero a setiembre de 2007. El programa Fome Zero de Brasil fue fi-

nalmente desactivado por un mal diseño conceptual y problemas de aplicación práctica, 
y algunos de sus componentes se integraron al plan Bolsa Familia.

Los que tienen hambre, tienen prisa

A pesar de los claroscuros, tanto los que se comentan arriba, como otros que se describen 
en los puntos siguientes, los gobiernos progresistas han logrado implantar programas 
de amplia cobertura que son valiosos como medidas de emergencia para atender la indi-
gencia y la pobreza. “Los que tienen hambre, tienen prisa”, sostenía el desaparecido líder 
social brasileño Hebert de Souza (Betinho). Por lo tanto, mientras se intentan reformas 
estructurales más profundas, los programas de asistencia convencionales tienen el 
enorme valor de llevar algún tipo de solución para familias que viven situaciones dra-
máticas. 

Los principales problemas sociales tienen acciones en marcha, 
especialmente atendiendo alimentación, salud y educación 

En efecto, los programas sociales convencionales han enfatizado asegurar un ingreso 
que permita acceder a una canasta alimentaria, vincular a las personas con los sistemas 
de salud y exigir la escolarización de los niños. En todos los casos se reconocen que estas 
áreas constituyen aspectos centrales de la intervención estatal. Asimismo, esto genera 
otro aporte muy importante: se ha legitimado su relevancia y la necesidad de actuar.
 
Sin embargo, el área educativa es uno de los sectores que aparece 
con las mayores dificultades tanto en innovación como en implementación 

Por otro lado, la presente investigación encuentra que en todos los casos se reconoce que 

Niños de las calle, en Rio de Janeiro, Brasil.
Foto CLAES.
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el acceso a la educación, la permanencia en el sistema educativo y su calidad, es un aspecto clave para 
remontar las condiciones de pobreza. Pero las acciones innovadoras de los gobiernos progresistas en 
este terreno son mucho más limitadas. En general, hay un énfasis en mejorar el acceso a la escuela 
primaria, reformas de calidad y cobertura en ese espacio (destacándose una fuerte apuesta por la 
alfabetización en Bolivia).

Esos aspectos son importantes, pero persisten enormes problemas especialmente en enseñanza se-
cundaria, y la situación de la juventud. En todos los países la situación de los jóvenes de los grupos 
empobrecidos es acuciante, dadas las altas proporciones que no trabajan no estudian. Se ha abusado 
de algunas medidas de alto impacto en la opinión pública (como las computadoras de bajo costo en 
las escuelas primarias) pero dudosa utilidad para resolver los problemas más urgentes. Por estas 
razones, el tema educativo aparece como una de las cuestiones conceptuales con más retraso en los  
programas progresistas. 

Los gobiernos progresistas actúan en fortalecer 
identidades  que antes permanecían ocultas o subordinadas

Un aspecto de enorme importancia ha sido amparar, hacer visibles y fortalecer actores sociales que 
están subordinados, marginados e incluso excluidos, alentando su identificación en sus propios 
términos. El caso más impactante es el nuevo protagonismo de los pueblos indígenas, haciendo 
explícitas sus demandas, sus aportes y su propia cultura. Estos apoyos contienen aspectos tanto de 

Comparación esquemática y resumida. Se compa-
ran los gobiernos de N. Kirchner en Argentina, E. 
Morales en Bolivia, Lula da Silva en Brasil, M. Ba-
chelet en Chile, R. Correa en Ecuador y T. Vázquez 
en Uruguay. A los efectos comparativos además 
se agregan los programas en Perú (bajo A. García) 
y en Colombia (bajo A. Uribe). Se indican si existen 
Avances, Retrocesos, o si la situación se mantiene 
incambiada (Estancamiento), en relación a los ante-
riores gobiernos. En muchos casos, estos gobiernos 

progresistas toman programas e iniciativas de las 
anteriores administraciones, continuando con su 
ejecución. Es importante advertir que en el caso de 
Ecuador los indicadores son provisorios, en tanto el 
nuevo gobierno ha asumido la administración muy 
recientemente. Este resumen incluye información 
hasta diciembre de 2007. Los datos se basan en los 
aportes de los consultores y la elaboración del equi-
po de CLAES (véase la bibliografía en el reporte).

TENDENCIAS en POLITICAS SOCIALES

Avances moderados. Plan 
Jefas/Jefes Hogar 

Desocupados; asistencia 
focalizada, con pagos 

mensuales, pero con giro 
productivista y laboral; 

gran cobertura (2 
millones). Transición a 
nuevos programas (eg 

Plan Familia).  Se registra 
una reducción de la 

pobreza pero sus causas 
son múltiples.

Avances moderados. Se 
mantienen algunos 

programas anteriores y se 
reformulan. Introducción de 

transferencias directas, 
focalizados, condicionados  
(bono a niños en escuelas 

públicas).  

Avance moderado. Se 
toman programas 

anteriores; se fusionan en 
Bolsa Familia, con 

transferencias directas, 
focalizadas, condicionados, 

y de gran cobertura (11 
millones). Tiene un efecto 

de reducción de la 
pobreza. Nuevos 

programas en marcha bajo 
Sistema Único Asistencia 

Social (SUAS).

Estancado. Se mantienen 
programas de ayuda 

sectoriales y específicos; 
programa Chile Solidario 

es más restrictivo, en 
tanto enfoca extrema 

pobreza. Lenta reducción 
pobreza bajo creciente 

desigualdad.

Derechos 
humanos

Combate a la 
pobreza

Avances. Acciones legales 
contra integrantes de 

pasados gobiernos 
militares (incluyendo jefes 
de gobierno); cambio del 

discurso; proceso de 
derogación de las leyes de 

obediencia debida. 

Avances. Ampliación e 
incorporación de los 

derechos humanos a 
campesinos e indígenas.

Estancamiento. Gobierno 
mantiene secreto sobre 

archivos militares; persisten 
problemas derechos humanos 

especial-mente en áreas 
rurales, con indígenas. Se ha 
intentado restringir a ONGs.

Avances. Acciones contra 
algunos integrantes de 

pasados gobiernos 
militares (incluyendo jefe 

de gobierno). Se incorpora  
la pobreza enfocado en los 

derechos ciudadanos.
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identidad cultura, como sus componentes de expresión política. El mejor ejemplo ha tenido lugar en 
Bolivia, donde incluso muchos actores populares que antes provenían del campo llamado en forma 
difusa “obrero” o “campesino”, ahora se identifican a sí mismos como indígenas. El proceso es más 
complejo en Ecuador, donde se mantienen tensiones entre las organizaciones indígenas y el gobierno 
de R. Correa. Otros casos expresan situaciones similares, como ser el amparo a otras identidades 
sexuales (especialmente homosexuales, travestis, etc.); donde un caso destacado es la cobertura legal 
que han recibido en Argentina y su expresividad pública, o el reconocimiento legal de uniones de per-
sonas del mismo sexo en Uruguay. Los gobiernos conservadores, por el contrario, buscaban ocultar 
aquellas identidades, o en el caso de los pueblos indígenas intentaban modificarlas para asimilarlas 
a patrones culturales propios de Occidente. Algunos gobiernos de izquierda han logrado romper con  
esa tendencia.

Los avances que se observan en un país 
no necesariamente  se copian ni trasladan a otros países progresistas

Algunos países presentan avances importantes en sectores claves, pero no existe una transferencia 
de esas prácticas a otras naciones. Citemos como ejemplos los programas sobre derechos indígenas 
en Bolivia (que no son tomados como inspiración para el caso brasileño), la excelente normativa ar-
gentina sobre migración (que no ha sido usada como ejemplo en los países vecinos), los programas de 
apoyo de la agricultura familiar en Brasil (las que están casi ausentes, por ejemplo, en Argentina), y 
así sucesivamente. No parecen existir buenos programas o instancias de colaboración a pesar de las 
afinidades ideológicas. El papel del MERCOSUR es muy limitado en este aspecto entre los países del 
Cono Sur. Por lo tanto, unas de las líneas de acciones que se debe explorar es establecer programas de 
colaboración basado en identificar experiencias exitosas y promover el intercambio de conocimientos 
y prácticas entre países.

No se han generado suficientes y adecuadas acciones 
para atener a los grupos “super excluidos” y “recontra marginalizados” 

Estos grupos están incluidos usualmente dentro de los programas de lucha contra la exclusión o mar-
ginazión. Los programas que les brindan apoyo especializado a su condición son limitados; en casi 
todos los casos descansan en ONGs u organizaciones relacionadas con las iglesias. 

Avances. Creación programa de
asistencia, creación de

ministerio, articulación entre 
programas diferentes, etc. 

Asistencia focalizada basada en
pagos mensuales contra 

algunas exigencias. Efecto 
reducción pobreza sustantivo.

Avance moderado. Si bien las 
cifras de pobreza y pobreza 

extrema han descendido, no 
existen políticas publicas 

especificas para resolver el 
problema. Además sigue siendo 

una sociedad muy desigual en 
todos los ámbitos.

Avances. Creación del Ministerio 
de Inclusión Económica y Social. 

Duplicación del bono de
desarrollo humano y bono de

emergencia para atender a los 
afectados por desastres 

naturales.

Estancado. Existen planes pero 
no son eficientes. Aumentó la 

generación de puestos de 
trabajo.

Avances. Acciones legales 
contra integrantes de pasados 

gobiernos militares 
(incluyendo dos jefes de 
gobierno); cambio en el

discurso, pero se mantiene ley 
de caducidad (amnistía).

Retroceso. El actual gobierno es 
muy intolerante, autocrático y 

averso al  disenso. Se ha
intentado restringir a las ONGs
y los movimientos sociales. Se

encarcela sin derecho de
habeas corpus a quienes se 

tilda de terroristas, sin
pruebas verificables.

Avance limitado. Se creó el 
Ministerio de Justicia y Derechos 

Humanos y hay propuestas de 
avanzar en el sistema de justicia 

y derechos humanos.

Retroceso. La guerra se 
posiciona y la violación de los 

derechos humanos se convierte 
en una constante.
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Algunos ejemplos de innovación 
y avances merecen  una revisión más atenta

Se han repetido varios ejemplos de casos exitosos, pero que merecen una revisión más 
atenta, independiente, y con mayor amplitud de tiempo, para determinar su verdadera 
efectividad como política social. Un ejemplo es el caso de las llamadas “fábricas recupe-
radas”, que pasan a ser administradas o gestionadas por sus obreros. Esos casos, esen-
cialmente restringidos a Argentina, han sido presentados como muy exitosos y gozan de 
muy buena fama. Sin embargo es necesario colocar esos casos en su contexto nacional 
(por ejemplo, en Argentina existe una tradición de propiedad cooperativa o común más 
débil que la observada en otros países, y ello explica esa novedad). Pero también es im-
portante analizar si el cambio de propiedad y la gestión colectiva por sí solo sirven para 
generar otras relaciones de producción y otra inserción en el mercado.

La sombra del clientelismo electoral persigue a muchos planes sociales

En efecto, los programas sociales, en especial los de transferencia de recursos, quedan 
atrapados en denuncias de clientelismo electoral administrado por los gobiernos pro-
gresistas. Se señala que la baja performance de esos programas es tolerada en tanto fi-
nalmente sus beneficiarios votarán por el partido de gobierno. Los casos más agudos se 
observan en Argentina y Brasil, en especial por la correlación entre la asignación de las 
ayudas con la respuesta electoral.  

Los componentes culturales de la pobreza 
y la marginación  siguen siendo muy resistentes

Muchos programas actuales están basados en la “reparación”, entendiendo a los pobres 
como “víctimas”, y por lo tanto no está en marcha un cambio cultural para concebirlos de 
otra manera. Lo más cercano a cambios en las identidades y el papel social de esos acto-
res, es posiblemente la prédica en Bolivia a favor de indígenas y campesinos, tal como se 
indicó arriba. Sin embargo, diversos problemas culturales persisten. Un ejemplo desta-
cado es el racismo, como sucede por ejemplo en Brasil. La segregación en base a la raza se 

Pueblos 
indígenas

Avance limitado; incorpo-
ración de actores indígenas 

en algunos sectores 
gubernamentales; 

enfrentamientos por tenencia 
de la tierra y prácticas 

agropecuarias en algunas 
zonas.

Avance. Fuerte cambio en 
el discurso, lo que tiene 

repercusiones simbólicas y 
culturales importantes. 

Asistencia directa.

Estancamiento. 
Organizaciones 

ciudadanas / indígenas 
señalan judicialización 

de sus líderes y 
demandas; altos niveles 

de violencia rural.

Estancamiento. Criminal-
ización de la protesta 

indígena; cooptación de 
grupos por asistencia 

financiera gubernamental; 
fueres tensiones por la 

tensión de la tierra. 
Grupos indígenas con alta 
incidencia de la pobreza.

Campesinos 
y pequeños 
productores 
rurales

Estancamiento. Estancamiento. Se 
mantienen programas de 

asistencia, con entrega de 
maquinaria, apoyo en 

riego, pero su eficiencia y 
cobertura es baja.

Estancamiento. Se 
mantienen programas 

convencionales basados 
en apoyo financiero, 

asistencia técnica 
e ingreso a mercados.

Reforma 
agraria y 
tenencia 
tierra

Estancado. Estancamiento o retroceso. Se 
mantiene la discusión en 

términos similares; el ritmo se 
asignación de tierras se 

redujo.

Estancamiento.
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Avance. El avance está 
dado por una mayor y más 

profunda discusión del 
tema; medidas contra 

latifundios ociosos.

Avances. Programas de 
asistencia, créditos 

preferenciales. Sellos 
específicos para favorecer 

nichos de mercado o 
inserción productiva.
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mantiene en varios países, y aunque se disfrace de ciertas formas de corrección pública, 
de todas maneras opera en limitar el acceso a la educación, la cobertura en los servicios 
públicos, el amparo de la justicia, el empleo o las carreras profesionales.

La invocación a la protesta ciudadana como modo
de exigencia social está mostrando síntomas de cansancio 

Las protestas sociales, con movilizaciones en las calles, cortes de ruta, grandes manifes-
taciones, fueron unas de las típicas expresiones promovidas por los partidos de izquier-
da. Muchas de esas prácticas tuvieron su apogeo, por diferentes razones, en el tiempo 
previo a que esos partidos llegaran al gobierno. Una vez en el gobierno, esas prácticas 
están bajo nuevas tensiones. En unos casos pierden su razón de ser, y caen en intensidad, 
ya que la propia izquierda gobernante apacigua las demandas sociales. Pero de la misma 
manera hay actores más radicales (quienes consideran que las reformas sociales son 
insuficientes y reclaman más cambios, y más rápido), que pasan a utilizar ese tipo de 
protesta; por derecha, la oposición pasa a utilizar la misma práctica. 

Finalmente, también se observan casos donde los sectores conservadores y tradiciona-
les apelan a esas mismas prácticas pero las orientan contra los gobiernos de izquierda 
(tal como ha ocurrido en Bolivia, donde los reclamos autonomistas usan algunas de las 
prácticas de protesta propias de la izquierda, o las expresiones de tono conservador por 
la seguridad ciudadana en Buenos Aires). Por lo tanto, las fuertes asociaciones entre re-
clamos ciudadanos por medio de protestas para exigir cambios en las políticas sociales 
enfrentan nuevos límites en el caso de los gobiernos progresistas.
 
Las limitaciones de las políticas sociales 
“mínimas”  como medio para conseguir la “paz social”

En algunos casos se está cayendo en una postura donde se aplican acciones sociales sobre 
la pobreza y la exclusión para asegurar niveles aceptables de paz social, intentar reducir 
la violencia, y lograr legitimidad. Existe evidencia de ese fin por ejemplo en los Planes 
Jefas Jefes Hogar Desocupados en Argentina. Bajo esta concepción, el énfasis no está 

--- ---Estancamiento. Concentración 
de la pobreza en la población 

indígena. Inaplicación de 
derechos ancestrales y de la 

Convencion 69 de la OIT. 
Segregación de indígenas en 

ciertos empleos.

Avances. Fortalecimiento de la 
Secretaría de Pueblos, 

Movimientos Sociales y 
Participación Ciudadana. 

Políticas sobre pluralidad de las 
políticas sociales. 

Avances. Cambio en los énfasis 
de las políticas de apoyo rural a 
productores rurales empobreci-

dos; asistencia técnica, riego, 
etc.

Retroceso. Se ha aprobado una 
Ley de Tierras Eriazas que da 

preferencia a las grandes corpo- 
raciones y grupos empresariales 

a tierras deforestadas en la 
Amazonia y a tierras 
publicas en la Costa.

Estancado. Retroceso. Se ha consolidado la 
practica de venta forzada de 

tierras de pequeños agricultores 
para dar cabida a grandes 

productoes de palma africana y 
de otros cultivos.

Avance. Se reactivaron los 
programas de asignación de 

tierras a pequeños productores.

Estancada.  

 

Estancada.
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Leve avance. Se cuenta con un 
esquema de Políticas 

Agropecuarias del Ecuador 
2006-2016 y un nuevo Plan 

Nacional de Forestación y el Plan 
Nacional Agrario.
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tanto en lograr resolver los problemas de la pobreza o asegurar 
un pleno goce de derechos, sino en una cuestión de “seguridad” 
o “paz” social, buscándose desactivar protestas o tensiones, así 
como reducir la violencia, especialmente urbana.

Persiste el debate sobre la naturaleza 
de las políticas sociales

Se mantiene este debate, donde unos defienden la existencia de 
un conjunto acotado y pequeño de políticas sociales públicas que 
son particularmente efectivas; y otros defienden diversas con-
cepciones sobre las políticas sociales / exclusión, y por lo tanto 
este conjunto es amplio y heterogéneo. En un extremo relativista, 
esta postura sostiene que no puede caerse en defender que existe 
una “única” versión de las políticas sociales y de la problemática 
de la exclusión. Por lo tanto existirían diversas posturas que en 
unos casos reflejan diferentes situaciones nacionales o locales, 
particularidades culturales, distintas situaciones económicas y 
capacidades institucionales, etc. Las implicancias de una u otra 
postura son muy distintas ya que bajo la primera posición basta 
identificar la mejor estrategia, mientras que en el segundo caso 
se deben mantener una pluralidad de opciones. A su vez persis-
te el debate y la exigencia, especialmente desde movimientos 
sociales, sobre la universalidad que debe otorgarse a derechos 
básicos, que si bien los gobiernos progresistas reconocen en casi 
todos los casos, también es cierto que encuentran dificultades  
para implementarlo.
 
Nuevas ideas, como la de “cohesión social”, 
pueden enturbiar  el debate y la acción antes 
que clarificarla y simplificarla

Diversos actores conservadores y empresariales continúan proporcionando nuevos 
conceptos y nuevas prácticas. Esas propuestas deben ser analizadas. Algunas de ellas 
no contribuyen a solucionar los problemas, sino que lo hace todavía más difícil. Un 
buen ejemplo es la creciente atención al concepto de “cohesión social” promovido por la 
CEPAL, diversos analistas y algunos gobiernos. Este tipo de concepciones tiene aspec-
tos positivos, pero por otro lado entraña muchos riesgos al enfatizar ideas que invocan 
una cohesión en el sentido de reducir la diversidad de las expresiones sociales; integrar 
puede tener un componente positivo pero también puede serlo en un sentido riesgoso 
de incorporar para controlar y manejar; asimismo, el concepto de “cohesión” puede ter-
minan reemplazando al de “justicia”. El compromiso con la equidad queda reducido a la 
meta de cohesionar.

Se observa un creciente debate sobre las ideas 
de justicia social, y conflictos sobre el “reparto”

Problemas como el señalado arriba, en el sentido de nuevos debates teóricos, así como 
las dificultades de implementación, hace que debamos reconocer que en América del 
Sur no sólo está en marcha un debate, o confrontación, sobre cómo se reparten los costos 
de mantener una cobertura social y promover la equidad. Sino que se está desarrollando 
una discusión sobre cuál es el contenido y el sentido de la “justicia social”. No encontra-
mos evidencia de que exista una posición consensuada de esta temática dentro de las 
grandes coaliciones de izquierda en cada uno de los países. Este debate ofrece muchas 
oportunidades para poder incidir en la discusión, revela además opciones de acción en 
tanto algunos actores reconocen que las políticas sociales que se implementan son insu-
ficientes, y permite mantener viva la discusión sobre la justicia.

Buscando la participación de todas las razas. 
Foro Social Mundial en Porto Alegre, Brasil. 

Foto CLAES.
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Es indispensable avanzar en el análisis  
sobre las causas estructurales de la pobreza

La izquierda en el gobierno en general apela a las ideas clásicas para explicar los facto-
res estructurales de la pobreza y la desigualdad. Sin embargo, entrados en el siglo XXI, 
aquellas viejas explicaciones no son suficientes y es necesaria una renovación sobre la 
investigación y análisis sobre esa dinámica. En otras palabras, es indispensable plantear 
nuevas preguntas y promover estudios originales que permiten aplicar otras estrate-
gias. En especial destacamos los nuevos problemas sobre la propiedad y la regulación 
de los procesos productivos que claramente están bajo una nueva dinámica que no 
puede ser explicada por las viejas ideas. Ocurre igual con los efectos de la globalización 
y de los procesos de integración regional. Finalmente, los actores sociales y los grupos 
organizados de la sociedad civil se están estructurando de otras maneras, y se forman  
diferentes alianzas.

Se debe renovar la discusión sobre el papel  del mercado y del Estado

Siguiendo con el punto anterior, ese debate requiere un nuevo análisis sobre el papel que 
se espera del mercado bajo gobiernos progresistas, y cuáles son las capacidades del Esta-
do y de la sociedad de una regulación social sobre las relaciones mercantiles. Asimismo, 
la experiencia de algunos gobiernos progresistas indica que es igualmente importante la 
regulación social sobre el Estado.  Aquí también será relevante entender mejor las contri-
buciones positivas y negativas del surgimiento de las empresas transnacionales y de los 
grupos empresariales nacionales o regionales en la erradicación o profundización de la 
pobreza y la desigualdad.

Existen temas de alerta que deben ser observados y monitoreados 

En algunas cuestiones, si bien se parte de propuestas muy compartibles se puede caer 
en tensiones y contradicciones, y por lo tanto es necesario estar alertas a su evolución. 
Se pueden citar algunos casos que dejan en claro la complejidad de la problemática y la 
delicadeza que exige su abordaje. En algunos casos se observa un regreso a posturas na-
cionalistas clásicas, en el sentido de la defensa de actividades no tanto por sus cualidades 
sino en términos de un proyecto nacional. Este es el caso de las controversias en Bolivia 
alrededor de la explotación del gas frente a Brasil en parte defendidas desde un nuevo 
nacionalismo, lo que contrasta con la aceptación de la extracción minera en la zona de 
El Mutún por una empresa de la India; o el de la negativa brasileña ante Paraguay para 
modificar el sistema de venta compulsivo de la energía de la represa de Itaipú. 

Otra dimensión a evaluar es caer en una exageración del imaginario anclado en los 
pueblos indígenas, lo que es muy compartible como sustento para cambios sustancia-
les que permitan remontar la marginación de esos grupos, pero que puede ser usado en 
forma simplista para justificar fallas en la gestión o problemas de eficiencia. El primer 
paso es reconocer este tipo de tensiones y comenzar un proceso de reflexión y análisis  
sobre ellas.

La discusión sobre las estrategias de desarrollo y sus consecuencias 
sociales se ha vuelto más opaca, confusa y marginal

Las actuales estrategias de desarrollo de los gobiernos progresistas generan y reprodu-
cen muchos de los factores determinantes de la pobreza. Pero a la vez, se han vuelto más 
resistentes al debate y la crítica, en tanto son defendidas por el gobierno, por los partidos 
de izquierda, y también por partidos conservadores y de derecha (los que coinciden en 
esos aspectos), e incluso por algunos movimientos sociales (como algunos sindicatos). El 
apego a las estrategias de desarrollo convencionales parece revistada de cierto dogmatis-
mo, y la coyuntura internacional de los altos precios de las materias primas no ha hecho 
más que acentuar esa opción exportadora fuertemente dependiente de la apropiación de 
recursos naturales y los inversiones extranjeros.  
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Por lo tanto, el debate sobre las estrategias de desarrollo, y disciplinas como la economía 
política o la economía del desarrollo, han perdido vigor; los foros públicos para analizar 
esos aspectos en muchos casos son marginales, donde es evidente la creciente ausencia 
de la presencia institucional de las universidades. Los términos de la discusión se hacen 
opacos, y cualquier cuestionamiento es combatido como irracional, peligroso para el 
desarrollo o pasado de moda. Sin embargo, se debe dejar en claro que cualquier discusión 
sobre pobreza requiere y exige un debate sobre las estrategias de desarrollo. En este sen-
tido, la persistencia de estrategias de desarrollo basadas en una inserción internacional 
subordinada, como proveedores de materias primas, y receptores de inversión extranje-
ra, limita seriamente cambios estructurales más profundos.

También tienen lugar resistencias desde sectores tradicionales que enfrentan una y otra 
vez a los gobiernos de izquierda en la aplicación de programas, y en la interpretación de 
los resultados de esos programas. Es usual que esos gobiernos de izquierda reciban críti-
cas desde la izquierda, cuestionando la falta de reformas más profundas, como también 
cuestionamientos por derecha, por razones que van desde impedir la expansión econó-
mica o afectar el desempeño de las empresas.

Cualquier proyecto sobre políticas sociales debe incorporar 
aspectos territoriales y ambientales. Uno y otros 
no se pueden considerar por separado 

El manejo de los conflictos sociales sobre recursos naturales y territorios es un asunto 
políticamente delicado. En algunos casos se puede caer en actitudes sencillas de apoyar 
esos conflictos desde los reclamos de sectores locales (bajo la imagen del débil que debe 
ser apoyado frente a los intereses corporativos o estatales). Pero ese apoyo no puede diso-

Equidad de 
Género y 
derechos 
reproductivos

Avances. Introducción 
debate sobre aborto y 

derechos reproductivos.

Estancamiento. Algunas 
discusiones públicas, pero 

en temas y contexto por 
detrás de varios países del 

continente. Algunos 
avances en el recono-
cimiento del femicidio.

Derechos de 
Minorías 
sexuales

Avances. Reconocimiento 
legal y social a 

homosexuales / travestis.

Estancado Avances en inclusión en la 
agenda de temas de sida, 

minorias sexuales, género, 
raza y juventud.

Estancamiento. 

Derechos 
laborales

Avances. Se mantiene la 
organización sindical 

convencional. Pero se aplican 
acciones para reducir el 

desempleo (incluyendo trabas 
al despido); recuperación de la 
negociación salarial; aplicación 

de “monotributo social”. 

Estancado Estancamiento. Reforma 
laboral limitada, con altos 

niveles de informalismo. 
Programa Primer Empleo no 
funcionó y fue desmontado. 

Avances en generacion de 
empleos con “carteira 

assinada” con derechos 
laborales plenos.

Estancado. Incremento de 
demandas y protestas de 

trabajadores 
(especialmente subcon-

tratados); se retoman 
negociaciones colectivas.

Seguridad 
social

Avances. Ampliación del 
régimen jubilatorio. Reforma 

del sistema de fondos de 
pensión, repotenciando los 

fondos públicos.

Avance. Aplicación de un 
bono a los mayores de 60 

años, con pago 
diferenciado.

Estancado. Reforma de la 
seguridad social el 2002 

recibió fuerte protesta desde 
los empleados públicos y 

desde dentro de la coalición 
de gobierno.

Estancado. Limitada 
reforma al sistema de 

previsión privada.
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Estancamiento. Implementa-
ción Plan Nacional Políticas 

para las Mujeres. Cuestionado 
por su perspectiva de política 

pública sobre mujeres en lugar 
de una política sobre género. 
Limitadas medidas efectivas.

Estancado.
Tendencia al retroceso en el 

ámbito público.
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ciarse de las cualidades del conflicto en marcha, en el sentido si está sirviendo a fortale-
cer una resolución democrática y una deliberación en común.  En estos casos el enfoque 
analítico basado en derechos será importante.
 
Se han utilizado políticas sociales que intervienen sobre el capital, 
pero lo hacen a un nivel instrumental, y no se han logrado cambios 
sustanciales en la redistribución de la riqueza

El componente de equidad e igualdad sigue siendo resistente a las mejoras en tanto ello 
requiere reformas estructurales mucho más profundas, como por ejemplo cambios 
en los sistemas tributarios. Los programas sociales quedan reducidos a iniciativas de 
asistencia y reparación, pero no alteran las grandes tendencias en la distribución de la 
riqueza o, mas importante, las relaciones de poder de los grupos hegemónicos. En algu-
nos casos los principales cambios tributarios han afectado a los grupos de ingresos bajos 
y medios, pero no impactan sobre las empresas, los empresarios y clases adineradas, que 
siguen disfrutando de diversas salvaguardas tributarias. Se ha observado que en varios 
gobiernos progresistas no se logra elevar el gasto público debido a la estructura impo-
sitiva regresiva (dependiente esencialmente de impuestos al consumo) o por esquemas 
de transferencia de recursos hacia sectores de mayores ingresos. Pero además existe un 
componente político, donde algunos gobiernos de izquierda han aceptado cierta corre-
lación de fuerzas entre grupos sociales, y que por lo tanto no transitan hacia cambios 
radicales en cómo se apropian de los excedentes de la riqueza (tal como se observa en 
Argentina, Brasil y Chile, según Ortiz y Schorr, 2008). 

Estancamiento o retroceso. Veto 
presidencial anunciado a ley de 

derechos reproductivos (aborto); 
se considera que el tema género 

es burgués.

Avances. está poniendo en 
marcha el Plan de Igualdad de 
Oportunidades de las Mujeres 
Ecuatorianas PIO 2005-2009, 

que busca efectivizar la vigencia, 
promoción, protección, ejercicio 

y exigibilidad de los derechos 
humanos de las mujeres, niñas y 

adolescentes.

Estancado.

Avances, especialmente con 
homosexuales / travestis. Nueva 

ley de convivencia otorga 
cobertura legal a uniones del 

mismo sexo.

Estancado Estancado Estancado.

Importantes avances: cambios en 
la relaciones laborales, fuerte 
apoyo a sindicatos y reclamos 

sindicales, consejos de salarios, 
protección fueros sindicales, etc.

Estancamiento con fuerte 
tendencia a retroceder. Debate 

sobre la tercerización; mala 
calidad laboral en empleos como 

el minero. La mayor parte de la 
población económicamente ectiva 

esta tercerizada, sin derechos 
laborales

Planteamiento de volver al 
diálogo social-laboral a través 

del Consejo Nacional de Trabajo 
y también reformar el Consejo 

Nacional de Salarios.

Estancado. La débil protección y 
ejercicio de los derechos 
laborales es uno de los 

principales obstáculos para la 
ratificacion del TLC con los EUA.

Avances. Se regulariza y ordena el 
sistema de seguridad social y 

situación de aportantes

Retroceso. La mayor parte de la 
actividad económica es informal. 

La mayor parte de la población 
económicamente activa está 

tercerizada, sin acceso a la 
seguridad social.

Estancado. 84% de la población 
económicamente activa no tiene 

acceso a la seguridad social.

Avances limitados. Sistema 
Nacional de Subsidio y Crédito 
Familiar de Vivienda de Interés 

Social Urbana y rural.
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Estancamiento. Se eliminó el 
derecho al uso de la píldora del 

dia siguiente en el sistema de 
salud pública.
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Las limitaciones en la disponibilidad de fondos 
limita las políticas públicas sociales

Las estrategias de desarrollo actuales reducen los fondos estatales (reducción de aran-
celes, reducciones tributarias a grupos empresariales, etc.), el peso de la deuda persiste 
en varios países (Argentina, Brasil, Uruguay), y por lo tanto se mantienen restricciones 
presupuestarias que inciden negativamente en las políticas sociales. Existen varios diag-
nósticos que indican que es necesario un shock de inyección de fondos sustanciales para 
dar un salto cualitativo en algunas áreas (como salud, educación y vivienda), pero los 
gobiernos de izquierda no contemplan acciones de este tipo.

Es necesario ejercer políticas sociales simultáneamente 
con el fortalecimiento del marco democrático

La calidad del marco democrático debe ser considerada, pero no solamente en un pla-
no de análisis general o conceptual, sino que sería útil promover estudios y acciones de 

Educación Estancamiento a retroceso. 
No hay planes alternativos.

Avance. Empuje al plan 
de alfabetización

Avance: Aumento de los 
egresados de primaria y 

secundaria. Estancamiento: 
racismo en universidad y 

posgrados. Muy bajo 
porcentaje de  negros 

universitarios.

Estancamiento; persiste 
el proceso de 

privatización educativo.

Migración Avance sustantivo. Reforma de 
las leyes de inmigración y 

residencia; consideradas las 
más avanzadas del continente

Estancado.

Ambiente Estancamiento a retroceso. 
Propuesta desarrollista tiene 

alto costo ambiental, y por lo 
tanto se reducen las 

aplicaciones de las normas 
ambientales. Leyes claves no 

se aprueban.

Retroceso. División de la 
autoridad nacional; se 

reduce su jerarquía. Presión 
sobre las áreas protegidas 

para usos productivos.

Estancado. Mayor aplicación 
en temas puntuales 

(deforestación) pero menor 
aplicación en otras ramas. 

Fragmentación institucional 
por división del IBAMA. 

Aprobación de privatización 
de la gestión territorial.

Avance. Se mantiene 
propuesta desarrollista de 
alto costo ambiental, y se 
reduce las aplicaciones de 

las normas ambientales. 
Pero se crea un Min. del 

Ambiente.

Salud Avance. Ley de medicamentos 
genéricos. Aumento del gasto 

público en salud.

Avance. Se instala debate 
sobre seguro de salud 

universal.

Estancado. Leves avances en 
acceso a medicinas sobre 

todo para el HIV/SIDA.

Estancado. Muy pequeño 
aumento en el gasto.

Seguridad 
alimentaria

Avance. Retorno del Estado 
para regular precios y 

disponibilidad de algunos 
alimentos básicos.

Avances. Intentos 
estatales para asegurar 

disponibilidad de algunos 
alimentos; intentos de 
intervenir los precios.

Estancamiento. Fome Zero 
no funciona adecuadamente 

y es abandonado.
El componente es integrado 

en Bolsa Familia y otros 
planes complementarios.

---

------
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fortalecimiento en procesos concretos de fortalecimiento democrático. Por ejemplo, 
la instalación de comisiones plurales y deliberativas sobre políticas sociales a diversos 
niveles, pero con capacidades de tomar decisiones que sean vinculantes, y que puedan 
ser evaluadas en sus efectos. Como los actores políticos están muy deslegitimados, y las 
políticas públicas sociales están en buena medida en sus manos, es indispensable contri-
buir a solucionar sus limitaciones. Esto requiere, por lo tanto, una redemocratización de 
las políticas sociales. 

Corrupción

La corrupción se mantiene, o ha regresado, como un problema sustancial también para 
los gobiernos de izquierda. La corrupción en las políticas públicas sociales reduce su 
efectividad, deslegitima la esfera pública, contribuye al clientelismo, profundiza la injus-
ticia, etc. Sin embargo, las denuncias a la corrupción pública se han vuelto más difíciles 
bajo gobiernos de izquierda, en particular por un retroceso en los roles que la sociedad 
civil desempeñaba en el pasado ante los gobiernos conservadores / derecha. Es necesario 

Estancamiento a retroceso. No 
se presentan planes alternativos. 

Crisis en educación secundaria.

Estancado. Pocos recursos 
destinados a la educación de 

sectores pobreza. Es uno de los 
países de Latinoamérica que 

menos recursos a la educación 
destina. Baja calidad.

Avances limitados. Mayor 
presupuesto a la educación.

Avances. Metas de matriculación 
y promoción de educación 

terciaria y técnica. Además hay 
políticas de acceso con equidad a 

la universidad.

Avance únicamente en programa 
para repatriar emigrados.

Estancamiento a retroceso: 
propuesta desarrollista tiene alto 
costo ambiental, y por lo tanto se 

reducen las aplicaciones de las 
normas ambientales. 
Enforcement es bajo.

Estancamiento. Modelo 
desarrollo basado en explotación 

minera. Discusión creación 
Ministerio del Ambiente pero con 

poca capacidad fiscalizadora y 
preventiva.

Estancado. Modelo extractivista 
persistente. Debate sobre 
hidrocarburos y apuesta 

a la minería.
Importantes avances en la 

nueva constitución ( derechos 
de la naturaleza)

Avances. Apoyo al sistema de 
áreas protegidas. Ley General 

Forestal y reglamento del 
Certificado de Incentivo Forestal 

(CIF).

Avances. Creación de un sistema 
de salud universal.

Estancado. 
Pocos recursos públicos 

destinados.

Estancado. Persisten brechas 
significativas en los indicadores 

de salud por niveles 
socioeconómicos, regiones, 

género, etnia y edad. La 
legislación vigente y las políticas 
públicas no se cumplen en todos 

los ámbitos (e.g. maternidad 
gratuita y atención a la infancia). 

Tendencia a la privatización de 
los servicios de salud.

Estancado. Hay planes pero sin 
referencia a factores de riesgo 

sociales y sanitarios..

Avance. Aplicación de medidas 
puntuales para controlar precios 

sobre algunos alimentos básicos.

Estancada. El gobierno no tiene 
politicas publicas al respecto.

Avances. Programa del 
Ministerio de Inclusión 

Económica y Social “Aliméntate 
Ecuador” adopta los principios 

de la soberanía alimentaria.
El tema es integrado en la 

nueva constitución.

---

---
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Estancado. No existen políticas 
públicas al respecto.

Secretaría Nacional del Migrante 
impulsa políticas específicas.
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Reforma 
política

Estancada. Anunciada 
repetidamente, pero no ha 

se han tomado 
medidas concretas.

Avance. En marcha, con 
resultados inciertos. 

Conflictivo proceso de 
reforma constitucional; 

fuertes presiones de 
autonomías regionales.

Estancada. Anunciados 
cambios claves, como el 
bloqueo de transferencia 

entre partidos, etc.

Violencia y 
criminialidad

Estancado. Se mantienen 
problemas con niveles de 

violencia, mal desempeño 
policial y corrupción, crisis 
humanitaria en cárceles.

Estancado. Denuncias 
sobre desempeño policial; 

crisis humanitaria en 
cárceles.

Estancado. Se mantienen los 
niveles de violencia y 

criminalidad. Corrupción 
policial. Militarización 

intermitente en algunas 
ciudades.

Estancado. 
Niveles por encima del 

promedio 
de América Latina.

---

---

A
rg

en
ti

na

Bo
liv

ia

Br
as

il

Ch
ile

Corrupción Estancando; denuncias y 
procesamiento por 

corrupción en figuras claves 
gubernamentales, 

especialmente en las áreas 
de energía, infraestructura; 

procesamiento de un ex 
ministro de Economía.

Avances: clara reducción 
de la corrupción en altos 

niveles gubernamentales; 
sanciones a jerarcas. 
Mantenimiento de la 

corrupción en otros 
ámbitos del Estado. 

Estancado.  Denuncias de 
corrupción a varios niveles, 

incluyendo figuras del 
gobierno, legisladores, 

gobernadores estaduales. No 
hay avances en el manejo de 

fondos electorales.

Información 
pública

Retroceso. Conflictos con la 
prensa convencional; uso 
discrecional de publicidad 

estatal para premiar / castigar 
a los medios de prensa.

Estancado. Conflictos con la 
prensa convencional.

Proliferación de radios 
comunitarias.

Retroceso. Desaparecen 
medios independientes de 

prensa; vínculo estrecho 
entre medios oligopólicos, 

empresas y gobierno.

---

---

---Transparencia Estancada o retroceso
Retroceso por la instalación 
y mantenimiento de leyes 

de urgencia para 
el manejo presupuestario

Avance. Proyecto de ley 
Marcelo Quiroga Santa Cruz 

de lucha contra la 
corrupción, enriquecimiento 

ilícito e investigación de 
fortunas.

Estancado.

Participación 
ciudadana

Retroceso. Gran descon- 
fianza en políticos y otros 

actores sociales.

Estancamiento. Mayor 
participación en algunas 

instancias, pero otras 
opciones institucionales 

estancadas (especialmente 
a nivel municipal).

Estancamiento. Hay 
consultas ciudadanas pero 

no tienen efectos en 
decisiones o asignación 

presupuestaria.

Sociedad civil 
y ONGs

Conflictivo. Enfrentamientos 
de diversos tipos con ONGs 
bajo acusaciones cruzadas 

de vinculaciones partidarias 
o dependencia de la 

cooperación extranjera.

Estancado. Relaciones de 
asociación / oposición 

dependiente de los temas y 
tipos de organizaciones.

Estable.
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Estancamiento. Se crearon 
comisiones y comités con 
acceso a la participación, 

pero tienen un carácter 
testimonial / informativo, sin 

incidir en decisiones.
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Estancada. Se discuten posibles 
cambios en el mediano plazo 

para generar una mayor 
municipalización.

Avance. Las políticas de inclusión 
y redistribución empiezan a ser 

visibles con un nuevo marco 
legal viabilizado con la Ley la 

Equidad Tributaria

Estancado.

Estancamiento: se mantienen 
niveles de criminalidad, 

problemas de gestión policial, 
crisis humanitaria 
en varias cárceles.

 
 

Estancado. La seguridad interna 
dificulta evaluar y perseguir la 

corrupción vinculada al Estado.
Pe

rú

U
ru

gu
ay

Ec
ua

do
r

Co
lo

m
bi

a

---

---

Estancado. Estancado. El sistema de justicia 
se encuentra colapsado. Existen 

planes de erradicación de 
corrupción 

en la nueva constitución.

Retroceso. Continúa el conflicto 
interno y regionalización de  

estrategia de seguridad 
sobre países vecinos.

Retroceso.
El narcotráfico gana terreno.

La policía es cada vez mas 
violenta.

Estancada. Se quiere volver al 
sistema bicameral del pasado que 
perpetuaba el dominio político de 

elites partidarias.

Avance. Existe Ley de Acceso 
a la Información.

Avances. Creación de la televisión 
pública “Ecuador TV”. Aplicación 
efectiva de la Ley de Orgánica de 

Transparencia e Información 
Pública (2004).

---

---

Estancado. No se introducen 
mejoras en la transparencia 

de la gestión pública.

Estancado. El gobierno es reacio 
a rendir cuentas. 

Avances. Implementa el Sistema 
Electrónico de Compras Públicas, 
con  software libre. Información 

incompleta de la gestión pública.

Estancamiento. Descentralización 
municipal estancada; avances en 

algunas áreas (e.g. políticas 
sociales) pero retrocesos en otras 

(e.g. ambiente).

Estancado. La tendencia es a 
restringirla utilizando 

el amedrentamiento y 
la fuerza del Estado 

(policía).

Avances. Iniciativas de 
fortalecimiento representación 

social, comunicación, etc. 
evaluación de nuevos mecanis-

mos en la  Constituyente.

Conflictivo. Cuestionamientos 
desde nuevos movimientos 

sociales. Gobierno introduce 
reforma tributaria que anula 

exoneraciones de las ONGs, y 
sólo las mantiene bajo un 
concepto de tercerización.

Retroceso. Se aprobó una ley que 
restringe su accionar, sus 

programas y su incidencia 
pública. 

Conflictivo. Cuestionamiento en 
el discurso gubernamental sobre 
el financiamiento y acciones de 

ONGS y se plantea un sistema de 
control.

Retroceso.  Existe condiciones 
difíciles para la participacion libre 

y espontánea de las ONGs y la 
sociedad civil. 

U
ru

gu
ay

Pe
rú

Ec
ua

do
r

Co
lo

m
bi

a

Estancado. Mayores enfrenta-
mientos con la prensa, pero 

mejora en la asignación de gasto 
de publicidad.

---
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Combate a la pobreza
Derechos humanos
Pueblos Indígenas
Campesinos y pequeños 
productores rurales

Reforma agraria y 
tenencia tierra

Género y derechos 
reproductivos

Minorías sexuales
Derechos laborales
Seguridad social
Seguridad alimentaria
Educación
Migración
Ambiente
Salud
Reforma política

Violencia y 
criminialidad

Información pública
Transparencia
Participación 
ciudadana
Corrupción
Sociedad civil y ONGs

Argentina Bolivia Brasil Chile Uruguay Perú Ecuador Colombia

Un resumen preliminar

El siguiente cuadro es un intento provisorio que busca resumir y comparar las 
principales tendencias observadas en cada país en comparación con los gobiernos 
anteriores, así como a los gobiernos actuales entre sí. La perspectiva es por lo tanto 
comparar la gestión de cada gobierno con sus antecesores, evaluando si se mantie-
nen los programas o iniciativas de las pasadas administraciones.

Avance sustantivo
Avance
Se mantienen las 
mismas condiciones; 
estancamiento
Retroceso

fortalecer el combate contra la corrupción, y establecer mecanismos de monitoreo y de-
nuncia específicos para las políticas sociales, no sólo en manos estatales sino también en 
manos de la sociedad civil. Aquí será clave la instauración de políticas de transparencia 
y rendición de cuentas y quizás de eliminación de la inmunidad de los políticos en los 
gobiernos de turno.

El papel de los medios de comunicación.

Los gobiernos progresistas han considerado que uno de los problemas que deben en-
frentar es el papel de los medios de comunicación, en especial aquellos masivos, tales 
como periódicos, radios y televisión. Consideran que en muchos casos que la prensa 
convencional sirven a fuerzas que resisten o combaten los cambios, consideran que no 
garantizan coberturas informativas imparciales, y que en muchas circunstancias son 
servidores de intereses empresariales. Por lo tanto, casi todos los gobiernos de izquierda 
mantienen cierto nivel de disputas con la prensa convencional (particularmente evidente 
en Argentina, Bolivia, Ecuador y Venezuela; y en menor medida en Brasil y Uruguay). Las 
reformas en ese sector están en marcha, o han sido anunciadas en varios casos (Argenti-
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na, Ecuador); y se han potenciado medios de prensa en manos estatales (Brasil, Uruguay 
y Venezuela). 

Por otro lado, los movimientos sociales y organizaciones ciudadanas han logrado esta-
blecer y operar su propios medios de comunicación alternativos, en un amplio abanico 
que va desde las radios comunitarias al manejo de diarios digitales. Las relaciones de 
los gobiernos de izquierda con este universo es compleja, con ejemplos tanto de avances 
como de acciones que han sido interpretadas como manipulaciones o condicionantes 
(sea por medios directos de intervención, como por manejos de la publicidad estatal para 
premiar o castigas a los medios). Asimismo, muchos medios de prensa continúan presen-
tando la problemática de la pobreza, en insistir con la imagen de una pobreza revestida de  
peligros y por lo tanto reforzando la segregación y la exclusión. 

Las relaciones entre la sociedad civil y los gobiernos progresistas 
se ha vuelto más compleja y tensionada

Los motivos de esta problemática son variados, y van desde la desilusión entre  simpa-
tizantes y militantes, al ingreso de muchos líderes sociales a los gobiernos de izquierda. 
Las organizaciones de la sociedad civil tienen ahora mas dificultades para mantener 
posturas independientes y cuestionadoras, y por lo tanto las capacidades de innovación 
se han reducido. Los viejos movimientos sociales, en especial los sindicatos, enfrentan 
mayores limitaciones y sus agendas temáticas se han reducido. Pero también hay casos 
como en Chile, donde se vive un proceso en parte inverso en parte del movimiento obrero, 
o en Perú donde los movimientos sociales están ganando fuerza a pesar del amedrenta-
miento del Estado. Los nuevos movimientos sociales están comenzando a retomar su 
papel clásico de agentes independientes (en todos los países). Por otro lado, la izquierda 
está teniendo efecto paradojal de reducir la diversidad y espacios de discusión y debate, y 
en algunos casos incluso de movilización popular. 

Es indispensable fortalecer una sociedad civil autónoma

Para remontar varios de los problemas indicados arriba, es necesario potenciar una 
sociedad civil autónoma. Esto implica mantener posiciones autónomas de las posturas 
de partidos políticos, y de los gobiernos, y por lo tanto no significa dejar de participar, 
colaborar o actuar junto al Estado o los partidos políticos. La autonomía no es una pos-
tura aislacionista, sino que apunta a una relación más madura, donde se mantengan las 
identidades, motivaciones y prácticas propias. Entre esas tareas está mantener el foco de 
atención sobre los problemas de la pobreza en todas sus facetas, en contribuir a mejorar 
la eficiencia y encauzar más adecuadamente los recursos y programas actuales; denun-
ciar la corrupción donde ocurra, y combatir el uso de los programas para el clientelismo 
electoral; promover visiones alternativas de otras prácticas para atacar los problemas de 
la pobreza (incluyendo sus propias investigaciones, en especial aquellas que revistan un 
carácter participativo); y que deje en evidencia que la pobreza no se resuelve con medidas 
reparatorias o compensatorias, sino que exige un abordaje integrado incorporando las 
discusiones sobre las estrategias de desarrollo. 





Capítulo 6 

POLITICAS SOCIALES Y 
EL PAPEL DE LA SOCIEDAD CIVIL

El nuevo contexto de la sociedad civil ante los 
gobiernos progresistas

A lo largo del presente análisis el papel de la sociedad civil en las políticas sociales es 
clave. Por un lado, los sectores populares empobrecidos y marginados son los destina-
tarios de esos esfuerzos, y sus formas de auto-organización juegan papeles claves. Pero 
por otro lado, desde los movimientos sociales se generan demandas y presionan sobre los 
gobiernos progresistas en el terreno de las políticas sociales. Se producen entonces tanto 
vinculaciones como tensiones con los gobiernos progresistas. Es entonces importante 
analizar estos aspectos.

La resistencia y las reacciones frente a las reformas de mercado, propias de las décadas 
de 1980 y 1990, generó un fortalecimiento de algunos sectores de la sociedad civil. Pero 
además, como muchos sectores populares se encontraban desamparados de cualquier 
cobertura social, se auto-organizaron para abordar problemas como la alimentación, tra-
bajo, salud, etc. Bajo ese contexto se generaron formas de auto-asociación y expresiones de 
nuevas relaciones comerciales, tales como “ollas populares”, cooperativas de producción 
de alimentos, apropiación de tecnologías para la vivienda popular, etc. No escapa a nadie 
que muchos partidos políticos de izquierda mantenían relaciones estrechas con esos gru-
pos organizados, y allí se nutrían de muchos militantes. Asimismo, en el seno de muchas 
ONGs particularmente activas en la práctica y en la reflexión sobre políticas sociales, 
muchos de sus integrantes pasaron a formar parte de los nuevos gobiernos progresistas. 
Incluso algunos sindicalistas con puestos claves también pasaron a formar parte de los 
nuevos gobiernos (notablemente en Argentina y Brasil).

Esta dinámica genera una amplia superposición entre sociedad civil y sociedad política 
en el campo del progresismo. Esa superposición se acentúa en el caso de los actores políti-
cos que pasan a ocupar puestos claves en los gobiernos. Estas nuevas vinculaciones tienen 
implicancias claves en el campo de las políticas sociales volcadas a la pobreza.

Por un lado, esas relaciones estrechas han servido para dotar al aparato estatal de un mejor 
conocimiento y una gran experiencia en atender los temas de la pobreza. En los anteriores 
gobiernos prevalecían tecnócratas universitarios que ejecutaban planes esencialmente 
técnicos, con poca o nula experiencia con los sectores populares, y mucho menos conta-
ban con vivencias propias de compartir la situación de vida de pobres y marginales. Esa 
situación cambió en muchos casos con los gobiernos progresistas, lográndose contar con 
personas que tenían amplia experiencia en estos temas, que compartían los problemas de 
esos sectores empobrecidos, y en algunos casos provenían de éstos.

Esta dinámica es importante y es un factor que debe ser tenido en cuenta para explicar 
algunos éxitos, y en especial algunos proyectos innovadores que se han dado dentro de los 
gobiernos progresistas.

Pero por otro lado, estos nuevos equipos gubernamentales están de todas maneras suje-
tos a las decisiones sobre política de desarrollo, sobre asignación del gasto público, y sobre 
todo un amplio abanico de decisiones gubernamentales, que como se vio en el capítulo 
anterior, desembocan en limitaciones estructurales en poder aplicar políticas sociales 
de mayor envergadura. Por ejemplo, se pueden intentar planes innovadores en asistencia 
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social a nivel barrial, pero si la toma de decisiones en el área económica no genera una re-
forma tributaria que permita recaudar recursos financieros para ese tipo de programas, 
las políticas sociales desembocan entonces en medidas compensatorias.

Las tensiones entre las metas sociales y las estrategias efectivamente aplicadas por los 
gobiernos progresistas generan distintos problemas en el seno de la sociedad civil. En 
algunos casos, líderes ciudadanos que han apoyado la transición hacia el progresismo, 
parten de esa identificación para apoyar todas las medidas gubernamentales. El debate 
o la crítica frente a las posturas presidenciales se desvanece, y se defiende esa gestión 
estatal desde la sociedad civil.

El reposicionamiento frente a los gobiernos progresistas también afecta la posibilidad 
de tender puentes entre movimientos sociales. En el pasado, al tiempo de la reformas 
de mercado, diversos movimientos sociales compartían agendas comunes de reacción y 
enfrentamiento ante los avances neoliberales. Pero al abandonarse ese camino, también 
se reducen los temas comunes entre diferentes movimientos. 

La identificación y defensa con los gobiernos progresistas es más clara en los viejos mo-
vimientos sociales, especialmente los sindicatos. Por ejemplo, las centrales sindicales de 
Argentina y Brasil mantienen relaciones estrechas con sus gobiernos. Esto determina 
que existan líderes sociales relevantes que defienden a estos gobiernos como propios, y 
su agenda se re-ajusta desde los amplios temas tratados en el pasado, a nuevas cuestiones 
más estrechas, vinculadas con demandas de clase o sectoriales. Ese “estrechamiento” de 
las demandas reduce los puentes de coincidencia que se pueden tender con otros movi-
mientos sociales, especialmente los nuevos movimientos.

En efecto, en el caso de los nuevos movimientos, como el feminismo o ambientalismo, 
más rápidamente han surgido diferencias y discrepancias con los gobiernos progre-
sistas. Esto se debe a que esos movimientos cuestionan aspectos más profundos de la 
matriz cultural y de las estrategias de desarrollo. Esto ha desembocado, por ejemplo, en 
el rompimiento del acuerdo de apoyo de las ONGs ambientalistas chilenas al gobierno 
de M. Bachelet. En el caso de los pueblos indígenas la situación es variada, ya que hay 
un acercamiento con el gobierno en el caso de Bolivia, mientras que en Ecuador hay un 
distanciamiento (la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador, CONAIE, 
en mayo de 2008 rompió con el presidente Correa, por sus pronunciamientos “racistas, 
autoritarios y antidemocráticos”; Asamblea Extraordinaria del 13 de mayo).

También existen tensiones entre nuevos y viejos movimientos sociales. Por ejemplo, 
mientras que algunos sindicatos apoyan industrias extractivas en tanto brinden buenos 
salarios y coberturas laborales, los nuevos movimientos sociales cuestionan la esencia 
misma de esos emprendimientos extractivos, sea en el caso minero como petrolero. La 
novedad que se observa en los últimos meses es que varios movimientos tradicionales, 
como el indígena o campesino, están sumándose a esas posturas críticas al cuestionar 
la esencia de las estrategias de desarrollo, y debido a que las medidas compensatorias 
son insuficientes para superar los impactos sociales y ambientales que sufren a nivel 
local. Esto explica diversas disputas en marcha en Ecuador, Bolivia y Argentina. Pero 
además, esos nuevos cuestionamientos adquieren ahora un componente de lucha por el  
excedente generado 

por los altos precios de las materias primas exportadas, y por lo tanto generan alianzas 
impensadas en la expresión de la protesta (como la confluencia de pequeños agricultores 
y grandes hacendados en Argentina). Asimismo, los sectores tradicionales no cubiertos 
por las estructuras clásicas, se suman a esos cuestionamientos. El caso más claro son las 
demandas de los trabajadores tercerizados de la minería chilena, que no formaban parte 
de la central sindical, y que por lo tanto llevaron su protesta de forma autónoma frente al 
gobierno. Finalmente, se siguen expresando movimientos ciudadanos de gran vitalidad, 
que no poseen estructuras formales, como las demandas de estudiantes secundarios en 
Chile (el movimiento de los “pinguinos”), que expresan justamente áreas de las políticas 
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sociales que siguen siendo muy débiles (tal como se analizó en el 
capítulo anterior para el caso de la situación de los jóvenes).

Los gobiernos progresistas además generan una recomposición 
de las redes de cooperación y participación de las organizaciones 
ciudadanas. En muchos casos, sea por vías formales como infor-
males, se mantienen relaciones privilegiadas con aquellas orga-
nizaciones o movimientos a los que se conciben como “cercanos”, 
“amigos” o al menos a quienes realizan “críticas constructivas”, 
mientras que hay una desconexión frente a las ONGs y movimien-
tos más críticos.
 
Este es un problema delicado ya que muchas acciones clásicas 
en políticas sociales, tales como centros de salud, programas de 
atención a la infancia, comedores populares, etc., están en manos 
de ONGs. Ese tipo de participación tiene aspectos positivos, en 
tanto las ONGs brindan acciones más eficientes y efectivas, están 
ancladas a nivel local, y son más dinámicas; pero también se han 
advertido problemas en tanto es una forma de tercerización de 
las funciones estatales que privilegia a las instituciones más cer-
canas. Al ampliarse el campo de acción estatal, sea directo como 
indirecto, diversas iniciativas ciudadanas son absorbidas por la 
esfera gubernamental, y con ello limita el papel de la sociedad civil 
(Piñeiro, 2004).

También se observan problemas debido a que muchas ONGs se 
han debilitado ya que algunos de sus integrantes claves han pasa-

do a trabajar al espacio estatal, pero también debido a esa relación de dependencia de los 
fondos públicos, lo que puede limitar su capacidad crítica e innovación.

Todos estos factores generan limitaciones sobre la independencia de las organizaciones 
ciudadanas frente a la sociedad política y gobiernos, afectando la dinámica de las denun-
cias, las críticas o la exploración de alternativas.

Por ejemplo, un reciente reporte de ALOP ilustra la situación en Brasil con un testimonio 
calificado: “Hay una clara afirmación que los movimientos sociales brasileños viven 
un momento de resistencia y reorganización con motivo del Gobierno Lula. Primero, 
porque el Gobierno Lula posee una gran capacidad de llevar hacia el aparato de Esta-
do los liderazgos que otrora lideraron las luchas. Segundo, porque el Gobierno ejerce 
un gran poder de cooptación de los movimientos, presentando programas y proyectos 
para que sean realizadas acciones en la base de la sociedad colocando, por veces, los 
liderazgos de los movimientos como delegados del Gobierno en la relación con la socie-
dad”. Se concluye que este tipo de situaciones afectarían “la autonomía de la sociedad 
civil, e impediría su resistencia ante políticas gubernamentales que profundizarían el  
neoliberalismo” (ALOP, 2008).

Desde el campo ciudadano, se observa una cierta “desilusión” o “desconfianza” con la 
política y con los actores políticos. Las diversas evaluaciones de opinión pública mues-
tran tendencias claras en estos aspectos: los presidentes pueden generar importantes 
adhesiones y simpatías, pero se mantiene la desconfianza en el actor político, en el papel 
del gobierno y del poder legislativo.

No son pocos los casos de activos militantes de izquierda que se desilusionan con los 
gobiernos de turno por diversas razones, pero que en lugar de pasar a defender otras 
opciones partidarias, se retiran del campo de la sociedad política. Existen algunas 
similitudes, por lo tanto, con lo observado en Europa occidental con la social demo-
cracia en el gobierno, la que generó fricciones con sindicatos y una retracción de la  
militancia partidaria.

Expresión ciudadana: reclamando 
contra la contaminación en el Foro Social 
de las Américas, Quito (2005).
Foto CLAES.
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También existen expresiones ciudadanas que buscan revertir los procesos de cambio. 
Incluso, existe una apropiación de prácticas de protesta o acción social que eran típicas 
de los grupos progresistas, pero que ahora se expresan desde agendas conservadoras o 
que buscan la restauración de privilegios. Ejemplos de este tipo, son el apoyo empresarial 
a las protestas autonomistas en el occidente de Bolivia, o en Argentina las demandas por 
seguridad ciudadana. 

Finalmente, también debe reconocerse que los gobiernos progresistas tienen dificul-
tades en manejarse con la sociedad civil independiente. Existen algunos ejemplos para 
intentar controlar o condicionar a las organizaciones ciudadanas, las que incluyen con-
troles sobre el financiamiento de las ONGs en Venezuela, anulación de las exoneraciones 
tributarias en Uruguay, o críticas directas de la administración de Evo Morales contra 
las ONGs. A su vez existen diversos ejemplos de críticas a los movimientos sociales, 
en especial de los presidentes Lula y Correa, apuntando por ejemplo a organizaciones 
ambientalistas, de defensa de los derechos de los pueblos indígenas o de minorías. Esos 

ENTRE POPULISTAS Y AUTONOMISTAS

El populismo, reflejado en el aparente retorno de liderazgos personalistas con proyectos de re-
forma social y retórica encendida, recibe ataques desde los más diversos sectores, sobre todo de 
la prensa extranjera y del republicanismo bienpensante vernáculo. El impulso autonomista es 
recibido de forma más entusiasta. El primero es un fantasma explícito y declarado; el segundo es 
más solapado, menos evidente. Ambos, sin embargo, son indicadores de que hoy existe un nuevo 
contexto, a partir del cual es necesario repensar la cuestión de la ciudadanía, la configuración del 
Estado-nación y el rol de las elites en cada país, sea como fuerzas de la reacción o como motores 
de cambio social. El fantasma populista nos sitúa en un marco posneoliberal, caracterizado por 
el retorno del Estado como agente del desarrollo y la vuelta del realismo en la política nacional e 
internacional. La reivindicación autonomista, en cambio, nos sitúa en un contexto posliberal: la 
idea es que el Estado-nación no se corresponde ya con sociedades pluralistas y multiculturales.

La actual crítica al populismo hereda la fijación liberal propia del entusiasmo democrático de la 
década del 80 y del fin de las dictaduras. El entusiasmo con las reivindicaciones autonomistas es 
propio de la fijación culturalista, en sus variantes posmodernista, posestructuralista y de radica-
lismo de la multitud. Si en los 80 la reflexión social ponía el acento en lo político y en los 90 en 
lo económico, en lo que va del siglo XXI esta reflexión se centra en lo cultural y en la lógica de la 
diferencia.

En este ensayo sostenemos que ambos fantasmas tienen como origen común una concepción 
limitada de la ciudadanía, ya que tanto el temor al populismo como la reivindicación autonomista 
la reducen a una sola dimensión, dejando de lado la extensión de derechos sociales y la dimensión 
socioeconómica de la democratización. En la defenestración del populismo como una herejía 
política, lo social queda al margen a cambio de una fijación formalista y legalista en las formas de 
la democracia representativa y en la competencia entre partidos. En el elogio de la diferencia de la 
reivindicación autonomista, por su parte, se manifiesta una fijación culturalista en las dimensio-
nes más recientes de una ciudadanía ampliada y quedan nuevamente subsumidas las cuestiones 
de la vulnerabilidad y la desigualdad social dentro de las afirmaciones identitarias.

Ambas perspectivas tienen a la autonomía –de individuos, sectores sociales o sociedades ente-
ras– como el ideal ético y el fin último de la acción política. La emancipación de la necesidad o de 
toda forma de dominación sería entonces el modo de alcanzar este ideal, y así se ignora cuán vul-
nerables y entrelazados están esos individuos, sectores sociales y sociedades. Y esto es tanto más 
cierto en sociedades complejas y globalizadas, signadas por una creciente interdependencia.

Sección de “Entre el temor al populismo y 
el entusiasmo autonomista”, 2007.
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cuestionamientos presidenciales, que defienden las estrategias de desarrollo actual, se 
asemejan a posturas observadas en los gobiernos convencionales de García en Perú o 
Uribe en Colombia (donde el caso más emblemático es la tesis del “perro del hortelano” de 
García para defender su política de desarrollo).

De todos modos la sociedad civil sigue expresando su vitalidad en nuevas formas, muchas 
de las cuales ya no pueden ser identificadas ni analizadas bajo las viejas categorías. Algu-
nas de ellas se mencionaron arriba, tales como las movilizaciones estudiantiles en Chile, 
o el de las organizaciones de productores agropecuarios en Argentina. A ellos se suman, 
por ejemplo, la nueva organicidad de grupos de gays y lesbianas, una visión más amplia 
de la identidad indígena, incluyendo una recuperación de una historia subalterna que 
pasaba desapercibida, y un creciente protagonismo de las demandas de género. Algunas 
de estas expresiones tienen claras continuidades, pero otras son novedosas. Preguntarse 
si son progresistas o conservadoras bajo las categorías convencionales posiblemente no 
sea muy constructivo en este momento histórico, pero lo cierto es que ellas expresan nue-
vas demandas y exigencias paras las políticas sociales gubernamentales.

Acciones claves para la sociedad civil

Los puntos que se acaban de analizar permiten avanzar en señalar algunas ideas claves 
tanto sobre temas como papeles a desempeñar desde la sociedad civil. Entre esos aspec-
tos destacamos los siguientes:

La sociedad civil juega un papel indispensable en señalar la importancia y dramatismo 
de la pobreza, de la injusticia detrás de ella, y en recordar las responsabilidades del Es-
tado, del sector empresarial, y de la sociedad en general, en resolverla. Resaltando las 
injusticias de genero y su relación con la pobreza, las organizaciones de la sociedad civil 
juegan además un papel de primera importancia en hacer visible aquello que se intenta 
mantener oculto, y en especial la situación de los super-excluidos. Pero además, son las 
que mantienen la presión sobre una visión más amplia e integradora de la pobreza y la 
inequidad, en relación con el pleno ejercicio de derechos.

Una sociedad civil autónoma es indispensable para contribuir a mejorar la eficiencia y 
encauzar más adecuadamente los recursos y programas estatales actuales, en denunciar 
la corrupción donde ocurra, y combatir el uso de los programas sociales para el clientelis-
mo electoral. En otras palabras, la sociedad civil contribuye a la transparencia y eficiencia 
de las acciones estatales, y por lo tanto los gobiernos progresistas antes que mirarla con 
desconfianza o intentar controlarla, deben permitir sus expresiones ya que sirven a sus 
metas de atacar con mayor efectividad los problemas sociales. Esto no significa postular 
una sociedad civil donde sus organizaciones no interactúen, trabajen o cooperen con el 
Estado. Es más, en muchos casos una de las obligaciones de Estado, y en especial bajo los 
gobiernos progresistas es contribuir a mantener estas manifestaciones de la sociedad 
civil. El ejemplo del MST en Brasil es importante, donde se mantiene su autonomía frente 
a gobierno del PT, persisten en sus reclamos, pero igualmente llegan a acuerdos en temas 
comunes y reciben un necesario apoyo desde el gobierno. Esto refleja una relación madu-
ra desde las dos partes.

La sociedad civil también ejerce un papel relevante en sus acciones sobre actores so-
ciales claves, que van desde los medios de prensa, a los ámbitos académicos, desde los 
decidores locales a los formuladores de políticas en el ámbito internacional ubicados en 
instituciones que siguen teniendo un enorme peso (como el Banco Mundial, el BID o las 
instituciones financiera regionales, como CAF). 

La sociedad civil es un campo de exploración de alternativas, un conjunto de laboratorios 
con sus ensayos y errores, que buscan visiones alternativas y otras prácticas para atacar 
los problemas de la pobreza, la desigualdad y la exclusión. Desde allí se originaron diver-
sas prácticas, sistemas de evaluación, mecanismos de acción, que ahora están en marcha 
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en muchos planes estatales. Esa papel como germinadores del cambio debe ser alentado 
y protegido.

Muchos actores de la sociedad civil contribuyen a dejar en evidencia que la pobreza no 
se resuelve con medidas reparatorias o compensatorias, sino que exige un abordaje inte-
grado incorporando las discusiones sobre las estrategias de desarrollo, con un abordaje 
a sus causas estructurales y a una modificación de las relaciones de poder entre los ac-
tores políticos, económicos y sociales. Permiten además expresar la evidencia que liga 
las relaciones de poder dentro de cada país, con un cierto ordenamiento internacional, y 
por lo tanto vinculan las demandas de justicia social con las necesarias reformas hacia 
globalización inclusiva y equitativa.

Si estas y otras opciones son consideras válidas, es indispensable retomar acciones para 
fortalecer a la sociedad civil como ámbito independiente de la sociedad política. Este 
es uno de los aspectos de mayor importancia en la coyuntura actual de los gobiernos 
progresistas. Esto no significa que las organizaciones de la sociedad civil no tengan rela-
ciones con el mundo de los partidos políticos o las agencias estatales, ni tampoco implica 
impedir que sus integrantes tengan una militancia partidaria o que eventualmente in-
gresen a un gobierno progresista. Significa retomar y consolidar la independencia como 
instituciones, como espacios de debate. Significa volver a recordar que también desde el 
espacio ciudadano se hace política.
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ANEXO

Relatoría del Seminario Taller

“¿Políticas Alternativas de Cambio? 
Persistencias, reacciones y alternativas”

11 y 12 de diciembre de 2007, Montevideo (Uruguay)

El presente Anexo ofrece un breve relato del taller “¿Políticas Alternativas de Cambio? – Persistencias, reaccio-
nes y alternativas”, convocado por CLAES con apoyo de OXFAM, celebrado en Montevideo. 

Este evento constituyó un espacio para la presentación y puesta a punto de las investigaciones y trabajos reali-
zados tanto por CLAES como por varios especialistas de América Latina consultados al respecto de la situación 
actual, perspectivas y transformaciones sociales que se visualizan hoy en día en nuestro continente.

Las sesiones contaron con la participación de varios calificados especialistas en temas sociales en América del 
Sur. Los participantes fueron: María del Carmen Ledo, de la Universidad Mayor de San Simón (Cochabamba, 
Bolivia); María Inés Fernández Alvarez, docente e investigadora en el Ciel - Piette del CONICET, Buenos Aires; 
Cecilia Cross, docente e investigadora en el Ciel - Piette del CONICET, Buenos Aires. Juan Cristóbal Prieto es 
chileno, se desempeña como Coordinador de la Unidad de Investigación Social Aplicada del Observatorio Social 
de la Universidad Alberto Hurtado; por Uruguay participaron Sergio Lijtenstein y Viviana Basanta. El primero 
es sociólogo y es integrante del Centro de Investigación sobre Pobreza y Exclusión Social de la Universidad 
Católica de Uruguay, y el Instituto de Investigación y Desarrollo Social, en Uruguay. Basanta es asistente social, 
integrante de la ONG Factor S y asesora del Ministerio de Desarrollo Social de Uruguay. Los representantes de 
OXFAM presentes fueron: Rubén Guevara, Diana Pombo y Eduardo Cáceres. Como coordinadores y modera-
dores del taller participaron Eduardo Gudynas de CLAES; Gerardo Honty en CLAES y además integrante de 
CEUTA (Centro Uruguayo de Tecnologías Apropiadas).

La estructura del taller puede dividirse en dos grandes componentes: presentaciones con la evolución de las in-
vestigaciones de cada uno de los especialistas consultados, para luego discutir sobre las principales tendencias, 
núcleos temáticos y las principales tensiones y contradicciones que se encuentran en América Latina. La idea de 
la discusión fue continuar citando las políticas sociales más exitosas en cada uno de los países en cuestión, las 
acciones que fueran consideradas como las de mayor potencial de incidencia, finalizando con la proposición de 
una serie de recomendaciones para organizaciones de la sociedad civil.

Los contrastes nacionales

El taller comenzó por analizar y comentar las situaciones de cada uno de los países. Carmen Ledo resaltó que en 
Bolivia si bien el proceso de urbanización fue lento, actualmente dos de cada tres personas viven en ciudades. 
Las políticas económicas han tenido mucho que ver en este cambio social y cultural de la población. Bolivia es un 
caso típico de “enclave minero”, donde a partir de la explotación de recursos naturales como los hidrocarburos 
se origina la principal fuente de divisas del país. Los recursos de la minería permitieron trasladar pobladores 
desde occidente hacia oriente, dando origen a la industria cruceña y haciendo que desde los años de 1990 existan 
tres grandes metrópolis en Bolivia (La Paz, Cochabamba y Santa Cruz), con sus respectivas periferias.

Destacó varios procesos que están teniendo lugar en su país: el proceso de urbanización va acompañado de 
la urbanización de la pobreza, esto se relaciona con el predominio femenino en las cuatro ciudades principa-
les, que a su vez tiene mucho que ver con los efectos de las reformas estructurales de los 90 sobre el empleo. 
Éstas han tenido un severo impacto en las familias, “desestructurándolas”. Actualmente, una proporción 
importante de las mujeres se dedican al servicio doméstico o al comercio minorista. Muchas mujeres se vol-
vieron jefas de hogar al tiempo que los hombres están en la casa con los hijos. Esto trae consecuencias como 
por ejemplo el mayor consumo de alcohol y el efecto que esto tiene en los niños; la falta del rol de la madre se 
observa también en la menor contención de los chicos. A pesar del rol más activo de la mujer en el mercado 
de trabajo en relación al pasado, hacia 2002 el 56% de las mujeres no tienen un ingreso en Bolivia, y el 65% 
de las mujeres del país son pobres. Bolivia alcanzó el primer lugar de América Latina en la peor distribución  
del ingreso.

Lo anterior va acompañado de mayor conflictividad en las ciudades, donde se intensifica la diferenciación entre 
barrios de una misma ciudad. Por otro lado, los precios de la tierra extremadamente altos potencian el proceso 
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de salida del área rural hacia la urbana y genera otro modo de conflicto. Otra guerra latente es la del racismo: 
existen unas 36 etnias, pero la propia sociedad ha generado una suerte de exclusión, los procesos de diferencia-
ción entre los indígenas se han profundizado. A pesar de este contexto complicado es difícil generar debates al 
respecto, y esto es grave porque el problema no se resuelve, sigue estando ahí. La discriminación interna existió 
siempre; ahora los más pobres y excluidos reconocen a Evo Morales como parte de su identidad y por eso apoyan 
al MAS.

El tema de los conflictos en el país es muy importante y las autoridades locales muchas veces no tienen diálogo 
con las departamentales. Ese diálogo de sordos promovido por intereses económicos hace que el papel de la 
sociedad civil deba ser más firme. La participación popular ayudó a visualizar comunidades antes desapareci-
das. El otorgamiento de dinero al sector rural hizo que este se recuperara en número: por primera vez muchas 
comunidades recibían dinero y esto atrajo gente devuelta hacia el campo.

La economista encuentra que en el gobierno actual podría haber ciertos indicios de un mejor aprovechamiento 
de los recursos económicos que en el pasado, donde además existe más transparencia respecto a la utiliza-
ción de dichos recursos. La ley de hidrocarburos hizo que una mayor parte de los ingresos por exportaciones 
permaneciera en el país. Por otro lado, el Plan Nacional de Desarrollo es una iniciativa que apunta a atacar la 
inequidad y abarca ámbitos como la salud y la educación. Estos programas requieren del apoyo ciudadano, para 
que tengan una mayor posibilidad de éxito.

Los movimientos sociales aparecen como respuesta a la falta de participación del Estado y de otros actores, en 
especial en las grandes ciudades del país. Se ha observado que cuando las mujeres están al frente los índices de 
corrupción son mucho menores. Un ejemplo es la cloración del agua de consumo para evitar la contaminación 
y las enfermedades. Es un caso de autogestión de los recursos de los que se disponen. La capacitación entonces 
se vuelve clave para permitir que diversos grupos tengan las herramientas para actuar, ante la falta de otros  
mecanismos sociales.

En la discusión sobre cuales son las políticas actuales, Ledo señaló que se apunta al capital humano, a la alfabe-
tización, a la educación como estrategia para mejorar el consumo y el aparato productivo, generar una dinámica 
positiva en la economía y poder lograr un mercado interno más amplio. La salud es un tema que al igual que la 
educación excluye grandes porciones de la población: solo tenían derecho a la salud pública los asalariados, 
pero estos solo representan el 25% de la población. Por otro lado, se ha reconocido el acceso a los servicios 
básicos como derecho humano.

Fernández y Cross de Argentina, plantearon que hay un cambio en la forma de entender a los pobres o “perdedo-
res sociales”. Si bien las tasas de pobreza han mejorado, estamos en niveles anteriores a 1998, lo cual no repre-
senta un gran avance. Viviana Basanta de Uruguay subrayó que no hay que asociar necesariamente violencia 
con pobreza.

En nuestros países sucede que acceden gobiernos de izquierda y se encuentran “encorsetados”. No tienen gran 
movilidad frente al aparato burocrático; por lo cual es difícil cambiar cosas. Se llega desde la izquierda pero se 
gobierna desde el centro. Mencionó algunas de las acciones concretas que se han realizado en Uruguay: cla-
sificadores de residuos, personas sin techo. No es suficiente pero al menos el tema está sobre la mesa y antes 
no estaba. El PANES (Plan de Asistencia Nacional de Emergencia Social) es de lo que ha tenido más éxito en 
términos de gestión en el país. Muchos proyectos son ejecutados por ONG. En Chile, en particular respecto a la 
comunidad Mapuche, no han sido demasiado eficaces las políticas, ya que no ha habido resultados buenos en 
términos de reducción de la pobreza.

Se identificaron dos grandes tendencias en las políticas sociales:
• La mayoría son asistencialistas (hacia la pobreza dura)
• Otras tratan de resolver el problema de raíz (alfabetismo cero en Bolivia y el plan de educación en Uruguay)

El desempleo como una cuestión social

Las expositoras argentinas se enfocaron en el “desempleo como una cuestión social”, señalando la estrecha vin-
culación entre desocupación y pobreza. Desde el gobierno de N. Kirchner, hay lo que ellas llamaron un “discipli-
namiento por desgaste”, en el sentido de que si bien no se reprime a piqueteros y otras manifestaciones, tampoco 
se les da lo que demandan. Pueden protestar, pueden manifestarse, pero no obtendrán nada del gobierno, por lo 
tanto lo harán hasta que se cansen.

Entre estas políticas, el plan familia ha recibido severas críticas por parte de organizaciones sociales, ya que la 
no contraprestación laboral confina a las mujeres al espacio doméstico, impidiéndoles crear vínculos, redes de 
contactos, etc.
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En Argentina se define el desempleo como problema social, a lo que se responde con un enfoque desde las prác-
ticas vs. la institucionalidad. Se observa el desdibujamiento de los espacios, cuyos límites se diluyen: beneficia-
rios – implementadores, sociedad civil – Estado, asistencialismo – economía social, etc.

En cuanto a cifras, un 1,5% del PBI está destinado a programas oficiales. Pero por fuera de esto, muchos pro-
gramas de asistencia están financiados por privados y además hay trabajo voluntario no remunerado de los 
trabajadores, etc. En número, el programa “Jefes y Jefas…” apoya actualmente a 800.000 personas. Otros 
emprendimientos no están medidos en cantidad de población objetivo. Los inmigrantes, por definición, no 
pueden beneficiarse del programa Jefes y Jefas: en los hechos se han incorporado a los beneficios a través de 
otros programas como de distribución de alimentos, por ejemplo. El seguro de desempleo, por otra parte, que 
apareció en los 90, afectó a poca gente y prácticamente es marginal. Sin embargo, no constituye una demanda 
social. Podría decirse que los procesos de autogestión, más allá de sus limitaciones, fortalecen y redefinen la 
confianza en la propia capacidad.

Respecto a la política laboral, en Uruguay se ha producido un cambio sustancial al recuperar los derechos 
laborales. El gobierno actual retomó este tema y lo puso en práctica. En Brasil no hubo los impactos o cam-
bios que se hubieran esperado en este sentido. Argentina tiene una situación más compleja, pero no se han 
dado derechos a la CGT. Lo que sí está ocurriendo es la discusión de una ley laboral que podría resultar en 
un avance. En Perú 82% de la fuerza laboral está afectado por una ley que va “en contra” de los intereses de 
los más frágiles. En Chile se destaca la puesta en marcha del Consejo de Equidad, además del retorno de la 
negociación colectiva. En lo que atañe a Bolivia, la flexibilidad laboral hundió a la Central Obrera Boliviana. 
Ahora ese tema está en la agenda: aumentar los salarios, resucitar al movimiento sindical y el tema de otros  
surgimientos sociales.

Expulsión poblacional y el debate demográfico

Entre las características que aparecen en la sociedad uruguaya, Lijtenstein mencionó la segmentación resi-
dencial, la vulnerabilidad de jóvenes con baja educación, a pesar de contar con un alto gasto público social. 
Ante la interrogante de si en Uruguay la movilidad social es mayor que en otros países de la región (dado los 
relativamente buenos niveles de distribución del ingreso que presenta) el expositor sostuvo que, si bien no se 
han realizado estudios de esa naturaleza en los últimos años en el país, existen algunos indicadores que podrían 
mostrar qué puede estar sucediendo al respecto. Por ejemplo, se observa que los hijos tienen un nivel de instruc-
ción formal mayor al de los padres; sin embargo, si bien eso es así en teoría, esas cualidades son relativizadas 
cuando vemos el peso que tienen en el mercado laboral uruguayo.

La emigración, por otro lado, es un fenómeno característico y permanente de la sociedad uruguaya: ésta es-
taría indicando por un lado, justamente que la expectativa de movilidad social es baja, pero por otro, muestra 
una tendencia estructural que no se revierte ni con el incremento del PBI, ni con el aumento del empleo, ni 
con las mejoras en las expectativas y en los ingresos. La gente continúa yéndose de cualquier manera. Además,  
la emigración uruguaya es relativamente calificada.
 
Respecto a la paridad de género, si bien las mujeres intentan ganar espacios cada vez más amplios, todavía es 
baja su participación. Hay que considerar además que en promedio, las mujeres tienen mayor cantidad de años 
de educación formal que los hombres.

La educación por sí sola no es igualadora

El panelista de Perú, Adolfo Figueroa, relativizó el papel de las orientaciones distintas de los gobiernos afir-
mando que estos tienen su propia lógica e intereses. “En Perú han existido todos los tipos de gobierno y todos 
los tipos de reforma que puedan conocerse.” Sostuvo que la experiencia es rica pero “la conclusión es que esos 
distintos contextos económicos, sociales y políticos no han logrado modificar el Índice de Gini de Perú”.

Reflexionando sobre la diferencia en los índices de desigualdad entre su país y Uruguay, Figueroa opinó que 
se pueden distinguir tres grupos en la situación peruana, mientras en Uruguay solo dos. Y relaciona esto con 
la historia, con la transformación de la sociedad. En su opinión, tanto unos gobiernos como otros (de derecha, 
de izquierda, liberales, conservadores, progresistas, etc.) hacen lo mismo. Las restricciones a las que todos 
se enfrentan consisten en el poder económico por un lado y el poder de los votos por el otro. Esto se traduce 
en políticas de promoción de las inversiones por un lado (que generen crecimiento del producto), y políticas 
asistencialistas por otro, que le den apoyo político y que de alguna manera compensen la otra cara de la política  
del gobierno.

Puntualmente, el gobierno actual lleva adelante una política liberal, ortodoxa, de crecimiento del PBI, espe-
rando que ese dinamismo económico tenga efecto sobre los electores. Se pregunta por ejemplo, qué sucederá 
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cuando la situación de bonanza internacional se vuelva, cuando la demanda de las materias primas caiga, y por 
ende sus precios. La historia de su país cuenta con muchos de estos ciclos de expansión vía exportaciones de 
recursos naturales, que a la vez muestran conflictos internos como contracara. Conflictos que no han logrado 
cambiar la distribución del ingreso.

Mencionó que las organizaciones civiles y sociales son débiles en Perú; esto se relaciona con que la clase media 
es pequeña, representando apenas un 5% de la población total. Los últimos gobiernos no han apoyado, sino que 
están en contra de las ONGs.

Finalmente, sostuvo que existen mecanismos invisibles de discriminación: cada vez menos las credenciales 
educativas habilitan la movilidad social. Hoy por hoy hay otros factores que influyen más a la hora de acceder al 
empleo, más que la educación propiamente dicha.

Políticas sociales y tendencias actuales

La marcha del taller permitió identificar un conjunto de tendencias principales: Feminización y urbanización 
de la pobreza;  Crecimiento económico y manejo de recursos naturales; Migración;  Inversión privada; Des-
igualdad y Aumento de la violencia

También se discutió sobre la situación en los distintos países respecto a diversos temas. Por ejemplo en el ámbito 
de los derechos humanos se constata que en Chile hay cambios, hay avances, incluso programas enfocados 
en derechos ciudadanos. En Uruguay y Argentina también se han registrado avances y acciones importantes. 
Brasil, en cambio fue catalogado como “un desastre”, ya que no hay investigación abierta porque Lula firmó la 
continuación de secreto de Estado sobre lo que sucedió en la dictadura. Además es la peor gestión en cuanto a la 
relación con la comunidad indígena: los matan y/o procesan porque existen luchas y conflictos en el área rural.

En relación al ámbito rural, en Bolivia se observa que hay interés en promover las actividades en el campo a 
través de la entrega de maquinaria y mejora del riego. En Brasil, por el contrario, no hay señales de que se esté 
produciendo una reforma agraria. Mientras tanto en Chile, la comunidad Mapuche sigue con altos niveles de 
pobreza.

En temas ambientales, excepto Chile todos han tenido mala o regresiva política. En general se presentan altos 
niveles de corrupción en la gestión ambiental. Por ejemplo en Bolivia, Evo desmembró la gestión ambiental, 
sobre todo la actuación respecto a áreas protegidas deja mucho que desear. Brasil hizo lo propio con la gestión 
del río Madeira, además de la pobre tarea realizada por IBAMA y el débil enforcement.

Otro tema abordado fue el de la participación ciudadana. En Argentina, a través de los Consejos Consultivos 
Locales (CCL) las ONG proponen y al hacerlo adquieren cierta responsabilidad en la política social (como en 
el caso de las plantas de reciclaje), implementan y monitorean las políticas sociales. Dependen del Consejo de 
Políticas Sociales que a su vez depende del Ministerio Social. Otro ejemplo es la capacitación, formar parte de 
proyectos, etc. Esta es la manera de conseguir dinero: la plata nueva llega solo a través de proyectos especiales, 
no hay transferencia directa.

Las organizaciones que gestionaron políticas sociales del tipo hacer una vereda o ayudar a los niños a hacer los 
deberes han tenido éxito. Se desarrollaron capacidades e incluso redes logrando insertarse más y sintiéndose 
más útiles. El 80% de los involucrados en este tipo de proyecto son mujeres. Y esto surgió desde la sociedad civil, 
no desde los gobiernos locales.

El plan se puso en marcha en un contexto de emergencia, y este tipo de trabajo voluntario pero con subsidios fue 
mucho más efectivo que otro tipo de planes. En este sentido el Plan Familia es visto como un retroceso, ya que no 
impone contraprestación y el dar dinero hace que a las mujeres les resulte más difícil salir de la casa. En contra 
posición, las organizaciones proveían educación, educación sexual, capacitación en distintos ámbitos, recolec-
ción diferenciada (casa por casa) en algunos lugares, este tipo de acción tiene un componente más ambiental y 
más generador de mano de obra.

En Bolivia se ha implementado un proyecto de radios populares. Casi mil radios de este tipo se han abierto. Esto 
permite mayor acceso a la información. Sin embargo, se supone que deberían tomarse en cuenta las opiniones 
de la gente, pero esto es más bien en teoría, ya que en la práctica es el alcalde quien toma las decisiones. O sea que 
en la práctica, diversos planes de desarrollo municipal participativo no funcionan.

En Uruguay si bien hay cierta participación, ésta tiene poca influencia e importancia desde el punto de vista 
propositivo. Existen los Consejos Departamentales de Políticas Sociales los cuales dependen del Ministerio de 
Desarrollo Social, pero en definitiva hay poca voz desde las ONG.
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Algunos logros de las Políticas Sociales:

Los participantes enumeraron y comentaron algunas de las políticas que se están llevando a cabo en sus países y 
que consideran exitosas. Entre los ejemplos más destacados se puede enumerar los siguientes casos:

• Reducción del empleo informal y aplicación de herramientas para formalizar el empleo registrado (Argentina) 

• Apoyo a las industrias sustitutivas de importaciones como generadoras de empleo (Argentina)
• Apoyo o tolerancia gubernamental de los reclamos salariales (Argentina)
• Nueva concepción teórica donde se defiende que los aumentos salariales no generan inflación (Argentina)
• Instalación de consejos de salarios (Argentina)
• Evaluación de los programas y acciones en políticas sociales para determinar su efectividad (Chile)
• Posibilidad de negociación via dinero, proveniente de las regalías de los hidrocarburos (Bolivia)
• Economía social de mercado, sistema de protección social. Una manera es teniendo mecanismos de evaluación 
de impacto de los programas sociales (Chile).
• Implantación del Programa de Emergencia, con un abanico de acciones incluyendo pagos directos a los secto-
res más empobrecidos, con buena focalización y resultados concretos (Uruguay)
• Ampliación régimen jubilatorio (Argentina)
• Implantación de un sistema de monotributo social como herramienta impositiva para poder operar en la eco-
nomía formal, y así poder facturar (Argentina)
• Políticas de apoyo a la agricultura familiar, tanto por créditos como por programas de acceso a mercado (Brasil) 
• Apoyo a mayores de 60 años por un mecanismo universal (Bono Dignidad); aquellos que cuentan con una 
jubilación recibe la mitad. El mecanismo depende de la renta de los hidrocarburos (Bolivia) 
• Formalización de “cartoneros” en cooperativas (Argentina)
• Avances en salud, bajo una ley de medicamentos genéricos (Argentina)
• Incorporación del tema de género desde la presidencia (Chile)

Desafíos y urgencias para la acción

El taller concluyó con un ejercicio donde se enumeraron recomendaciones, tanto del lado de los gobiernos como 
de la sociedad civil deberían tomarse en cuenta. Entre los principales puntos que se consideraron se destacan 
los siguientes:
• Recambio de liderazgo: Los participantes subrayaron la importancia de incorporar nuevos actores, más jóve-
nes, diversificados y ampliados
• Independencia de las ONG y la sociedad civil. Se analizó la importancia de no ser cooptados o ser canales de 
transmisión de los partidos políticos, y evaluar los impactos de las tercerizaciones desde los programas sociales 
hacia las ONGs como ejecutores de acciones concretas.
• Mecanismos para promover mayor diálogo. Persiste la importancia de promover el diálogo y la comunica-
ción, tanto entre las organizaciones ciudadanas como con las agencias gubernamentales.   
• Fortalecimiento de redes entre organizaciones de la sociedad civil.     
• Exigir acceso a la información y a bases de datos principalmente sobre cómo son y cómo funcionaron los 
programas y políticas sociales. La opacidad en la información sobre la estructura y marcha de los programas 
es muy aguda; de hecho ha sido un factor que dificulta nuestras investigaciones.     
• Se deben promover nuevas formas legales de asociación y organización en el seno de la sociedad civil, de ma-
nera de mejorar su calidad de vida. En el seminario se discutieron varias, tales como cooperativas, asociaciones 
civiles, etc., y se pueden considerar otras nuevas formas.
• Crear ciudadanía. Todos esos esfuerzos, incluidos otros aspectos de las políticas sociales, requieren forta-
lecer la ciudadanía, como concepto que refiere a actores fortalecer y apoyar sujetos activos en la construc-
ción de políticas. Las políticas sociales no pueden llevarse a cabo pensando únicamente en consumidores 
o agentes mercantiles, sino que deben enfocarse en personas concretas, y por lo tanto deben recuperar esa  
dimensión ciudadana.
• Se debe fortalecer las ONGs como agentes independientes. Esta independencia puede lograrse mediante tres 
acciones fundamentales: 1- investigación básica, 2- tender puentes entre movimientos sociales, 3- construir 
políticas sociales desde sociedad civil, apuntando a la regulación social del mercado y del Estado.
• Las relaciones entre ONG deben ser revisadas. Esto incluye un recambio tanto en las ONGs como sus 
prácticas, en la forma bajo la cual se abren a nuevas generaciones y a nuevas experiencias. Si esto fue-
ra acompañado de movilización de recursos monetarios y de recursos humanos propios entonces ha-
bría poca o nada dependencia del Estado y de otras agencias, logrando mayor autonomía.   
• Aprendizaje. Es importante apoyar y mantener procesos de aprendizaje para hacer política con todos los acto-
res, para superar tensiones propias de concebir a la política como un juego de adversarios y opositores.
• En cuanto a la salud, se sugirió cobertura ampliada a todos los niños, y en especial la lucha contra el SIDA.
• Aspectos territoriales. A lo largo de taller varias aportes subrayaron la importancia de incluir una dimensión 
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territorial. Cualquier discusión sobre políticas sociales requiere expresarla en un territorio concreto.
• Mejorar la calidad de la gestión. En muchos países hay experiencias inspiradas en buenas ideas, pero la gestión 
práctica de esos programas sigue enfrentando dificultades. En efecto, hay problemas en la eficiencia de las 
agencias gubernamentales, en la calidad de aplicación del gasto público, en la focalización, etc.
• Mejorar la oferta en cuanto a las políticas públicas. En todos los países se pueden ampliar la oferta de acciones, y 
de hecho el presente taller muestra que muchas iniciativas podrían ser replicadas y adaptadas entre los países.
• Ampliar la inclusión. Las políticas sociales deben ampliar el universo de las personas destinatarias. 
• En cuanto a la inclusión es necesario privilegiar un mejor balance de género, y en especial incorporar los 
núcleos más duros de la pobreza, grupos indígenas, y sectores super-excluidos (como quienes son a la vez mar-
ginales y homosexuales).
• Fortalecer el dialogo político. A pesar de la importancia de estos temas, hay una cierta debilidad del diálogo 
político sobre las políticas sociales. Por lo tanto es necesario diversificar los espacios para discutir ideas propo-
sitivas e innovadoras.
• Alianza con el mundo académico y mejorar la investigación. Se está perdiendo batalla frente al “mito – verdad” 
de lo efectivo del sector privado en comparación a las ONG. 
• Las ONG no han logrado en general, armar posiciones claras y argumentadas para rebatir algunas ideas y 
posturas. El caso comentado en el taller remite a un artículo del presidente Alan García (sobre la anécdota del 
hortelano). 

Desafíos frente al nuevo contexto de la pobreza

El encuentro dejó claras algunas cuestiones sobre la situación actual de la pobreza y políticas sociales en los 
países seleccionados de América del Sur. En primer lugar está claro que la pobreza sigue siendo muy elevada en 
la mayoría de los países considerados y que por lo tanto es una prioridad para las sociedades latinoamericanas 
el tratar estos temas y buscar soluciones. En segundo lugar, de los ejemplos presentados surge que la pobreza es 
un fenómeno “selectivo”, en el sentido de que no afecta a toda la población por igual, sino que tiende a enfocarse 
en mujeres, niños, grupos minoritarios y determinadas zonas del territorio. Esto exige que también las políticas 
puedan responder a esa diversidad de situaciones.

Por otro lado, se habló de la existencia de limitaciones estructurales (que repercuten en especial en el ámbito 
educativo) que no permiten la “igualación” de las capacidades de distintos integrantes de la sociedad, depen-
diendo del grupo socio económico al que pertenecen. Este tipo de problema no se soluciona con acciones es-
pecíficamente educativas, sino que requeriría de un tratamiento de otras cuestiones sociales profundamente 
arraigadas a la sociedad en su conjunto y que afectan negativamente a ciertos grupos.

Una rápida lectura de las actuales políticas sociales muestra que se han dado algunos pasos interesantes hacia 
acciones concretas sobre la problemática de la pobreza, en especial si comparamos estas acciones con las de 
gobiernos anteriores. La implementación de diversos programas dirigidos a poblaciones objetivo en cada país 
como el Plan Familia en Argentina, Plan de Emergencia en Uruguay, Bono Dignidad en Bolivia, etc. muestran 
al menos una intención de tratar esta problemática y buscarle soluciones temporales y parciales. Justamente 
porque estas políticas son limitadas es que no son suficientes para resolver los problemas de fondo. Los parti-
cipantes del taller coincidieron en que no alcanza dar una cantidad de dinero x a un número determinado de 
familias o de personas en situación económica vulnerable para solucionar la pobreza estructural de nuestros 
países. Esta idea se relaciona indefectiblemente con el hecho de que el crecimiento económico no es la respuesta 
para mejorar “a todos” los integrantes de una sociedad, sino que el aumento del PBI por sí solo no asegura el 
bienestar general, no asegura la distribución ni el “chorreo” de la riqueza generada.

Las políticas específicas de pobreza estuvieron acompañadas en mayor o menor grado por políticas activas 
en materia de mayor participación ciudadana. Estas políticas se plasmaron en acciones desde incentivar el 
surgimiento de radios populares hasta Consejos Consultivos Locales. Por otro lado, ciertas políticas laborales 
como instalación de los consejos de salarios o promoción del empleo formal, entre otras.

Junto con el reconocimiento colectivo de que aún resta mucho por hacer, los participantes sugirieron una serie 
de acciones, en especial dirigidas a la sociedad civil, en un intento de lograr un mayor protagonismo de los 
movimientos sociales, acompañado de una mayor eficiencia en las actividades. La idea de fortalecer y mejorar 
las líneas de trabajo social estuvo presente en las propuestas, en parte por la relativa ausencia de los gobiernos 
en ciertas áreas y temas y en parte para lograr un papel más destacado de los movimientos sociales, buscando 
una mejor interrelación entre las diversas organizaciones. Sin desmedro de lo anterior, el papel de los gobiernos 
debe ser de mejorar tanto las propias políticas como los destinatarios de las mismas, de manera de lograr la 
mejor complementariedad posible entre ambos tipos de actividades y de instituciones. 
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